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Guía de uso de la colección


 La colección “Todo Administración Local” ha sido concebida con el propósito de convertirse en referencia bibliográfica obligada para los operadores locales en la práctica diaria de la actividad municipal.

Cada uno de los libros que conforman la colección, aborda un bloque de materias de incuestionable interés para poder entender cómo opera y cómo se está transformando la Administración Local en siglo XXI para convertirse en una Administración más eficiente, más transparente y, por supuesto, más digital e interconectada con los ciudadanos.

Participan en esta colección un amplio equipo de expertos municipalistas capaces de sintetizar no solo los fundamentos y principios jurídicos que sustentan cada uno de los bloques de materias sino que, además, reúnen el perfil idóneo para poder aterrizar esas materias desde el punto de vista de la práctica diaria de la gestión municipal.

Todo Administración Local compendia en 12 libros los bloques de materias sobre los que se sostiene la práctica diaria de cualquier entidad local:


	
-  Régimen competencial, organizativo y de funcionamiento de las Entidades locales.

	
-   Régimen de Bienes.

	
-  Transparencia y acceso a la información pública-Protección de datos.

	
-   Procedimiento administrativo.

	
-  Contratación Pública.

	
-  Servicios Públicos.

	
-  Subvenciones.

	
-  Urbanismo.

	
-  Función Pública.

	
-  Gestión presupuestaria y Control interno.

	
-  Contabilidad

	
-  Gestión de ingresos



Todos y cada uno de los libros parten de una sistemática común que ha sido minuciosamente trazada y diseñada para ofrecer al operador local todas las coordenadas que precisa para desenvolverse eficazmente en las diferentes parcelas de la actividad municipal.

Los contenidos de cada bloque de materias no son completamente lineales, sino que intercalan diferentes SECCIONES que establecen digresiones sobre el argumento principal, con vistas a facilitar una lectura ágil y una asimilación rápida de la información:


DOCUMENTACIÓN RELACIONADA Normativa estatal y autonómica.

Doctrina de interés, Jurisprudencia, Órganos administrativos.

Expedientes.

Consultas.



NORMATIVA DESTACADA • La legislación fundamental (referencias normativas y/o extractos de su articulado).


LE INTERESA CONSULTAR… • Recomendaciones de artículos doctrinales, sentencias, dictámenes, consultas, Esquemas, Infografías, etc.


ATENCIÓN!!! • Se intercalan en el texto numerosas llamadas de atención resaltando alguna materia por su actualidad o especial interés.



EJEMPLOS PRÁCTICOS

• Ejemplos prácticos que facilitan la aplicación y mejor comprensión de la materia tratada.




AL DETALLE • Este tipo de referencias permiten bajar al detalle la materia tratada, haciendo especial mención a especialidades o supuestos más específicos o excepcionales.



DE UN VISTAZO • Resumen visual de lo fundamental. Una especie de conclusión del epígrafe.


En definitiva, estamos ante una colección que conceptualmente trata de adaptarse a las necesidades del operador local del siglo XXI, no solo mediante la transferencia de conocimiento de sus autores sino sobre todo aportando soluciones concretas y respuestas claras a los problemas que plantea un marco regulatorio cada vez más complejo y cambiante.






Presentación


 El primer capítulo está dedicado a los elementos objetivo, subjetivo y formal de la función contable. Desde un punto de vista objetivo, se define la contabilidad pública local en un contexto de armonización dentro del Estado e internacional así del sector público como del sector privado. Desde un punto de vista subjetivo, se aclara el quién ejerce la función contable en las entidades locales españolas y el alcance de sus responsabilidades. Desde un punto de vista formal, se presentan las reglas comunes que resultan de las Instrucciones traduciéndolas del lenguaje netamente jurídico a esa otra forma de hablar que permite a contables o contadores entenderse con los responsables políticos y administrativos de su administración.

Las áreas contables de especial trascendencia, frente al tratamiento automatizado general de los datos, exigen de un seguimiento individualizado, artesanal. Las Instrucciones proporcionan reglas particulares sobre su seguimiento y cálculo, dada su complejidad y su impacto en la ejecución del presupuesto; en particular, todas ellas tienen incidencia en el ahorro de la entidad y en su estabilidad presupuestaria. Se estudian así: la incorporación de remanentes de crédito, dedicando especial atención a los límites cuantitativos y temporales del uso de esta técnica presupuestaria; los proyectos de gasto, dedicando especial atención a las vinculaciones cuantitativa y cualitativa; los gastos con financiación afectada, proporcionándose ejemplos prácticos y explicando el impacto en la liquidación del presupuesto, y la gestión de recursos por cuenta de otros entes públicos, buscando proporcionar una guía práctica sube el modo correcto de operar atendiendo a la disponibilidad de la información.

La cuenta general expone la situación global del patrimonio de una entidad a 31 de diciembre. Se perfila el diferente régimen de responsabilidades políticas y contables. Se actualizan plazos de conformidad con las últimas novedades legislativas. Esta obra procura adoptar reglas claras en cuanto a qué entidades, con qué contenido, con qué plazos, con arreglo qué metodología deben presentar tales cuentas generales. Esta necesidad es particularmente clara cuando, como consecuencia de la presencia de varias administraciones implicadas en la tutela financiera de entidades locales, así como de varios órganos de control y de diversas instituciones cuya actividad incide de forma indirecta en la contabilidad pública local, se ha presentado en los últimos tiempos una innecesaria disparidad de criterios entre diferentes administraciones, y, en consecuencia, autores. Se presta atención a las diferencias en los territorios de derecho común y los territorios de derecho foral vasco y navarro.

El marco conceptual es el diccionario de la contabilidad. Esta obra desarrolla los conceptos de las Instrucciones situándolos en un contexto internacional, tomando ejemplos y definiciones directas del derecho europeo. Incluso se permite indicar cuándo, como resultado de un copia y pega parcial de normas internacionales por el legislador español, ciertas disposiciones de las instrucciones deben ser omitidas o al menos ajustadas en su interpretación. El problema para los usuarios de las Instrucciones es que en las mismas confluyen el lenguaje jurídico con la ciencia económica, resultado su lectura confusa para economistas y juristas no especializados en contabilidad. El problema se agrava porque la contabilidad pública local toma sus conceptos de las contabilidades pública estatal, y privada nacional, conceptos que a su vez se deben integrar con las tendencias de armonización internacional pública y privada. Por ello, las Instrucciones locales españolas se comprenden mejor si se estudian en el contexto de las normas internacionales de contabilidad.

Las normas de reconocimiento y valoración describen el qué y el por cuánto se contabiliza. Se dedica atención a cuestiones que no aparecen reguladas de un modo diferenciado por las instrucciones, pero que se pueden calificar como áreas de riesgo o áreas contables de especial trascendencia no singularmente reguladas; sería el caso del patrimonio municipal del suelo, las operaciones del impuesto sobre el valor añadido o las subvenciones. El objetivo en este ámbito ha sido ofrecer el mayor número de ejemplos prácticos posibles en una obra de estas dimensiones; decir exactamente qué elementos se deben registrar, y por qué valoración. Se complementan los ejemplos prácticos con esquemas que a modo de un mapa mental permitan suplir los vacíos.

El análisis de las principales definiciones y relaciones contables es el estudio de los concretos asientos que se deben practicar. Se describen el nacimiento, vida y muerte del presupuesto y su contabilidad. Se dedica especial atención al impuesto sobre el valor añadido, a la cuenta 413 y a las operaciones de cierre del ejercicio. Siendo conscientes de que los asientos de contabilidad financiera no son los que se visualizan en el día a día, se complementan en varios ejemplos los asientos puramente financieros con otros que, a modo didáctico, expresan su visibilidad presupuestaria.

La contabilidad analítica es el futuro de la contabilidad. Se quieren presentar fórmulas sencillas que cumplan con los requisitos legales. Cada vez más, a los gestores contables se les pide información en diferentes ámbitos (rentabilidad de un servicio, impacto normativo en la recaudación, coste de un programa de gasto, valor de ocupación …) que tienen como nota común que se obtiene mediante técnicas extraídas de la contabilidad de costes. Día a día, la contabilidad financiera se automatiza, mientras gana importancia la contabilidad como herramienta imprescindible de suministro de información sobre el coste y rendimiento de los servicios públicos. La contabilidad siempre tendrá su papel para registrar la adecuada ejecución del presupuesto, pero es además la fuente necesaria de información sobre costes primarios, centros mediales, programas, etc. Sin embargo, a pesar de su importancia, no hay en las Instrucciones ni en norma ninguna regla que obedecer al respecto. Se establece así la obligación de llevar una contabilidad analítica, pero no se establece una forma legal de calcularla. Esta obra quiere suplir ese vacío.








Capítulo I Instrucciones de contabilidad adaptadas a la administración local: modelos normal, básico y simplificado





Documentación relacionada


 Legislación estatal

•  Pública

Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales (TRLRHL).

Real Decreto 500/1990, de 20 de abril, por el que se desarrolla el Capítulo primero del Título sexto de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales, en materia de presupuestos.

Orden HAP/1781/2013, de 20 de septiembre, por la que se aprueba la Instrucción del modelo normal de contabilidad local (IMNCL).

Orden HAP/1782/2013, de 20 de septiembre, por la que se aprueba la Instrucción del modelo simplificado de contabilidad local y se modifica la Instrucción del modelo básico de contabilidad local, aprobada por Orden EHA/4040/2004, de 23 de noviembre.

Orden HAC/1364/2018, de 12 de diciembre, por la que se modifican los planes de cuentas locales anexos a las instrucciones de los modelos normal y simplificado de contabilidad local, aprobadas por las Órdenes HAP/1781 y 1782/2013, de 20 de septiembre.

Orden EHA/3067/2011, de 8 de noviembre, por la que se aprueba la Instrucción de Contabilidad para la Administración General del Estado.

Orden EHA/2045/2011 de 14 de julio, por la que se aprueba la Instrucción de contabilidad para la Administración Institucional del Estado.

Orden EHA/1037/2010, de 13 de abril, por la que se aprueba el Plan General de Contabilidad Pública.

•  Privada

Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el Plan General de Contabilidad (PGC).

Real Decreto 1515/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el Plan General de Contabilidad de Pequeñas y Medianas Empresas y los criterios contables específicos para microempresas.

Real Decreto 1491/2011, de 24 de octubre, por el que se aprueban las normas de adaptación del Plan General de Contabilidad a las entidades sin fines lucrativos y el modelo de plan de actuación de las entidades sin fines lucrativos.

•  Sustantiva

Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno (LTBG 19/2013).

Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera (LOEPSF).

Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria (LGP).

Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales (ROF).

Orden HAP/2105/2012, de 1 de octubre, por la que se desarrollan las obligaciones de suministro de información previstas en la LOEPSF.

Legislación Foral

Decreto Foral 86/2015, de 15 de diciembre, por el que se aprueba el marco regulatorio contable de las entidades locales de Gipuzkoa.

Decreto Foral 56/2015, del Consejo de Diputados de 3 de noviembre, que aprueba el marco regulatorio contable de las entidades locales del Territorio Histórico de Álava.

Decreto Foral de la Diputación Foral de Bizkaia 139/2015, de 28 de julio, por el que se aprueba el marco regulatorio contable de las entidades locales de Bizkaia.

Decreto Foral 272/1998, de 21 de septiembre, por el que se aprueba la Instrucción General de Contabilidad para la Administración Local de Navarra.

Decreto Foral 273/1998, de 21 de septiembre, por el que se aprueba la Instrucción de Contabilidad Simplificada para la Administración Local de Navarra.

Legislación europea

Reglamento (UE) 2016/2067 de la Comisión, de 22 de noviembre de 2016, que modifica el Reglamento (CE) N.o 1126/2008, por el que se adoptan determinadas Normas Internacionales de Contabilidad de conformidad con el Reglamento (CE) N.o 1606/2002 del Parlamento Europeo y del Consejo, en lo relativo a la Norma Internacional de Información Financiera 9, DOUEL 29 noviembre 2016.

Jurisprudencia

Juzgado de lo Contencioso-administrativo N.o 3 de Oviedo, Sentencia 201/2018 de 10 oct. 2018, Proc. 290/2017.

Doctrina

VIGO MARTÍN, Beatriz M., «Comentarios a la Sentencia 00201/2018 por la que se declara la nulidad del Acuerdo de Pleno del Ayuntamiento de Somiedo, por el que se aprueba la Cuenta General del año 2016, por no ser conforme con el Ordenamiento jurídico», El Consultor de los Ayuntamientos, N.o 2, Sección Presupuestos y contabilidad, febrero 2019, pág. 47, Editorial Wolters Kluwer. (LA LEY 401/2019)

ALAMILLO DOMINGO, Ignacio, «Las tecnologías de registro distribuido (blockchain) y la transformación del procedimiento administrativo», El Consultor de los Ayuntamientos, N.o 1, Sección Innovación y e-Administración, enero 2019, pág. 57, Editorial Wolters Kluwer. (LA LEY 15081/2018)

BALLESTEROS ARRIBAS, Silvia, «Contabilidad y cuentas», El Consultor de Alcaldes y Concejales. (LA LEY 9177/2010)

LLISET BORRELL y LÓPEZ PELLICER, Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales. (LA LEY 1105/2002)

Órganos administrativos

Consulta de la Intervención General de la Administración del Estado 1/2006, de 13 de febrero de 2006, formulada por un ayuntamiento, en relación con el órgano competente para la expedición de la certificación de existencia de crédito y del documento de retención de crédito.

Informe de la Intervención General de la Administración del Estado de 26/05/1999, por el que se resuelve discrepancia sobre la contabilización de determinados documentos de un contrato de asistencia técnica.

Intervención General de la Administración del Estado, Principios contables públicos, Documentos 1 a 8, Comisión de Principios y Normas Contables Públicas, Centro de Publicaciones del Ministerio de Economía y Hacienda, Madrid, 1994.

Consultas

Límites al derecho de acceso, por la concejalía delegada de Hacienda, al programa de contabilidad del Ayuntamiento. (LA LEY 1055/2017)

Una sociedad mercantil de capital íntegramente local no tiene la consideración de Administración Pública. (LA LEY 210/2017)

Registro de los documentos contables cuando no está implantada la administración electrónica. (LA LEY 808/2015)

Deben considerarse sociedades dependientes no sólo aquellas en las que la entidad local tenga participación total o mayoritaria, sino también aquellas en las que la entidad local tenga controlada su gestión y administración. (LA LEY 481/2008)

La contabilidad de las empresas de capital íntegramente municipal se rige por el PGC y demás normas aplicables a las empresas privadas. (LA LEY 1054/2005)

Empresas municipales. Contabilización de los gastos de urbanización. (LA LEY 768/2005)








1 Consideraciones previas sobre la contabilidad y sus conceptos básicos


 1.  La contabilidad es una ciencia y es un idioma

Para esta exposición introductoria, nos serviremos de dos concepciones de la contabilidad, a fin de hacer más asequible el contenido de esta obra. Por una parte, atenderemos a la contabilidad como ciencia contable, caracterizada por un objeto y método propios. Por otra parte, atenderemos a la contabilidad como lenguaje contable, caracterizado también por su propio objeto y reglas de comunicación.

1.1.  La contabilidad como ciencia

Desde el punto de vista de la contabilidad como ciencia contable, la contabilidad es un sistema de información económica que, con una metodología propia y específica, persigue el conocimiento comparable del presente, pasado y futuro de la realidad económico-financiera de la entidad descrita, suministrando una información, en términos cualitativos (elementos registrados) y cuantitativo-monetarios (elementos valorados) útil para la toma de decisiones de sus usuarios.

Socialmente, se tiene una percepción de la contabilidad como la llevanza de libros contables a través de sus apuntes; sin embargo, y junto a esa percepción «vulgar», existe otra de naturaleza científica que relaciona la contabilidad con una disciplina que explica los fenómenos económicos y financieros de la sociedad.

Científicamente, la contabilidad, como tal disciplina científica, se caracteriza por un objeto y un método propios.

En cuanto al método científico contable, consiste en el:


	
1)  registro,

	
2)  proceso y

	
3)  presentación de información económico-financiera adecuada al usuario.



Para ello, se captura la información, se analiza e interpreta, se realizan operaciones de adveración de esta, se presenta al usuario mediante documentos estandarizados; todo lo anterior, en el marco conceptual propio de dicha disciplina.

En cuanto al objeto de la ciencia contable, es la descripción de la composición y modificaciones de una masa patrimonial (lo que las diferentes Instrucciones llaman, a unos y otros, «elementos»).

En el caso de la contabilidad pública local, el objeto de la contabilidad es la descripción de la composición y modificaciones de la masa patrimonial de las entidades locales.

1.2.  La contabilidad como idioma

La contabilidad también es un idioma: es el idioma de quienes describen hechos económicos mediante un lenguaje económico.

Los «hechos económicos» descritos se refieren a la situación de un patrimonio en un momento dado, entendido el patrimonio, en este contexto, como un conjunto de derechos y obligaciones de contenido económico, de una persona (física o jurídica) o de un ente sin personalidad jurídica.

El patrimonio descrito no es el patrimonio en el sentido jurídico del término, es decir, no es el conjunto de bienes, derechos y obligaciones de titularidad jurídico-real o jurídico-personal de una persona (una propiedad inscrita, una acción para reclamar un derecho, una deuda en pagaré...).

En su lugar, el patrimonio descrito es el patrimonio en el sentido económico del término: es el conjunto de situaciones de hecho y de derecho —evaluables económicamente— que crean o destruyen recursos económicos.

Hablamos de «hechos y derechos» para asentar una idea clara: se reflejan cualesquiera situaciones que —en acto o en potencia— puedan suponer un movimiento de fondos a favor o en contra del patrimonio de la entidad; se describen situaciones económicas, abstracción hecha de su perfección legal.

ATENCIÓN!!! La contabilidad ni expresa ni deja de expresar nada solo porque sea legal o ilegal, conforme o no con el ordenamiento jurídico. La contabilidad dice lo que se ha hecho y lo que se prevé que suceda. Si lo que se ha hecho o lo que va a suceder es o no legal, es un juicio que queda a discreción del usuario de la información que ofrece la contabilidad. Así, si una Concejalía ha contratado sin seguir el procedimiento legal, siendo ilegal su proceder, no por ello deja de reflejarse en contabilidad la existencia de obligaciones previsibles frente a terceros.


El «lenguaje económico» descriptor se refiere a la codificación numérica de magnitudes financieras:


	
a)  La «codificación numérica» es el elemento cualitativo: comprende las cuentas en las que se reflejan los elementos patrimoniales descritos (inmovilizado, tesorería, acciones…); esto es, el elemento cualitativo.

	
b)  Las «magnitudes financieras» son el elemento cuantitativo: comprenden la valoración, en unidades monetarias, de esos elementos patrimoniales (valoraciones: reales, ficticias, a precio de mercado, al coste, revalorizadas…).



Entendemos así que la contabilidad es, también, una forma de expresar financieramente lo que se podría expresar en palabras comunes, pero a través de un código propio —un idioma— que permita el tratamiento matemático de la información.

Por ejemplo, alguien puede escribir que «el 5 de octubre del ejercicio N la entidad pagó a una asociación de interés público una subvención mediante el pago en la misma fecha de 1.000 unidades monetarias a través de cuenta corriente».

Pero esa misma persona también puede escribir sobre el mismo hecho algo parecido a esto:








	05/10/N



	6501
	Transferencias. Al resto de entidades.
	1.000
	 



	5710
	Bancos e instituciones de crédito. Cuentas operativas.
	 
	1.000





Ambas lecturas dicen lo mismo; en diferente forma, en diferente idioma, pero dicen lo mismo porque transmiten la misma información.

Debemos añadir que, en contabilidad pública (la contabilidad que llevan los entes del sector público sujetos a presupuesto limitativo), cuando se trata de describir un gasto presupuestario, el lenguaje contable tiene que decir algo más: tiene que decir también que ese acto es, además, el resultado de la ejecución ordinaria del presupuesto; tiene que decir que es un gasto que ha sido autorizado. Es decir, la contabilidad pública tiene que expresar que el gasto constaba en las previsiones de créditos definitivas, que ha sido reconocido por la autoridad competente, etc. 

1.3.  La contabilidad como registro: la partida doble

Sea que abordemos el estudio de la contabilidad como ciencia o como idioma, las dos perspectivas confluyen en el uso de la misma herramienta: el registro valorado de hechos económicos (porque los hechos con influencia económica son registrados y valorados) Es decir, todo hecho que afecta al patrimonio económico, se registra, y todo hecho que se registra es valorado.

Pensemos en una analogía: el Registro de la Propiedad. En esta clase de archivos se anotan mutaciones jurídico-reales que se producen al margen y con independencia del Registro, salvo en los limitados casos y legislaciones de derecho comparado de inscripción registral constitutiva (en España, sería el ejemplo del contrato de hipoteca). Pero general, los hechos jurídicos con eficacia jurídico-real se producen al margen de los libros del Registro. Por ejemplo, un particular que compra su casa ante Notario es su propietario desde que toma posesión de ella mediante el otorgamiento de escritura pública; posteriormente, ya inscribirá su título en el Registro y merecerá cierta protección cualificada por parte del ordenamiento jurídico, pero propietario lo era desde antes de la inscripción en el Registro. A esta clase de depósitos acuden los particulares con documentos que acreditan la producción de dichas mutaciones jurídico-reales. Una vez inscritas, tienen cierta protección cualificada porque el ordenamiento jurídico protege al tercero que de buena fe adquiera a título oneroso algún derecho de persona que en el Registro aparezca con facultades para transmitirlo, entre otras garantías registrales. El órgano contable se asemejaría al Registrador que entiende acreditado que los hechos se han producido, gracias a las escrituras otorgadas ante Notario, y los anota en un libro especial, indicando el hecho y su valoración (que son, respectivamente, el elemento cualitativo y el elemento cuantitativo).

La contabilidad registral moderna surge en el ámbito del comercio medieval europeo, atendida su necesidad específica de controlar operaciones de pagos diferidos.

Remontándonos atrás en el tiempo, algunos autores hablan del Abraham bíblico como primera influencia registral contable; inspiraría un modelo de llevanza de las cuentas relativas al comercio de ganados en que se dibujaría un cordero en una tabla y se añadirían líneas verticales encima y debajo del mismo (representando los corderos que se nos deben y los que debemos). Otros autores hablan del nacimiento autónomo de un prototipo de partida doble a través de los quipus incaicos (vulgarizando, cuerdas con nudos que indicaban unidades de medida), agregando igualmente nudos a derecha e izquierda del quipu representativo de un bien, para indicar los debidos y los que se nos deben.

La contabilidad medieval europea se desarrolla mediante dos sistemas sucesivos en el tiempo y que todavía con frecuencia coexisten en la actualidad: el método de partida simple y el método de partida doble.

El método de partida simple es «simple» porque sólo registra el qué ha sucedido, mientras el método de partida doble es «doble» porque que registra el qué y el por qué (el hecho con la causa recíproca). La partida doble es «doble» porque anota el hecho económico en dos esferas económicas cuantitativamente iguales y opuestas: activo y pasivo, recurso positivo y negativo, aplicación y origen … En el método de partida simple con el «qué» diríamos «se pagaron mercancías»; en el método de partida doble en el «qué y por qué» (hecho y causa, aplicación y origen) diríamos «se dieron de alta mercancías en el activo como consecuencia de la salida de fondos a un proveedor en el pasivo».


LE INTERESA CONSULTAR Reglamento (UE) n.o 549/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013, relativo al Sistema Europeo de Cuentas Nacionales y Regionales de la Unión Europea, DOUEL 26 junio 2013, 1.91 y 1.92.

Partida doble y partida cuádruple.

En el ámbito del SEC 2010, hay que advertir que el sistema de partida doble se ve alterado en cuanto a la exposición de la información.

Para una unidad o un sector, la contabilidad nacional se basa en el principio de la partida doble. Cada operación se registrará dos veces, una vez como recurso (o variación de pasivos) y otra como empleo (o variación de activos). El total de operaciones registradas como recursos o variaciones de pasivos y el total de operaciones registradas como empleos o variaciones de activos han de ser iguales, lo que permite comprobar la consistencia de las cuentas.

En cambio, las cuentas nacionales —con todas las unidades y todos los sectores— se basarán en el principio de la partida cuádruple, ya que en la mayoría de las operaciones intervienen dos unidades institucionales. Cada operación de esta clase será registrada dos veces por los agentes que intervienen en ella. Por ejemplo, una prestación social en efectivo pagada por una unidad de las administraciones públicas a un hogar se registra en las cuentas del sector administraciones públicas como un empleo (es decir, consumo o gasto) en la rúbrica de transferencias y como una adquisición negativa de activos en la partida de efectivo y depósitos; sin embargo, en las cuentas del sector hogares se registra como un recurso (es decir, activo o ingreso) en la rúbrica de transferencias y como una adquisición de activos en la partida de efectivo y depósitos.]



El método de partida simple todavía persiste, por su carácter práctico. En su primera formulación histórica, consistía en:


	
1º  Formar un primer inventario de los bienes de la entidad, al inicio de un período económico (usualmente, un año natural) mediante un listado de hechos económicos (actos en su mayor parte, si queremos ser precisos, que se distinguirían de los simples hechos en que en los actos interviene siempre la voluntad humana; la diferencia entre el hecho y el acto es la que hay entre el género y la especie, pues cuando el género hecho se convierte en especie acto cuando en el hecho interviene la voluntad humana).

	
2º  Anotar por orden cronológico el movimiento de caja —entendiendo como «caja» la caja física, de caudales (literalmente, la caja en la que se depositan monedas)— en relación con cada una de las personas que se relacionan con el titular de la empresa.

	
3º  Formar un segundo inventario de los bienes de la entidad, al final del mismo período económico.

	
4º  Calcular el resultado económico obtenido en el período económico dado, mediante la comparación de ambos inventarios.



En este método de partida simple las anotaciones cronológicas del movimiento de caja sirven:


	
–  para justificar las diferencias entre ambos inventarios, y

	
–  para supervisar las relaciones entre la entidad y los terceros.



Posteriormente, el método de partida simple permitió registrar no solo movimientos de caja, sino modificaciones en las posiciones acreedora y deudora de la propia entidad respecto de terceros.

El método de partida doble consiste en:


	
1º  Formar un primer inventario de los bienes de la entidad, al inicio de un período económico (usualmente, un año natural) mediante un listado cualificado en que los bienes se presentan agrupados en elementos patrimoniales: este listado se denomina «balance», balance de inventario o balance de situación (porque los bienes y derechos, frente a las obligaciones, deben aparecer «balanceados», es decir, igualados).

	
2º  Anotar por orden cronológico los hechos económicos que suponen cambios en los elementos patrimoniales que forman el balance. Para ello, se sirven de «cuentas de balance» (las que expresan cómo se mantiene el equilibrio entre bienes y derechos por una parte, y obligaciones y deudas por otra, pero siempre cuantitativamente iguales); algunas de ellas, se interrelacionan con las «cuentas de resultado» (las que expresan qué resultados ofrecen los administradores del patrimonio a sus propietarios, coincidan administradores y propietarios o no).

	
3º  Calcular el resultado económico obtenido en el período económico dado, mediante la regularización de las cuentas de resultado (que no es otra cosa que sumar, en sentido amplio, los ingresos, y restar, en sentido amplio, los gastos); las matizaciones a esta afirmación exceden del ámbito de esta introducción.

	
4º  Formar un segundo inventario cualificado, balance de inventario (al que llamaremos Balance) al final del mismo período económico.



En este método de partida doble las anotaciones cronológicas de los movimientos de elementos patrimoniales sirven:


	
–  para justificar las diferencias entre ambos inventarios,

	
–  para supervisar las relaciones entre la entidad y los terceros,

	
–  para supervisar las relaciones entre los elementos patrimoniales de la entidad,

	
–  para calcular el resultado del ejercicio.



Ambos sistemas coexisten hoy en día porque ambos tienen ventajas: el método de partida simple es más sencillo de ejecutar para quien rellena el libro registro con el lenguaje contable, mientras que el método de partida doble es más sencillo de supervisar para quien utiliza los datos que ofrece la contabilidad para obtener información relevante para la toma de decisiones. Por ejemplo, la partida simple no permite obtener inmediatamente el resultado de las operaciones, sino después de sumar y restar cada movimiento, mientras que la obtención del resultado con el método de partida doble, al ofrecerse la información agrupada en grandes categorías, se ofrece más sencilla. Por ello, el método de partida doble fue progresivamente imponiéndose como obligatorio respecto de entidades de particular importancia social: empresas con cierto volumen de capital, y con el tiempo, entes de Derecho público con cierto volumen de presupuesto.

La partida doble obliga:

a) A registrar todos los hechos económicos.

La pequeña importancia cuantitativa o cualitativa de un hecho no justifica su no consideración en contabilidad (acaso, pueda afectar a la forma en que se haga constar: agrupado o desglosado)

b) A registrar sólo los hechos económicos.

Los hechos económicos se registran por su naturaleza económica, no jurídica, ni por su conformidad con el ordenamiento jurídico (acaso, pueda afectar a la forma en que se presenta la información complementaria a través de la memoria)

c) A reflejar, respecto de cada hecho económico, la equivalencia entre lo que tiene y lo que debe.

Todo apunte en contabilidad asume que hay una igualdad sin excepción entre lo que la entidad tiene (activo) y lo que debe (pasivo, en sentido amplio o vulgar), sea a sus propietarios (patrimonio neto) o a terceros (pasivo, en sentido estricto, o simplemente «pasivo»); por ello, siempre se anotan dos magnitudes económicas en posiciones opuestas, reflejando esa natural equivalencia.

d) A reflejar, respecto de cada hecho económico, la causa del movimiento de elementos patrimoniales.

Todo apunte en contabilidad de partida doble asume que todo hecho económico es el efecto de una causa económica; por ello, siempre se anotan dos hechos económicos en posiciones opuestas, reflejando esa natural causalidad.

2.  Clases de contabilidad

La mayoría de las clasificaciones de la contabilidad parten de la división inicial entre:


	
–  Macrocontabilidad, referente a las unidades superiores (estados, uniones de estados, etc.) y que analiza el sistema económico en su conjunto, con abstracción de los entes individuales que las componen.

	
–  Microcontabilidad, referente a las unidades elementales o individuales; de ellos destacan, por su importancia cuantitativa, las sociedades mercantiles, cuyas herramientas contables, de contabilidad de los entes privados, son progresivamente tomadas como modelo de la contabilidad pública o contabilidad de los entes públicos.



Si tomamos como referencia, pues, la contabilidad de empresa, podemos dividir ésta en ramas, de acuerdo con el esquema siguiente; dichas ramas se conectan entre sí, suministrándose información mutuamente:

[image: ]

De las diferentes clases de contabilidad, interesa aquí destacar la diferenciación entre contabilidad financiera y contabilidad de costes:


	
a)  La contabilidad de costes analiza las operaciones en las que la entidad se relaciona consigo misma a través de la elaboración y suministro de mercancías o servicios entre diferentes áreas dentro de la misma entidad, modificando la composición de su masa patrimonial sin relacionarse con otras masas patrimoniales.

	
b)  La contabilidad financiera analiza las operaciones en las que la entidad se relaciona con otras entidades a través del intercambio de bienes y derechos, modificando la composición de su masa patrimonial a través de dichas relaciones con otras masas patrimoniales.



3.  Masa patrimonial

3.1.  Concepto de masa patrimonial

La masa patrimonial de una entidad contable es el conjunto de los derechos y obligaciones de contenido económico de dicha entidad:

a) Derechos.

Deben entenderse en el sentido más amplio del término, comprensivos tanto de derechos de crédito frente a terceros como derechos reales frente a bienes de cualquier clase; ya sean tangibles o intangibles. Cuando los derechos reúnen además ciertas características que los cualifican (control de la gestión y recuperación del valor a través de la gestión), merecerán el calificativo de «activo».

b) Obligaciones.

Deben entenderse en el sentido más amplio del término, tanto aquellas auténticas «obligaciones» respecto de las que un tercero dispone de acción para su ejercicio frente a autoridades y tribunales, como incluso los meros temores y expectativas de obligación, que no merecen la calificación de «obligación» en el sentido jurídico-civil del término. Cuando las obligaciones reúnen además ciertas características que los cualifican (certeza de su existencia, resultante de hechos pasados, que supondrán desprenderse de activos), merecerán el calificativo de «pasivo». Tales obligaciones, en sentido amplio, se clasifican en pasivo y patrimonio según que la obligación de la entidad se refiera a otro sujeto de derecho ajeno o la entidad o se refieran al propietario de esta, respectivamente.

En el caso de la contabilidad pública, el concepto de «propietario» no tiene la importancia que tiene en el sector privado; sin embargo, ya que se han incluido muchos de los métodos propios de la contabilidad privada en el ámbito público —así, tenemos el caso de la imputación de subvenciones a resultados—, sí es conveniente tener claro el origen de esta distinción terminológica: la que se refiere a las obligaciones frente a terceros (responder de las deudas) y la que se refiere a las obligaciones frente a los propietarios (reparto de dividendos), que integran el pasivo y el patrimonio neto, respectivamente.

Por otra parte, en un sentido retórico —y sobre eso volveremos en el Marco conceptual de la Contabilidad pública—, bien puede hablarse de «propietarios» en el sentido histórico-político del término, para referirnos a la comunidad política detrás de las instituciones de autogobierno locales.

Asumimos, como principio metodológico de la contabilidad, que una masa patrimonial siempre estará integrada por una suma de derechos y por una suma de obligaciones, iguales entre ambas sumas; es decir, que siempre hay igualdad de derechos y obligaciones.

Este principio metodológico se basa, económicamente, en el principio de que nada se tiene por «gracia divina», sin una razón, todos los elementos del activo se poseen porque alguien los ha aportado. Si los aporta el dueño, serán iguales al patrimonio neto, si los aportan terceros ajenos a la entidad, serán iguales al pasivo. La suma de patrimonio neto y pasivo será siempre así igual al activo.

Este principio metodológico supone, matemáticamente, lo que se conoce en esta disciplina como la ecuación fundamental del patrimonio:

ACTIVO = PASIVO + PATRIMONIO NETO

El primer elemento, el activo, refleja la estructura económica de la entidad, y el segundo elemento, la suma de pasivo y patrimonio neto, refleja la estructura financiera:


	
a)  estructura económica = recursos económicos o inversiones realizadas (activo), y

	
b)  estructura financiera = recursos financieros o fuentes de financiación (patrimonio neto y pasivo), que se materializan en los elementos que constituyen el activo.



En esta exposición, al referirnos a los «recursos» —sin más detalle— estaremos refiriéndonos a los elementos que integran el activo; también nos referiremos como «obligaciones» a los elementos que integran el pasivo y el patrimonio neto. Algunos autores hablan, con notable precisión, de recursos positivos y negativos, para referirse a activos y pasivos y patrimonio neto; no obstante, no es una postura que siga la doctrina mayoritaria, y para no dar lugar a confusiones en un manual de contabilidad con vocación práctica, dejaremos a un lado esas discusiones.


DE UN VISTAZO La contabilidad analiza las modificaciones en el patrimonio de una entidad.

El patrimonio de una entidad se compone de recursos (que, cuando se cualifican, merecen la consideración de activos) y obligaciones (que, cuando se cualifican, merecen la consideración de patrimonio neto o pasivo).

Recursos y obligaciones son siempre cuantitativamente iguales.

El activo se integra por el conjunto de los bienes y derechos de la masa patrimonial.

Todo el activo de la masa patrimonial (la estructura económica, integrada por recursos de la entidad) se debe a alguien (la estructura financiera, integrada por las fuentes de financiación de los recursos)

A quién se deben los activos de la masa patrimonial, se corresponde con el conjunto de obligaciones de la entidad.

Cuando las obligaciones de entrega de activo se refieren a los propietarios de la entidad, hablamos de patrimonio neto.

Cuando las obligaciones de entrega de activo se refieren a terceros acreedores, hablamos de pasivo.



3.2.  Presentación de la masa patrimonial

Hemos visto que la masa patrimonial es el conjunto de recursos y obligaciones de la entidad, de contenido económico (es decir, susceptibles de valoración monetaria y tráfico jurídico).

También hemos visto que la contabilidad se puede entender como un registro de los hechos económicos que modifican la masa patrimonial.

Se obtiene así una visión de la contabilidad como doble registro estático (composición del patrimonio de la entidad en un momento determinado) y dinámico (modificaciones en el patrimonio de la entidad en un período determinado), a través del balance (registro estático) y de los asientos contables (registro dinámico), respectivamente.

La composición, en un momento dado, del patrimonio de la entidad se expresa a través del balance.

El «balance» es un documento en el que se reflejan, balanceadas —es decir, equilibradas, iguales— las estructuras económica y financiera de la masa patrimonial de la entidad (a las que ya nos hemos referido). Estas grandes estructuras se desagregan en más pequeños elementos patrimoniales de similares características entre ellos, de manera que un usuario pueda, mediante su examen, hacerse una idea del saneamiento de la entidad, de su capacidad para hacer frente al cumplimiento de sus obligaciones, etc.

Grosso modo, en la contabilidad española, se presentan los elementos patrimoniales:


	
a)  a la izquierda, situando los activos a la derecha, y los pasivos y el patrimonio neto a la izquierda, y

	
b)  de arriba abajo, situando arriba los menos fácilmente convertibles en dinero líquido, o más difíciles de enajenar, o aquellos que tengan un mayor plazo de realización.



Por ejemplo, un balance incompleto, pero visualmente descriptivo, podría indicar:







	Estructura económica
	Estructura financiera




	Propiedad intelectual
	Resultados



	Inversiones en bienes arrendados
	Ajustes en el patrimonio neto



	Inmuebles no destinados a la venta
	Provisiones a largo plazo



	Inmuebles destinados a la venta
	Deudas a largo plazo



	Inversiones financieras a largo plazo
	Provisiones a corto plazo



	Derechos de crédito (a cobrar)
	Deudas a corto plazo



	Inversiones financieras a corto plazo
	Acreedores



	Efectivo
	Periodificaciones





Esta visión tradicional de la forma de presentación de los elementos patrimoniales de la entidad, de menor a mayor facilidad de conversión de los recursos (activos) y de sus fuentes de financiación (patrimonio neto y pasivo) en dinero, quiebra por dos elementos:

a) Por los cambios producidos en los planes de contabilidad recientes, públicos y privados, nacionales y extranjeros, en que la disposición sólo respeta, en líneas muy generales, esta visión, primando la presentación según el orden de cuentas.

Por ejemplo, la doctrina (1)  entiende que la presentación tanto del activo como del pasivo del balance debe hacerse distinguiendo entre corriente y no corriente, excepto cuando la presentación basada en el grado de liquidez proporcione una información relevante que sea más fiable. Las Instrucciones, siguiendo este criterio, clasifican los activos y pasivos en corrientes y no corrientes —debiendo ser reclasificados a corto plazo (corriente) cuando la fecha esperada de enajenación del activo financiero no sea superior a un año o cuando la cancelación del pasivo financiero vaya a producirse en un plazo no superior a un año, según el criterio general establecido— si bien dentro del activo corriente mantiene la clasificación de menor a mayor liquidez.

b) Por la propia idiosincrasia de la entidad, cuyo patrimonio y facilidad de realización puede modificarse con el tiempo.

Por ejemplo, un organismo autónomo que haya fabricado postres tradicionales podrá tener un inventario de existencias en un momento determinado que, por la regla tradicional descrita, en tanto están destinados a la venta, son más fácilmente realizables que un ordenador, que, por no estar destinado a la venta, forma parte del activo no corriente —o no circulante o fijo… hay varias denominaciones alternativas— de la entidad; pero, si los postres no se venden y la entidad entra en quiebra, será más fácilmente realizable —transformado en liquidez, en cash, dinero en efectivo— el ordenador que los postres.

3.3.  Modificaciones de la masa patrimonial

En cuanto a las modificaciones de las masas patrimoniales, se reflejan a través de libros —libros contables o libros de cuentas— en los que se reflejan los hechos —hechos económicos, no hechos jurídicos— que tienen efectos en el patrimonio de la entidad.

Cada uno de esos «hechos económicos», o actos con efectos patrimoniales (ventas, compras, permutas, liquidaciones, demandas, regalos, donaciones, …), se refleja a través de «asientos contables». Estos asientos son una forma de presentar visualmente la correlación entre dos cuentas: la que describe un elemento del activo, y la que describe un elemento de pasivo o de patrimonio neto, siempre iguales; siempre una a la izquierda y otra a la derecha (o siempre una con su anotación en el debe y otra con su anotación en el haber).

Cada asiento contable expresa, así, una modificación en las masas patrimoniales. Como el balance se forma de dos grandes masas, cuantitativamente iguales, todo asiento contable garantizará la conservación de esa igualdad fundamental.


DE UN VISTAZO La contabilidad es un registro de la composición del patrimonio de la entidad y de los hechos económicos (no jurídicos) que modifican este patrimonio.

El balance expresa de forma visual la composición de derechos y obligaciones, recursos y fuentes de financiación, que forman el patrimonio de la entidad, en un momento dado.

Gracias al balance se visualiza qué es recurso y qué es fuente de financiación del recurso, y qué recursos y fuentes son más líquidos —realizables en dinero—que otros.

Los asientos contables expresan los cambios que se producen en el patrimonio de la entidad en un período determinado.

Además, cada modificación en el patrimonio de la entidad afecta de forma cuantitativamente igual a sus derechos y a sus obligaciones.



4.  Método contable

Veíamos que el método contable de la contabilidad —como ciencia contable— consiste en el


	
1)  registro,

	
2)  proceso y

	
3)  presentación



de información económico-financiera adecuada al usuario.

Desarrollemos esta descripción:

a) Registro de información.

Es la captación de datos a través de toda la documentación, interna y externa, de la entidad, representativa o justificativa de las transacciones realizadas por la entidad en el desarrollo de su actividad. Dichos documentos justificativos se producirán mediante cualquiera de los instrumentos habituales (papel, magnético, digital, telemático, etc.).

b) Proceso de información.

Es el tratamiento de la información captada mediante el procedimiento de la partida doble, que supone que cualquier transacción o situación económica es tratada por la contabilidad desde una doble corriente o perspectiva causa-efecto o, si utilizamos una terminología más económica, origen-aplicación de recursos.

La condición de equilibrio que debe presidir cualquier transacción económica supone que los elementos intercambiados en dicha transacción posean cualidades económicamente equivalentes, equivalencia que se mide gracias a la moneda.

c) Presentación de información.

Es la exposición de la información económico-financiera instrumentada en dos elementos formales, que son:


	
–  El libro diario de operaciones, que es en un registro cronológico en el que diariamente se asientan o registran todas y cada una de las transacciones realizadas.

	
–  El libro mayor de cuentas, que es un registro sintético en el que periódicamente se agrupan todas y cada una de las operaciones registradas en el diario de operaciones, para cada uno de los elementos (bienes, derechos y obligaciones) de los que es titular la entidad, simbolizados o representados formalmente por las cuentas.



Dichos registros, en aplicación del criterio de la partida doble, se encuentran divididos verticalmente en dos partes denominadas por la tradición contable «debe» a la parte izquierda y «haber» a la derecha. En el haber se anotarán los orígenes de una transacción (estructura financiera) y en el debe las aplicaciones (estructura económica).

Adicionalmente al registro y exposición de hechos valorados —exposición común en las contabilidades pública y privada— encontramos en el ámbito del sector público el deber adicional de presentar documentos de presentación y análisis de la información, relativos a la situación económico-financiera en período determinado, y, cuando se trate de entes del sector público sujetos además a presupuesto limitativo, exponer el grado de ejecución del presupuesto. Estos documentos adicionales integrarán la Cuenta general.

5.  Cuenta contable

5.1.  Concepto de cuenta

Entramos en el examen del elemento cualitativo de la información (el registro del hecho) dejando para más adelante el examen del elemento cuantitativo (la valoración del hecho).

El objeto de la contabilidad «financiera» (en oposición a analítica) es el registro, proceso y presentación de los flujos económicos que se producen como consecuencia de las transacciones económicas entre la entidad y terceros, con la finalidad de elaborar información apta para la toma de decisiones. El sistema representación contable utilizado para el registro de esta información es la cuenta.

Se puede describir una «cuenta» como una unidad registral que refleja cronológicamente y valora monetariamente, respecto del elemento patrimonial que representa: su situación inicial, los flujos económicos y su situación final.

Cada cuenta —que se identifica con una descripción homogénea, y, en nuestro sistema contable, con una codificación numérica— sirve para expresar las modificaciones habidas en cada elemento de la masa patrimonial. Como no es operativo abrir una cuenta para cada uno de los elementos patrimoniales, se presentan agrupados en grandes categorías. Por ejemplo, nunca hay una cuenta para cada uno de los bolígrafos propiedad de una entidad, y sí en cambio se abre una cuenta en conjunto para «material de oficina».

El límite a la agrupación de elementos depende de la normativa contable y de las necesidades de la entidad, teniendo como principio rector que no se produzcan pérdidas significativas de información. En el ejemplo anterior, así como no es operativo abrir una cuenta para cada bolígrafo, sin embargo, la normativa nos obliga a disponer de una cuenta para material de oficina (eso es un límite legal), pero además la entidad puede considerar adecuado crear cuentas que se refieran a material de escritura, o a material de escritura a mano, o a material de escritura de composición vegetal y no vegetal, etc.

Los derechos, cuando nacen, se reflejarían en el «debe» (o a la izquierda del asiento, modificando el saldo de una cuenta o de varias cuentas), y las obligaciones, también cuando nacen, se reflejarían en el «haber» (o a la derecha del asiento, modificando por importe igual otra u otras cuentas).

5.2.  Debe y haber

La cuenta se simboliza, esquemáticamente, mediante una «T», atendiendo, precisamente a las dos partes en que se encuentra dividida de acuerdo con el procedimiento de la partida doble. A la parte izquierda se le denomina DEBE y a la derecha HABER

Hay varias teorías al respecto de esta denominación:

a) Teoría 1.

Las dos partes opuestas de una cuenta se llaman «debe» y «haber» porque el libro dice lo que «debe haber». Piense que cada libro de cuentas quiere ser una versión menor del balance, un espejo de este. Por ello, si en el balance se presenta «lo que se tiene» —lo que se tiene, los recursos, a la izquierda y lo que se debe, su financiación, a la derecha— en un libro que diga lo que «debe haber» se reflejará cada cuenta expresando los derechos que nacen a la izquierda del libro, y las obligaciones que nacen para financiar esos derechos a la derecha del libro. Antes hemos visto cómo estos derechos y obligaciones se corresponden con los recursos y sus fuentes de financiación. Si en la parte superior de cada página se escribe «debe haber», para decir, literalmente, lo que debe haber en cada cuenta, queda una imagen visual de columnas de datos que dicen «debe» y «haber». Con el tiempo, lo que era una expresión coloquial de los contables, quedó en nombre formal de la parte que en cada cuenta representa el recurso y su financiación.

b) Teoría 2.

«Debe» y «Haber» son corrupciones lingüísticas de nombres italianos, de sendos matemáticos que estudiaron estos movimientos patrimoniales antes de que Luca di Paccioli asentara las bases de la contabilidad moderna.

c) Teoría 3.

Serendipia. Nombres aleatorios, que en nada expresan la realidad subyacente.

Cualquiera que sea el origen real, ha quedado asentado que, respecto de las cuentas de activo (por ejemplo, una cuenta que representa un inmueble), en el debe se anota qué se tiene y en el haber cómo se financia. Por ejemplo, se anota una salida de fondos por su compra: tengo un bolígrafo (lo anoto a la izquierda, en el debe) porque he pagado por él algo de dinero (anotado a la derecha, en el haber). Mientras, respecto de las cuentas de pasivo (por ejemplo, una cuenta representativa de préstamos recibidos) se indica en el haber a quién se debe (por ejemplo, a qué banco debemos dinero) y en el haber, el porqué de que la entidad asuma la obligación (en el ejemplo, un aumento de fondos en la tesorería ingresado por el banco).

Sobre este modelo básico, surgen combinaciones a través de la descripción de los motivos de cargo y abono de cuentas que hacen los correspondientes planes de contabilidad aplicables (en países, como los continentales europeos, que disponen de ellos), o según su tradición contable (en países, como muchos de la órbita anglosajona, que carecen de ellos).

Cada cuenta identifica elementos patrimoniales homogéneos; por ejemplo, no una cuenta por cada bolígrafo, pero sí una cuenta para material de oficina, o varias subcuentas de material de oficina, para subcategorías de material (ordenadores, consumibles informáticos, consumibles no informáticos …) Cuando la cuenta que identifica un elemento de la masa patrimonial tenga la misión de expresar los recursos de la entidad, en su funcionamiento ordinario tendrá más anotaciones en el debe que en el haber; pero cuando tenga como misión expresar las obligaciones de la entidad, tendrá más anotaciones en el debe que en el haber. O, de un modo más preciso, su forma habitual de nacer será mediante una anotación en el debe o una anotación en el haber, respectivamente.

5.3.  Funcionamiento

La explicación del funcionamiento de las cuentas parte de la ecuación fundamental del patrimonio, en la que el activo es igual al pasivo y patrimonio neto, porque todo lo que tiene la entidad es financiado mediante obligaciones a favor de terceros (pasivo) o propietarios (patrimonio neto):

A = P + N

Ampliando dicha ecuación de forma que incluya las variaciones del neto procedentes de la propia actividad de la entidad, es decir, introduciendo los gastos (G) y los ingresos (I) tendremos:

A + G = P + N + I

O lo que es lo mismo:

A = P + N + I – G

Representando los términos I – G las variaciones de la riqueza procedentes de la actividad de la entidad.


AL DETALLE Si I es mayor que G, existirá beneficio y, por ende, una variación positiva de la riqueza que supondrá una mayor cantidad de elementos de activo financiada (o un menor importe de los pasivos). En caso contrario, existirá una pérdida y, consecuentemente, una disminución de los activos financiados (o un aumento del endeudamiento para cubrir dicho déficit).



Pues bien, en base a todo lo anterior, dicho funcionamiento será el del cuadro siguiente:








	Tipo de cuenta
	Anotaciones en su debe
	Anotaciones en su haber




	De Activo
	
Saldo inicial

Aumentos


	Disminuciones



	Pasivo
	Disminuciones
	
Saldo inicial

Aumentos





	Neto (Aportaciones)
	Disminuciones
	
Saldo inicial

Aumentos





	Neto (Resultados)
	
Gastos

Pérdidas


	
Ingresos

Beneficios







Así, por ejemplo, un gasto pagado al contado por 1.000 euros supondrá (en contabilidad financiera):









	Importe
	Cuenta debe
	Cuenta haber
	Importe



	1.000
	Gastos
	Tesorería
	1.000




Y un pago de un deudor al que previamente le habíamos prestado un servicio, ya contabilizado, por valor total de 10.000 euros:









	Importe
	Cuenta debe
	Cuenta haber
	Importe



	10.000
	
Tesorería

(aumento)


	
Deudores

(disminución)


	10.000




Estos ejemplos, tomados de la contabilidad privada, son válidos en el ámbito de la contabilidad no presupuestaria local, pero se complican cuando relacionamos estos movimientos patrimoniales con la contabilización de la ejecución del presupuesto; así lo veremos en el estudio del Marco Conceptual en el Capítulo IV.

5.4.  Asiento contable

En un sentido amplio, cualquier anotación en un registro, incluso no contable, se conoce con el nombre de «asiento» (asientos registrales en los Registros Públicos, etc.). Por tanto, contablemente, cualquier anotación en un registro contable es un asiento. No obstante, en un sentido estricto, el asiento es la anotación o registro contable de una transacción concreta o hecho contable en el libro diario.

Los asientos deben contener los siguientes datos, para una adecuada identificación de estos:


	
–  Fecha, al menos encabezando cada página del diario.

	
–  Cuenta o cuentas de cargo y cuenta o cuentas de abono, que intervengan o se vean afectadas por la transacción que se pretenda reflejar. En los actuales sistemas informáticos, las cuentas se suelen expresar mediante su denominación y códigos, generalmente numéricos en clasificación decimal para facilitar su encuadramiento a las masas patrimoniales pertinentes.

	
–  Importes monetarios asociados a partida que intervenga, que serán cargados o abonados en las correspondientes cuentas, de acuerdo con los criterios de cargo y abono ya vistos.

	
–  Descripción sintética de la operación realizada.

	
–  En algunos casos, referencias a otros registros contables para un correcto seguimiento de la operación contabilizada.



La estructura de un asiento puede ser, aproximadamente, la siguiente (modelo americano):









	Fecha


	Debe
	Cuentas de cargo
	Cuentas de abono
	Haber




	1000
	Bancos
	Deudores
	1000




Pero también puede ser la siguiente (modelo europeo):









	Fecha


	Número de cuenta
	Descripción de la cuenta
	Debe
	Haber





	57
	Bancos
	1000
	 



	400
	Deudores
	 
	1000





En una explicación «de pizarra», y así lo verá el lector cuando consulte fuentes adicionales de información, se le presentará la cuenta frecuentemente con un aspecto similar a este:











	 
	 
	Fecha
	 
	 



	1.000,00 €
	(57) Bancos
	 
	 
	 



	 
	 
	a
	(400) Deudores
	1.000,00 €



	 
	 
	 
	 
	 





Advertimos que todos estos modelos son igualmente válidos. Todos ellos dicen que se han cobrado 1.000,00 € de un deudor al que se había aplazado el cumplimiento de una obligación. No hay norma descriptiva alguna sobre el aspecto formal que debe revestir una cuenta.

Podemos clasificar los asientos desde diversas perspectivas. Si atendemos a la clase de operación a la que corresponda el asiento, tendremos:


	
–  Asiento de apertura. Refleja, al comienzo de cada ejercicio, la situación económica y financiera de la entidad en dicho momento, siendo el inverso del asiento de cierre del ejercicio anterior y no corresponden a una transacción concreta sino a las operaciones formales de carácter técnico internas del sistema contable para su adecuado tratamiento informativo en cada ejercicio.

	
–  Asientos de transacciones. Recogen, cronológicamente, a medida en que se suceden, todas las operaciones o transacciones con trascendencia contable que tienen lugar en la empresa a lo largo del ejercicio.

	
–  Asientos de regularización. Son, igual que los de cierre y apertura, anotaciones formales de carácter técnico que, en este caso, persiguen saldar y cerrar las cuentas de gastos e ingresos, trasladando los saldos de estas a una genérica de resultados o de pérdidas y ganancias en la que recoge la cifra total del beneficio o de pérdida del ejercicio.

	
–  Asiento de cierre. Vuelve a ser formal de carácter técnico, cuyo único objetivo es cerrar, al finalizar cada ejercicio todas las cuentas que mantengan saldo y que serán las de balance, situación o posición, anotando el importe de sus respectivos saldos en el momento del cierre del ejercicio en la parte contraria a la que represente el signo de su saldo (los saldos deudores se abonan y los acreedores se cargan).



Si atendemos a su estructura o composición tendremos:


	
–  Asientos simples: Una sola cuenta deudora y otra acreedora.

	
–  Compuestos: Una o más cuentas deudoras y/o una o más cuentas acreedoras, pero todas ellas relativas a una misma transacción o hecho contable.

	
–  Complejos: Reúnen distintos hechos económicos, en forma de resumen de períodos de tiempo, de otros registros.



5.5.  Saldo contable

El saldo contable es el saldo de una cuenta contable. El saldo de una cuenta es la diferencia entre todos los valores registrados en el debe y todos los valores registrados en el haber de dicha cuenta.

SUMA DEL DEBE (–) SUMA DEL HABER = SALDO DE CUENTAS DE ACTIVO

SUMA DEL HABER (–) SUMA DEL DEBE = SALDO DE CUENTAS DE PASIVO

Las cuentas que expresan recursos (cuentas de activo) se dice que tienen saldo deudor porque se «deben» a una financiación obtenida (frente a patrimonio neto o frente a terceros). Inversamente, las cuentas que expresan fuentes de financiación (cuentas de pasivo) se dice que tienen saldo acreedor, porque «acreditan» la disponibilidad de un recurso.








	Las cuentas de ACTIVO
	Las cuentas de PASIVO



	Tienen saldo DEUDOR
	Tienen saldo ACREEDOR



	Nacen por el DEBE
	Nacen por el HABER





Pero como se puede dar la circunstancia de que se acumulen anotaciones en el debe y en el haber de cuentas acreedoras y deudoras —y si bien la naturaleza deudora o acreedora de una cuenta tiene interés para suministrarnos información sobre la forma correcta de actuar con ella— lo que interesa destacar aquí es que, por esas razones históricas, en un sentido más amplio se habla de:


	
a)  «Saldo deudor», para referirnos a la situación en que una cuenta (de activo o pasivo, da igual) tiene más anotaciones en el debe que el haber.

	
b)  «Saldo acreedor, para referirnos a la situación en que una cuenta (de pasivo o de activo, da igual) tiene más anotaciones en el haber que en el debe.




ATENCIÓN!!! a) El saldo como herramienta de control.

Que una cuenta pueda tener más anotaciones en el debe o en el haber, no significa que esté bien, que sea contablemente indiferente. Al contrario: cada una de las cuentas del Plan tiene asignado un saldo acreedor o deudor en función de su naturaleza (que resulta de su posición en el Balance y de la descripción de los motivos de cargo y abono.) Si los saldos que figuran en una cuenta no se corresponden con los correspondientes a su naturaleza —por ejemplo, si la cuenta 453 «Entes Públicos por derechos pendientes de liquidar», registra un saldo deudor (contrario a la naturaleza de la cuenta)— nos advertirá de un error sistemático en la contabilización de los hechos económico —en el ejemplo, nos advertiría de que los ingresos de recaudación correspondientes a recursos por cuenta de otros entes públicos se contabilizan de forma errónea—.

b) El saldo como herramienta de elección.

Para el caso de realizar operaciones extrapresupuestarias, en las que se cobra para luego pagar o viceversa, hay que tener en cuenta que las cuentas acreedoras no permiten realizar primero un pago y luego un ingreso; eso solo es possible cuando la cuenta es deudora. Por ejemplo, si se va a adelantar un pago que luego se recibirá (lo que legalmente debe hacerse presupuestariamente, pero ese es otro problema, no contable), debe acudirse a la cuenta 449 «Otros deudores no presupuestarios».



Siguiendo la aplicación del referido procedimiento, cualquier transacción afectará a una cuenta (o más) en el debe y a una cuenta (o más) en el haber.

Por lo que se refiere a la terminología, tendremos:


	
a)  Cargar, debitar o adeudar, que supone realizar una anotación o registro contable en el debe de una cuenta.

	
b)  Abonar, o acreditar, que supone realizar una anotación o registro contable en el haber de una cuenta.







	 (1) 

	Norma Internacional de Contabilidad adaptada al Sector Público N.o 1, párrafo 70.


	 Ver Texto 








2 Régimen jurídico


 1.  Las Instrucciones de Contabilidad

El artículo 114 LRBRL (LA LEY 847/1985) establece que las Entidades locales quedan sometidas al régimen de contabilidad pública, y al plan de cuentas de las entidades locales que apruebe la Administración del Estado.

Aunque preveía que el plan de cuentas de la administración local sería el establecido por la Administración del Estado, fue la ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las haciendas locales, la que concretó dicho mandato a través de la habilitación al Ministerio de Economía y Hacienda —en el artículo 184— a dictar normas contables generales y a aprobar el plan general de cuentas para entidades locales.

Se trató de homogeneizar y normalizar las estructuras contables de todos los entes públicos, y que éstas hablasen un lenguaje común, facilitando así la tarea de los órganos de control externo.

En la medida en que coexisten entidades locales de muy diferente tamaño, y, por ello, también diferentes necesidades, hay tres grandes niveles de modelo contable, de mayor a menor nivel de exigencia, atendiendo al mayor o menor tamaño de la entidad. Así, se aprobaron los modelos Normal, Simplificado y Básico.

En la actualidad, la normativa local propia contable se encuentra en:


	
–  IMNCL.

	
–  Instrucción del modelo Simplificado de contabilidad local, aprobada por Orden HAP/1782/2013, de 20 de septiembre, modificada por Orden HAC/1364/2018, de 12 de diciembre.

	
–  Instrucción del modelo Básico de contabilidad local. Orden EHA/4040/2004, de 23 de noviembre, modificada por Orden HAP/1782/2013, de 20 de septiembre.



Hay que advertir que estas normas se aplican a todas las entidades locales de territorios de derecho común, que no formen parte de territorios forales (Diputaciones Forales de Bizkaia, Gipuzkoa y Araba y Comunidad Foral de Navarra). Hay que destacar que en España hay cuatro territorios cuyas foralidades históricas los llevan a mantener un régimen contable local propio:


	
–  Decreto Foral de la Diputación Foral de Bizkaia 139/2015, de 28 de julio, por el que se aprueba el marco regulatorio contable de las entidades locales de Bizkaia.

	
–  Decreto Foral 86/2015, de 15 de diciembre, por el que se aprueba el marco regulatorio contable de las entidades locales de Gipuzkoa.

	
–  Decreto Foral 56/2015, del Consejo de Diputados de 3 de noviembre, que aprueba el marco regulatorio contable de las entidades locales del Territorio Histórico de Álava.

	
–  Decreto Foral 272/1998, de 21 de septiembre, por el que se aprueba la Instrucción General de Contabilidad para la Administración Local de Navarra.

	
–  Decreto Foral 273/1998, de 21 de septiembre, por el que se aprueba la Instrucción de Contabilidad Simplificada para la Administración Local de Navarra.



Los modelos vizcaíno, guipuzcoano y alavés son asimilables a los modelos Normal y Simplificado de los territorios de Derecho común. En el caso del modelo navarro, luego de la aprobación y reforma de las Instrucciones de Derecho común —en vigor desde el 1 de enero de 2015— se ha alejado considerablemente de la contabilidad común. No obstante, las disposiciones contenidas en estas normas, en cuanto obedecen todavía en todo o en parte a principios inspiradores comunes, son consideradas en esta obra. En particular, la labor de asistencia a las entidades locales de sus respectivas Diputaciones se ha tomado como punto de referencia igual que las Consultas de la Intervención General del Estado.

2.  TRLRHL

Según el artículo 200.1 TRLRHL, las entidades locales y sus organismos autónomos quedan sometidos al régimen de contabilidad pública en los términos establecidos en dicha ley.

Las Instrucciones de Contabilidad son, en rigor, un puro desarrollo de ese mandato.

Por ello, la contabilización de las operaciones atenderá a las modificaciones que en el TRLRHL puedan producirse, así como a la evolución de la jurisprudencia que lo desarrolla. En particular, la doctrina de los Tribunales Superiores de Justicia autonómicos abunda en pronunciamientos sobre la Cuenta general y el régimen presupuestario de las entidades locales, de interesante consulta.

3.  Documentos contables públicos

En tanto que redactados con una intención docente, no son régimen jurídico aplicable. Pero sí contienen los principios que inspiran a las autoridades la interpretación de las normas contables.

En 1990 la Intervención General de la Administración del Estado se propuso la elaboración de una norma reglamentaria general para la contabilidad pública.

Se inició con la edición de un documento llamado «Principios Contables Públicos» en el que se estableció el marco conceptual de normas y prácticas contables al amparo de las tendencias de normalización contable internacional.

Advirtiendo que como tal reglamento sólo sería aplicable al sector público estatal, finalmente se decidió editarlo solo a modo de instrucción general y no como norma reglamentaria; de esa manera, se permitía su aplicación por la totalidad de los entes del sector público sujetos a régimen presupuestario limitativo.

En la medida en que era un marco conceptual, resultaba demasiado abstracto para su aplicación práctica, así que fue desarrollado a través de nuevos documentos. Este documento inicial pasó a denominarse «Documento Número 1», al que le seguirían otros siete, en numeración correlativa, con el siguiente resultado:


	
–  Documento N.o. 1: «Principios contables públicos»

	
–  Documento N.o 2: «Derechos a cobrar e ingresos»

	
–  Documento N.o 3: «Obligaciones y gastos»

	
–  Documento N.o 4: «Transferencias y subvenciones»

	
–  Documento N.o 5: «Endeudamiento público»

	
–  Documento N.o 6: «Inmovilizado no financiero»

	
–  Documento N.o 7: «Información económico–financiera pública»

	
–  Documento N.o 8: «Gastos con financiación afectada»



4.  La Intervención General de la Administración del Estado

4.1.  Consultas vinculantes

La Intervención General de la Administración del Estado (IGAE) es el órgano de control interno del sector público estatal y el centro directivo y gestor de la contabilidad pública (1) .

Este papel de intérprete cualificado de la norma contable se potencia por la IMNCL, en cuanto previene que la Intervención General de la Administración del Estado, entre otras funciones, emite pronunciamientos y dicta recomendaciones en orden a facilitar la aplicación de las normas reguladoras de la contabilidad pública local y resuelve las consultas que le formulen en relación con las mismas.

Por su naturaleza, las respuestas a las consultas sólo son vinculantes para las entidades que las formulan. Sin embargo, son tomadas como si fueran disposiciones de general aplicación por la doctrina jurisprudencial y por la doctrina contable, a modo de actos plúrimos.

Por su interés, destacamos el siguiente contenido no vinculante, en tanto no reviste la forma de Consulta de una entidad, sino el carácter de Nota, con la voluntad de servir de guía:


	
–  Nota Informativa N.o 1/2020. Reconocimiento de Transferencias y Subvenciones en contabilidad nacional y contabilidad pública local.

	
–  Nota Informativa N.o 1/2019. La nueva cuenta 413, «Acreedores por operaciones devengadas», en los Planes de Cuentas Locales.

	
–  Nota Informativa N.o 2/2016. Tratamiento contable a aplicar a los «Acuerdos de concesión» de servicio público que realicen las entidades sometidas al PGCPAL o al Plan de Cuentas Local Simplificado.

	
–  Nota Informativa N.o 1/2012 (modificada el 21 de mayo de 2012). Tratamiento contable derivado del mecanismo de financiación para el pago a los proveedores de las entidades locales previsto en los Reales Decretos Leyes 4/2012, de 24 de febrero, y 7/2012, de 9 de marzo.

	
–  Nota Informativa N.o 1/2010. Registro contable de las cantidades a devolver por las entidades locales como consecuencia de la liquidación definitiva de la participación en los tributos del Estado del Ejercicio 2008.



4.2.  Instrucciones no vinculantes

La Intervención General de la Administración del Estado no dicta resoluciones vinculantes a las entidades locales.

Sin embargo, aun sin estar las entidades locales formalmente sometidas a sus instrucciones, la Intervención General de la Administración del Estado ejerce la autoridad que le da ser órgano cualificado para la interpretación de las normas contables, de suerte que sus decisiones sobre la interpretación de la norma son consideradas como criterio por autoridades y tribunales.

Por otra parte, sí dicta instrucciones que, a modo de desarrollo reglamentario de la normativa presupuestaria, son aplicables al sector público estatal. Considerando que casi toda la contabilidad pública local es una adaptación de los conceptos de la contabilidad estatal al ámbito local, no puede olvidarse, al aplicar la norma local, la interpretación que de sus fuentes materiales hacen los órganos con competencia para su interpretación.

Por otra parte, debe recordarse la relación de los planes de contabilidad locales con el nuevo PGCP, es de aplicación obligatoria sólo para las entidades integrantes del sector público administrativo estatal, pero con él se inicia una nueva etapa en la contabilidad de las Administraciones Públicas.

Este Plan, tal y como señala el artículo único de la Orden que lo aprueba, se cataloga como plan contable marco para todas las Administraciones Públicas.

Por ello, los criterios de la Intervención General de la Administración del Estado respecto del PGCP y PGC, en tanto se refieran a normas de registro y valoración importadas la Instrucción aplicable, aún sin ser de aplicación obligatoria (en el sentido de que apartarse de su contenido no comporta desobediencia), deben considerarse, como fuente de autoridad.


ATENCIÓN!!! Oponerse a la Intervención General del Estado.

Cuando un órgano de contabilidad, por la razón antedicha, decida apartarse en un caso particular de un criterio conocido de la Intervención General de la Administración del Estado relativo al PGC o al PGCP, podrá hacerlo, según lo expuesto, pero deberá justificarlo motivadamente en el expediente. En particular, deberá hacerlo (no sólo podrá, sino que deberá hacerlo) cuando esté sometido a una disposición que sí tenga el carácter de norma jurídica. Por ejemplo, cuando en Bases de Ejecución del Presupuesto se aprueben normas sobre la contabilización de, por ejemplo, deudores de dudoso cobro o criterios de amortización del inmovilizado, no podrá aplicar las que la Intervención General haya dictado para el ámbito del Estado.



Los criterios de la Intervención General de la Administración del Estado respecto del PGCP se incluyen como propios en esta obra para su aplicación por las entidades locales —además de por su autoridad— porque en ellos se inspirarán los órdenes jurisdiccionales contencioso-administrativo y contable al revisar la actuación de los órganos de contabilidad. Ello no significa la adhesión a su contenido, sino tan sólo su exposición.

4.1.  Circulares de la Intervención General de la Administración del Estado

Las circulares dictadas por la Intervención General de la Administración del Estado, ¿deben ser consideradas por los órganos de contabilidad locales como disposiciones normativas vinculantes?

No.

Sin embargo, su autoridad como fuente interpretativa es indiscutible, y sus disposiciones, en lo que no reproduzcan normativa estatal, fácilmente incorporables a las bases de ejecución del presupuesto locales.

Las Circulares de la Intervención General de la Administración del Estado no desarrollan reglamentariamente el TRLRHL en materia presupuestaria; su ámbito es estatal. Por tanto, sus contenidos no son vinculantes para las entidades locales. Sin embargo, no podrán las entidades locales apartarse del criterio de las Circulares de la Intervención General de la Administración del Estado sin una fundamentación razonada.

La misma jurisprudencia ha venido destacando que las circulares —y ahora las instrucciones de servicio— se desarrollan en el ámbito doméstico (es decir, interno) de la Administración y sólo se dirigen a los órganos jerárquicamente dependientes del superior del que emanan. Su función es recordar la aplicación de determinadas disposiciones legales o indicar una interpretación adecuada de las mismas. La ausencia de valor normativo externo a las reglas de la jerarquía se evidencia cuando se aprecia que el artículo 6 de la LPAC dice que el incumplimiento de las instrucciones u órdenes de servicio no afecta por sí solo a la validez de los actos dictados por los órganos administrativos, sin perjuicio de la responsabilidad disciplinaria en que se pueda incurrir.

5.  Instrucciones de contabilidad de 1990

Las Instrucciones de contabilidad de 1990 tienen —todavía, sí— fuerza vinculante supletoria. Es decir, se aplicarán en defecto de norma específicamente aplicable al caso.

La comprensión de esta afirmación pasa por conocer que las Instrucciones de contabilidad de 1990 actuaban como verdaderos manuales de contabilidad práctica, en tanto ofrecían una regulación muy al detalle de los diferentes movimientos.

No obstante haber cambiado cuentas y criterios de valoración, siguen teniendo una primera función inspiradora, resultando muy aconsejable su lectura a los efectos de ilustrar sobre cómo se materializa en la práctica la gestión de las cuentas.

En la actualidad, la regulación de las cuentas ya no figura en el cuerpo de las Instrucciones sino en el PGCPAL que se publica anexo a las Instrucciones del año 2013 en vigor desde el 2015.

Esta omisión se traduce en una amplia libertad de las entidades locales para regular el concreto procedimiento administrativo.

Pero, a efectos interpretativos, a lo anterior se suma y debe recordarse que la derogación de las Instrucciones de 1990 se estableció respecto —únicamente— las normas de las Instrucciones del año 2003 que fueran incompatibles con las anteriores. Es decir, que las propias Instrucciones de 2003 reconocían expresamente su fuerza vinculante. Al tiempo de dictarse las Instrucciones de 2013 con derogación expresa de las Instrucciones de 2003, no se hizo pronunciamiento expreso alguno sobre la vigencia o definitiva derogación de las Instrucciones de 1990. Por ello, y considerando que las normas permanecen en vigor hasta su derogación expresa posterior, o tácita si se oponen a norma de rango superior, hay que entender que siguen siendo vinculantes en tanto no se opongan a las recientes Instrucciones, para suplir los vacíos de éstas.

Por ello, las Instrucciones de 1990 siguen teniendo fuerza vinculante respecto de los vacíos normativos o interpretativos que puedan surgir.


DE UN VISTAZO Las Instrucciones de 1990 se aplicarán:


	
–  Con eficacia coercitiva, cuando no haya norma aplicable al caso en las Instrucciones de 2013.

	
–  Con eficacia interpretativa, cuando haya normas aplicables al caso en las Instrucciones de 2013.





6.  El Plan General de Contabilidad

Las Instrucciones del año 2013, en su Preámbulo, señalan que los planes de cuentas legales deben, por mandato legal, ser conformes con el PGC. Asimismo, el PGCP toma como modelo el PGC con las especialidades propias de las entidades del sector público al que va dirigido.

Por ello, el PGC se aplicará:


	
–  Sin eficacia coercitiva.

	
–  Con eficacia interpretativa.



7.  Normas Internacionales de Contabilidad

Siendo en principio aplicables voluntariamente por las entidades privadas, su influencia en el largo plazo en la contabilidad pública local española se va a ir haciendo cada vez más evidente.

El punto de partida para que dicha aproximación tenga un engarce legal (que todavía no se ha producido) es el Reglamento (CE) N.o 1606/2002 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 19 de julio de 2002, relativo a la aplicación de las Normas Internacionales de Contabilidad (que incluyen las «Normas Internacionales de Contabilidad» en sentido estricto, las actuales «Normas Internacionales de Información Financiera», así como las interpretaciones de unas y otras), aplicable a empresas cotizadas.

En virtud de lo previsto en el artículo 4 de dicho Reglamento, las sociedades cotizadas que elaboren cuentas consolidadas en los ejercicios que comiencen a partir del 1 de enero de 2005, deberán aplicar las normas contables adoptadas por la Comisión mediante el procedimiento descrito en su artículo 6, siempre que a la fecha de cierre de su balance sus valores hayan sido admitidos a cotización en un mercado regulado de cualquier Estado miembro, en el sentido del artículo 4 de la Directiva 2004/39/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de abril de 2004, relativa a los mercados de instrumentos financieros.

Asimismo, al amparo de lo previsto en el artículo 5 del mismo Reglamento, los Estados miembros pueden permitir o requerir a las sociedades distintas de las mencionadas en su artículo 4, que elaboren sus cuentas anuales individuales o consolidadas de conformidad con las normas internacionales de contabilidad adoptadas conforme al citado procedimiento.

Ya en 2003, la adopción se realizó a través del Reglamento (CE) N.o 1725/2003 de la Comisión, de 29 de setiembre de 2003 por el que se adoptan determinadas Normas Internacionales de Contabilidad de conformidad con el Reglamento (CE) N.o 1606/2002 del Parlamento Europeo y del Consejo (DOUE de 13 de octubre de 2003). En este Reglamento se establecía la adopción de todas las Normas Internacionales de Contabilidad existentes a 14 de septiembre de 2002, a excepción de las siguientes:


	
–  La Norma Internacional de Contabilidad N.o 32, Instrumentos financieros: presentación e información a revelar.

	
–  La Norma Internacional de Contabilidad N.o 39, Instrumentos financieros: reconocimiento y valoración.



En cuanto a sus efectos, se estableció la obligatoriedad de su aplicación directa, a partir del 1 de enero de 2005, para todos los grupos de sociedades que coticen en las bolsas oficiales de los estados miembros de la Unión Europea. Igualmente, en dicho año y mediante Directiva, se permite a los estados miembros que no decidan establecer la aplicación de las Normas Internacionales de Contabilidad a todas sus sociedades (grupos no cotizados y empresas que no formen parte de grupos) puedan modificar sus legislaciones con la finalidad de eliminar divergencias entre sus respectivas normativas estatales y las Normas Internacionales de Contabilidad.

Las empresas públicas deberán aplicar las Normas Internacionales de Contabilidad emitidas por el Comité de Normas Internacionales de Contabilidad. La Guía N.o 1 del Comité del Sector Público, Presentación de Información Financiera por las empresas Públicas, señala que las NIC son de aplicación para todas las organizaciones empresariales, sin importar que éstas pertenezcan al sector privado o al sector público. Por ello, la Guía N.o 1 recomienda que las empresas públicas presenten sus estados financieros de acuerdo, en todos los aspectos materiales, con las Normas Internacionales de Contabilidad.

DE UN VISTAZO Las Normas Internacionales de Contabilidad sólo son hoy aplicables con carácter obligatorio a las empresas públicas cotizadas, pero no a la contabilidad pública de su ente matriz, ni a las empresas públicas no cotizadas. Sin embargo, la más elemental prudencia aconseja no distanciarse innecesariamente de su contenido.


En cuanto a su contenido en español, véanse las publicaciones del Diario Oficial de la Unión Europea, que insertan el contenido de las Normas Internacionales de Contabilidad como Anexo a los Reglamentos que las incorporan (por ejemplo, el Reglamento (CE) N.o 1126/2008 de la Comisión, de 3 de noviembre de 2008, por el que se adoptan determinadas normas internacionales de contabilidad de conformidad con el Reglamento (CE) N.o 1606/2002 del Parlamento Europeo y del Consejo DOUEL, de 29 noviembre 2008), con la siguiente advertencia en cuanto al copyright: «Reproducción permitida en el Espacio Económico Europeo. Todos los derechos reservados fuera del EEE, a excepción del derecho de reproducción para uso personal u otra finalidad lícita. Puede obtenerse más información del IASB en www.iasb.org»).

Estas normas plantean un problema práctico: su continua y fragmentada modificación privada frente a su necesaria aprobación reglada y divulgación pública. Así, su producción teórica se produce al margen de la Unión Europea mediante la revisión privada de las Normas anteriores. Sin embargo, el principio de legalidad exige la publicación de las normas para que estas sean conocidas. Por eso, cuando desde el ámbito privado se aprueba una «Norma», para que sea verdadera Norma jurídica es necesario que un nuevo Reglamento adopte su contenido. Y todo se complica cuando el Reglamento realiza una adopción tan sólo parcial del mismo. En último término, haya que acudir al Diario Oficial de la Unión Europea para encontrar el texto consolidado más reciente.

LE INTERESA CONSULTAR Por su importancia, léase el Reglamento (UE) 2016/2067 de la Comisión, de 22 de noviembre de 2016, que modifica el Reglamento (CE) N.o 1126/2008, por el que se adoptan determinadas Normas Internacionales de Contabilidad de conformidad con el Reglamento (CE) N.o 1606/2002 del Parlamento Europeo y del Consejo, en lo relativo a la Norma Internacional de Información Financiera 9, DOUEL 29 noviembre 2016.


8.  Normas Internacionales de Contabilidad adaptadas al Sector Público

¿Deben utilizarse para completar el marco conceptual de los planes de contabilidad?

Sí.

Porque deben utilizarse para completar el marco conceptual del PGCP que es a su vez el que inspira el marco conceptual de los Planes de Cuentas.

Pero ¿Son en sí mismas vinculantes?

No.

Porque no son norma reglamentaria de desarrollo del TRLRHL. Así, su eficacia es, hoy, interpretativa, no coercitiva.


EJEMPLO PRÁCTICO

Vacíos normativos.

Cuando las Instrucciones no establecen regulación alguna —por ejemplo, con relación a los acuerdos de concesión de servicio público— debe acudirse a la regulación contable al respecto, tanto a nivel nacional —en el ejemplo, con relación a la contabilidad de las empresas concesionarias de nuestro país— como a nivel internacional, en las Normas Internacionales de Contabilidad del Sector Público —en el ejemplo, concretamente en la número 32, «Acuerdos de concesión de servicios: la concedente».



Por ello, para la resolución de las dudas, se van a tener en cuenta las citadas regulaciones, de acuerdo con lo señalado en la parte expositiva del vigente PGCP.

Asimismo, la parte expositiva de las Instrucciones advierte que con la aprobación de un nuevo PGCP cambia el referente obligado de los PGCPAL, que por mandato legal deben ser conformes con el PGC. la reforma de la contabilidad pública que se inició a principios de los años 80 y todas las reformas posteriores de la misma han pretendido alcanzar el objetivo de normalización contable. Este proceso ha seguido distintas líneas: en primer lugar, se ha buscado la normalización de los criterios contables aplicados por las distintas administraciones públicas, en segundo lugar, se ha pretendido, en la medida de lo posible, la normalización con los principios contables aplicables en las empresas y, por último, se ha tomado «como referente los pronunciamientos contables internacionales, las NICSP emitidas por la IFAC.». En 2010, éste se adaptó a las NICSP.

Por otra parte, considérese la proyección futura de estas normas en la contabilidad pública local, que puede acercarse de la mano de Unión Europea (2) :


	
–  Son actualmente el único conjunto de normas de contabilidad del sector público reconocido internacionalmente. Se basan en las Normas Internacionales de Información Financiera, que aplica ampliamente el sector privado, y en este momento es un conjunto de treinta y dos normas de contabilidad de devengo, y una norma de contabilidad de caja.

	
–  Son fruto de la idea de que la gestión moderna del sector público, de conformidad con los principios de economía, eficacia y eficiencia, depende de sistemas de información de gestión que faciliten una información oportuna, exacta y fiable sobre la situación y los resultados financieros y económicos de una administración pública, como sucedería con cualquier otro tipo de entidad económica. En la actualidad, las normas de contabilidad de quince Estados miembros de la Unión Europea tienen alguna vinculación con las Normas Internacionales de Contabilidad del Sector Público. De ellos, nueve basan u orientan sus normas nacionales en estas, cinco hacen algunas referencias y uno (Países Bajos) las aplica a algunas partes de la administración local (Amberes). Sin embargo, aun reconociendo su valor indiscutible, ningún Estado miembro ha aplicado las NICSP por completo.

	
–  Por otra parte, la mayoría de las partes interesadas están de acuerdo con que serían un marco de referencia adecuado para la elaboración futura de un conjunto de Normas Europeas de Contabilidad para el Sector Público, denominadas «EPSAS».



9.  Normas Internacionales de Auditoría

Hoy, voluntarias; mañana, obligatorias.

La recientemente aprobada Resolución de la Intervención general de la Administración del Estado, por la que se aprueba la adaptación de las Normas de Auditoría del sector Público a las Normas Internacionales de Auditoría, de 25 de octubre de 2019, incluye referencias regulatorias del Sector Público Estatal, de la Seguridad Social y de la Administración Local.

Prevé que será aplicable a las siguientes actuaciones:


	
–  En las auditorías de cuentas que lleve a efecto la Intervención General de la Administración del Estado a entidades públicas no pertenecientes al Sector Público Estatal en virtud de convenios firmados con otras Administraciones Públicas.

	
–  En las auditorías de cuentas realizadas por otras Administraciones Públicas que, de acuerdo con la regulación vigente, estuviera prevista su aplicación.



Se admite, por ello, una aplicación voluntaria presente, y se contempla su futura obligatoriedad.

Si bien a fecha reciente tales instrumentos no se han aprobado, con todo, son una evidente fuente de interpretación doctrinal cualificada sobre las normas de auditoría aplicables al Sector Público Local, y, por ello, a la interpretación del propio Sistema de Información Contable de la Administración Local.

10.  Notas Informativas del Ministerio de Hacienda

Sólo son herramientas interpretativas, no dispositivas.

Por ello, ceden ante el contenido de disposiciones normativas, cualquiera que sea su fuente. Como corolario, cederían ante el contenido de unas bases de ejecución del presupuesto.

Aún más: el Órgano de contabilidad no queda exonerado de su responsabilidad contable por seguir el contenido de las notas informativas, las cuales podrá o no seguir, bajo su responsabilidad. Sin embargo, sí será responsable por la desobediencia a disposiciones de carácter normativo (incluidas, las bases de ejecución del presupuesto local).

Estos han sido años de ingente producción normativa en España; particularmente, en lo que a las conocidas como «reglas fiscales» se refiere (normas relativas a la estabilidad presupuestaria y la regla del gasto). Tantas normas se han dictado y que no siempre han sido bien explicadas —con múltiples excepciones materiales y temporales—que los órganos de contabilidad y también de presupuestos carecen a veces de criterios claros de interpretación de la legalidad vigente a su caso particular. En cierto modo, el Ministerio de Hacienda, a través de «notas informativas», ha ejercido una labor de interpretación autorizada, cuasi normativa, de la legalidad presupuestaria y contable local.

Por ello, tales Notas son frecuentemente invocadas por los órganos de contabilidad locales para dar cobertura a sus decisiones.

Sin embargo, recordemos que:


	
–  ni tienen rango de Ley,

	
–  ni son desarrollo reglamentario de las normas contables y presupuestarias.



Por ello, los órganos de control externo no reconocen como fuente del Derecho a las Notas Informativas del Ministerio de Hacienda, y, en consecuencia, no exoneran de responsabilidad a quienes, acogiéndose a una Nota Informativa, se aparten del contenido de una norma contable aplicable.


EJEMPLO PRÁCTICO

Conflicto frente a bases de ejecución del presupuesto. Dudoso cobro de otras Administraciones públicas.

Si una Entidad local establece en sus bases de ejecución una dotación superior a los porcentajes mínimos que exige el art. 193 bis del TRLRHL al disponer que «tendrán la consideración de derechos de difícil recaudación, como norma general, los que tengan una antigüedad superior a un año, salvo que, por las especiales características del derecho o del deudor o de la garantía prestada, debidamente informado en el expediente, se justifique otra consideración», y no establece más criterios de distinción, así se deberá proceder a su dotación, aunque tales deudas procedan de otras Administraciones públicas. No podrá invocar como razonamiento para no dotar deterioro por la citada deuda el contenido de la nota explicativa de la reforma local del (en aquel momento) Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas de 5 de marzo de 2014 en la que se detallaba, respecto al cálculo del deterioro, que para determinar el importe de los derechos de dudoso cobro según su naturaleza, no se tendrían que incluir los derechos que, conceptualmente, no son de difícil o imposible recaudación, y en los que la única incertidumbre es el momento en el que se va a producir la realización del derecho o la obtención de su producto. En consecuencia, no tendrían que incluirse entre los derechos de difícil o imposible recaudación aquellos que corresponden a obligaciones reconocidas por otras Administraciones Públicas a favor de las entidades locales, ni tampoco aquellos otros sobre los que existe alguna garantía que se puede ejecutar en el caso de incumplimiento por el deudor de la entidad local de las obligaciones que haya contraído frente a ella. Una nota explicativa no tiene rango de ley, al margen de que establece la posibilidad de no dotar deterioro, la expresión «no tendrían que incluirse» no equivale a «no deberían» cuando en todo caso el RD 500/1990 está vigente y sí que establece criterios para tener en cuenta por la Entidad.

La Cámara de Cuentas de Aragón, en un caso como el descrito, advierte que «la nota explicativa en sí misma no es normativa, ni un criterio, ni motiva la actuación» de la Entidad.
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	Intervención General de la Administración del Estado, 2020: www.pap.hacienda.gob.es
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	Declaraciones de la Comisión Europea en su Informe de 06/03/2013 «Hacia la aplicación de normas armonizadas de contabilidad del sector público en los Estados miembros. La idoneidad de las IPSAS para los Estados miembros».
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3 Concepto


 1.  Definición de contabilidad pública local

La finalidad esencial de la contabilidad pública local es generar información útil, que permita a la entidad pública el conocimiento cualitativo (composición) y cuantitativo (valoración) de sus realidades económica (la composición de sus recursos), financiera (la composición de sus obligaciones) y presupuestaria (la situación de la ejecución de su presupuesto).

Considerada en abstracto la contabilidad como un sistema de información, dicho sistema permite el estudio tanto de las empresas privadas como de entidades públicas, y de la contabilidad nacional que suma todas las anteriores. empresas privadas y entidades públicas serían objeto de estudio de la microcontabilidad, mientras la contabilidad nacional sería objeto de estudio de la macrocontabilidad.

Centrándonos en el estudio de la microcontabilidad, hay que plantearse la distinción entre la contabilidad privada y la contabilidad pública.

La contabilidad pública es el estudio de la contabilidad de las entidades microeconómicas sujetas a presupuesto limitativo.

Ya por fin centrado el estudio en la contabilidad pública, siempre se ha abordado desde dos perspectivas, que se refieren a la contabilidad desde un punto de vista jurídico y a la contabilidad desde un punto de vista técnico:


	
a)  La contabilidad pública, desde un punto de vista jurídico, son las reglas que se aplican a la aprobación, ejecución y control de presupuestos públicos, y

	
b)  La contabilidad pública, desde un punto de vista técnico, son las reglas que se aplican a la presentación de las cuentas públicas.



En este sentido segundo técnico —que es en el que se centra esta obra, sin perjuicio de las pinceladas sobre normas de derecho sustantivo que sea necesario proporcionar— la contabilidad de las entidades locales y sus organismos autónomos se configura como un sistema de registro, proceso y presentación de información sobre la actividad económico-financiera y presupuestaria desarrollada durante el ejercicio contable, de acuerdo con los principios recogidos en el TRLRHL y en la Instrucción que les sea de aplicación.

La contabilidad pública local es, así en España, el sistema de información que resulta de unir técnicas y procedimientos de registro, proceso y presentación de información económica, en torno al PGCPAL y a los Planes de Contabilidad Adaptados a la Administración Local de los Territorios Forales.

El examen de la contabilidad de los Territorios Forales queda, de momento, fuera del ámbito de esta obra, centrada en territorios de «derecho común».

2.  Elemento público

2.1.  Concepto de «público», a los efectos contables

Es sabido que en España el concepto de sector público varía según el tipo de legislación aplicable —contractual, presupuestaria, laboral, contable …—.

Desde un punto de vista administrativo, y centrándonos en el sector local, encontramos:


	
–  Entes territoriales: Municipios, provincias, islas, comarcas u otras entidades que agrupen varios municipios, áreas metropolitanas y mancomunidades de municipios, y

	
–  Entes instrumentales: Organismos autónomos, entidades públicas empresariales, sociedades mercantiles, consorcios, fundaciones.



De todos ellos, sólo las entidades territoriales y los organismos autónomos aplican el Plan de Cuentas de cada Instrucción aplicable, siéndoles aplicable el resto de su correspondiente Instrucción sólo en cuanto a las obligaciones de rendición de cuentas.

Desde un punto de vista contable, hay que tener en cuenta la existencia de una legislación contable de ámbito europeo superpuesta a la local, encarnada, en cuanto al sector público, en el Sistema Europeo de Cuentas del año 2010. Este considera que el sector «administraciones públicas» está integrado por todas las unidades institucionales que son:


	
–  productores no de mercado,

	
–  cuya producción se destina al consumo individual o colectivo, y

	
–  que se financian principalmente mediante pagos obligatorios efectuados por unidades pertenecientes a otros sectores o que efectúan operaciones de redistribución de renta y riqueza nacional.



Dentro del sector «administraciones públicas» distingue cuatro subsectores; uno de ellos, es el local.

Y dentro del «sector local», a los efectos del Sistema Europeo de Cuentas del año 2010, ya no se distingue entre entidades públicos territoriales y entes instrumentales, sujetos aquéllos a su correspondiente Plan de Cuentas, y estos últimos —salvo los organismos autónomos— sujetos al PGC y sus adaptaciones sectoriales.

No establece esa distinción porque el Sistema Europeo de Cuentas del año 2010 no establece nada parecido a un plan de cuentas, pero sí establece reglas que afectan a las relaciones entre la contabilidad financiera y la contabilidad presupuestaria, en cuanto a la presentación de la información relativa a la situación patrimonial de la entidad, para dar cumplimiento al principio de estabilidad presupuestarias en todas las administraciones públicas.

Por otra parte, a los efectos de la aplicación el régimen de contabilidad pública se define una administración pública (1)  como una entidad que reúna las características de:


	
–  Servicio público. Porque produce servicios sin ánimo de lucro.

	
–  Distribución pública. Porque, en su caso, redistribuye renta y riqueza.

	
–  Financiación pública. Porque sus recursos principales proceden de pagos sin contraprestación.

	
–  Régimen de presupuesto. Porque se someten a un presupuesto público limitativo.

	
–  Régimen de contabilidad. Porque rinden cuentas a terceros de su actividad.

	
–  Régimen de control. Porque se someten a controles financieros y de legalidad.



2.2.  Proyección de la contabilidad sobre lo «público»

El elemento público de la contabilidad local se proyecta sobre dos elementos —fines y sujetos— públicos y locales.

Por una parte, la contabilidad «pública» es pública:


	
–  porque está al servicio del control de la actividad económico-financiera del sector público con criterios de legalidad presupuestaria, y

	
–  porque son públicos los entes sobre que se proyecta.



Pero dicha «proyección» tiene una intensidad diferente según la naturaleza del ente.

Dentro del sector público conviven entes de naturaleza jurídico-pública y jurídico-privada. Todos ellos están sometidos al régimen de contabilidad pública en el sentido de que están obligados a rendir cuentas a los órganos de control externo, y en ciertos supuestos consolidan además sus presupuestos con los entes de Derecho público.

Pero las Instrucciones sólo les son plenamente aplicables a los entes de Derecho público en sentido estricto, lo que en el ámbito local reduciremos a las entidades locales territoriales —municipio, área metropolitana, comarca, provincia, isla— así como a los consorcios, o mancomunidades en su caso (cuando tengan el carácter de entidad local según su legislación aplicable), y a los organismos autónomos.

Por otra parte, las sociedades mercantiles y los entes públicos empresariales, si bien están sujetos al régimen de contabilidad pública —en el sentido de que están obligados a rendir cuentas de su gestión— se rigen por las normas contables privadas y por sus adaptaciones sectoriales.

3.  Elemento económico

El elemento económico de la contabilidad pública local se proyecta sobre los mismos dos elementos que en el ámbito de la contabilidad privada —externo e interno— de forma que:


	
–  el elemento externo de la contabilidad mide la calidad del patrimonio de la entidad; es decir, determina el resultado de las operaciones a través de los «indicadores económico-patrimoniales», y

	
–  el elemento interno de la contabilidad mide la calidad de la administración de la entidad; es decir, valora la buena gestión económica a través de los «indicadores de gestión».



Indicadores de gestión e indicadores económico-patrimoniales se ajustan, en el caso de las entidades locales españolas, a las reglas de presentación de los modelos Normal y Simplificado; no hay nada que inventar al respecto.

El elemento externo de la contabilidad pública obliga a la presentación de la información económico-patrimonial a los usuarios de la información —sean estos los órganos de control externo, los propios órganos de control interno, los ciudadanos, pleno, entidades de crédito interesadas en analizar las ratios de solvencia de la entidad, etc.— en aras a obtener la imagen fiel del patrimonio de la entidad.

El elemento interno de la contabilidad pública obliga a la elaboración de la información para obtener índices de gestión económica —sean estos los controles de economía, eficacia o eficiencia, análisis de costes de servicios, etc.— para promover la mejor gestión del patrimonio de la entidad.

El elemento externo de la contabilidad obliga a la elaboración de la información para obtener índices de gestión patrimonial —sean estos resultado económico-patrimonial, remanente de tesorería, estabilidad, etc.— para permitir la rendición de cuentas. A ello dedicamos, directa o indirectamente, el resto de los capítulos:


	
–  directamente, a través del estudio de la Cuenta general, e

	
–  indirectamente, a través del estudio del registro y valoración en contabilidad de los elementos económicos de las cuentas anuales.



El elemento interno de la contabilidad viene marcado por la importancia de la contabilidad analítica o de costes. A ello dedicamos el último capítulo de este bloque.


DE UN VISTAZO La contabilidad pública local estudia entidades, que cumulativamente, sean: microeconómicas + públicas + administrativas + actúen a nivel local.

Sólo las entidades territoriales y los organismos autónomos aplican el Plan de Cuentas de cada Instrucción aplicable.

Las entidades locales territoriales comprenden: municipio, área metropolitana, comarca, provincia, isla, y consorcios y mancomunidades en su caso (cuando tengan el carácter de entidad local según su legislación aplicable).

El resto de las entidades se rige por el PGC.
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4 Objeto y fines


 1.  Objeto de la contabilidad

El objeto de la contabilidad es el patrimonio de la entidad.

A estos efectos, el «patrimonio» es el conjunto de derechos y obligaciones, personales y reales, susceptibles de individualización económica; o, desde otra perspectiva, todo objeto de derecho susceptible de tráfico y de ser valorado económicamente.

Para su mejor análisis, no se presenta el patrimonio desglosado en todos los bienes que lo componen (bienes o cosas, derechos y obligaciones), sino a través de grandes agrupaciones. Tradicionalmente, el patrimonio se presenta en dos niveles de agregación: el elemento patrimonial, y la masa patrimonial.

El «elemento patrimonial» es el mínimo nivel de agregación posible de los bienes descritos. La agrupación se realiza con criterios de homogeneidad financiera, por ejemplo: dinero (no las monedas), maquinaria (no los robots). Estos elementos patrimoniales se describirán como los elementos de las cuentas anuales.

La «masa patrimonial» es el nivel superior de agregación de los bienes descritos mediante la agrupación de los elementos patrimoniales.

[image: ]

La agrupación de los elementos patrimoniales puede hacerse desde dos perspectivas: económica y financiera.


	
a)  La perspectiva económica atiende a la mayor o menor facilidad de conversión de un bien en dinero. Esta característica se denomina «disponibilidad».

	
b)  La perspectiva financiera atiende a la mayor o menor prontitud de conversión de un bien en una obligación exigible. Esta característica se denomina «exigibilidad».



En la tradición contable española, seguidora de la francesa (y opuesta a la italiana), los estados contables se presentan atendiendo de la menor a la mayor disponibilidad y de la menor a la mayor exigibilidad. Por ejemplo, por esa razón en el Balance empezamos con una descripción del inmovilizado, antes de la tesorería, y con una descripción de las obligaciones exigibles a largo plazo, antes que las exigibles a corto plazo.

2.  Fines de la contabilidad

2.1.  Fines científicos

Como disciplina científica, tiene sus fines en el registro, proceso y presentación de información económico-financiera relevante:

a) Registra información económica relevante para las necesidades de la entidad.

Por ejemplo, por esa razón las cuentas contables no se refieren a cada uno de los elementos patrimoniales de la entidad (no se abre una cuenta para cada martillo), ni tampoco hay unas solas pocas cuentas que agrupen cualquier concepto (no se abre una sola cuenta para todos los bienes muebles, sean martillos o camiones), sino que se presenta la información con un nivel de desagregación adecuado a sus necesidades (se abre una cuentas para «herramientas», otra para «maquinaria», otra para «existencias», etc.)

b) Procesa la información obtenida ordenándose de manera que pueda ser utilizada para analizar la calidad de la situación patrimonial de la entidad.

Por ejemplo, por esa razón se distinguen en un lugar especial las obligaciones exigibles a corto plazo (de vencimiento igual o inferior a un año) del resto de obligaciones, exigibles a 2 o 20 años vista.

c) Presenta aquella parte de la información generada que sea relevante, bien para la rendición de cuentas (frente a los propietarios, frente a los ciudadanos…), bien para la toma de decisiones de la propia entidad (decisiones de gestión) o de terceros respecto de la misma entidad (decisiones de tutela y control).

Por ejemplo, por esa razón la Cuenta general no presenta un relato pormenorizado de todas las operaciones de gasto e ingreso de la entidad contable durante un año, sino una foto fija del patrimonio de la entidad en una fecha determinada (31 de diciembre del ejercicio anterior), que es resultado de ese total de gastos e ingresos —entre otras operaciones—. A ello se acompañan los análisis de legalidad y rentabilidad que marca la ley.

2.2.  Fines de gestión

La contabilidad pública permite (1) :


	
–  Posibilitar el control de economía, entendida ésta como la adquisición de los medios utilizados para la producción de bienes y servicios en la cantidad y la calidad adecuadas y al menor coste.

	
–  Posibilitar el control de eficiencia, entendida ésta como la organización, coordinación y empleo de los medios que optimiza la relación entre los productos o servicios obtenidos y los medios de utilizados para su consecución.

	
–  Posibilitar el control de eficacia, entendida ésta como la consecución en forma satisfactoria de los objetivos y efectos previstos y asignados.



2.3.  Fines de control

La contabilidad pública, desde un punto de vista formal, atiende sustancialmente a la ejecución del presupuesto, siendo instrumento idóneo para su control de legalidad. Por ello, ha sido herramienta histórica al servicio de la Intervención en su función de control interno.

3.  Objeto de las Instrucciones de Contabilidad

Hay que distinguir dos partes:


	
a)  Las Instrucciones de Contabilidad de 2013 aplicables, como tales instrumentos de desarrollo del TRLRHL.

	
b)  Su Plan de Cuentas, como anexo a las correspondientes Instrucciones de Contabilidad de 2013 aplicables.



En la exposición partiremos, salvo expresa indicación contraria, del modelo Normal recogido en la IMNCL.

Así, cabe distinguir dos objetos diferenciados:


	
a)  En la Instrucción se regulan las responsabilidades de los sujetos responsables de la contabilidad local en el registro, proceso y presentación de hechos económicos; es decir, los propios sujetos, objeto y forma de la contabilidad pública local.

	
b)  En el Plan de Cuentas se regulan las reglas que rigen el propio registro, proceso y presentación de hechos económicos.



No se regulan las operaciones de contabilización como tales, porque:


	
–  tales operaciones se deducen de los motivos de abono y cargo de las cuentas,

	
–  no se centraliza su descripción en parte alguna del Plan de Cuentas.



No obstante, hay que matizar, porque:


	
–  Las Instrucciones de 1990, hoy derogadas —pero sólo en lo que se opongan a las Instrucciones de 2004, sin que en la derogación de las Instrucciones de 2004 se haga pronunciamiento alguno sobre aquéllas— contenían pormenorizada regulación, a modo de manual.

	
–  En la Comunidad Foral de Navarra permanecen en vigor sus propias reglas, que reproducen las reglas estatales para el modelo básico, y pueden servir como punto de referencia. Máxime, cuando la Comunidad Foral de Navarra ejerce una función de asesoramiento a sus entidades locales, siendo las respuestas a las consultas planteadas por sus entidades de gran utilidad.



4.  Fines de las Instrucciones de Contabilidad

Los fines a que sirven las Instrucciones son:


	
–  Jurídicamente, ordenar la gestión de las contabilidades financiera y presupuestaria, y la presentación de la información patrimonial en el ámbito público local.

	
–  Políticamente, ordenar los fundamentos del sistema de contabilidad local, según el diferente nivel de necesidad de las entidades locales, en el ejercicio de las competencias del Gobierno de España sobre las entidades locales territoriales y no territoriales españolas.



5.  Objeto del Sistema de Información Contable

El Sistema de Información Contable para la Administración Local tiene por objeto:


	
a)  registrar todas las operaciones de naturaleza presupuestaria y no presupuestaria —pero con efectos en las esferas económica, financiera y patrimonial— que se produzcan en el ámbito de la entidad contable, así como

	
b)  mostrar, a través de documentos específicos —ya sean estados resultantes de los libros registrales contables, ya sean informes específicamente elaborados al efecto— la imagen fiel de su patrimonio, de su situación financiera, del resultado económico patrimonial y de la ejecución de su Presupuesto.



Se configura como un conjunto integrado de subsistemas o áreas contables —lo que significa que las funciones de cada uno de los subsistemas, está definida de antemano y no se solapan entre sí— que debe garantizar la concordancia, exactitud y automatismo de los registros que, para cada una de las operaciones contables, se deban producir en los distintos subsistemas a los que la operación afecte, así como la existencia de la debida coherencia entre los distintos niveles de información, tanto agregados como de detalle.

A los efectos anteriores, debe estar organizado de forma que, al menos, permita a cada entidad contable:

a) Registrar las operaciones que vayan a tener incidencia en la obtención del Balance y en la determinación del resultado económico-patrimonial.


ATENCIÓN!!! El deber de registrar las operaciones con incidencia económica se produce en el momento en que éstas se realizan.

No debe esperarse, para contabilizar un hecho, a la realización de un hecho posterior arbitrariamente elegido; en tal caso, procedería informe desfavorable de auditoría.

Son un buen ejemplo de la necesidad de registro concomitante de los hechos económicos estas desfavorables palabras extraídas del Informe N.o 831 del TCu: «No existe uniformidad en la contabilización de cada tipo de expediente o gasto, existiendo gastos en los que las fases de gestión presupuestaria de autorización y compromiso del gasto no se contabilizaban en el momento de emisión de los actos administrativos, sino que se contabilizaban cuando se disponía de la factura, lo que impide su adecuado seguimiento y control … Los registros contables no se realizan en el momento en el que se producen los hechos económicos, no reflejando de forma adecuada la vida de los contratos, acumulándose un importante número de asientos contables en determinadas fechas, y en especial en los dos últimos meses de cada uno de los ejercicios fiscalizados, siendo, sin embargo, escasas las anotaciones contables en los primeros meses del ejercicio … Los números de operación en los registros contables, asignados de forma automática por la aplicación, no guardan el debido orden cronológico, lo que supone que las fechas que figuran en la contabilidad no correspondan a la fecha real en que fueron registradas las operaciones».



b) Registrar la situación de los créditos, las modificaciones presupuestarias, las operaciones de ejecución del Presupuesto de gastos, los compromisos de ingreso y las operaciones de ejecución del Presupuesto de ingresos, poniendo de manifiesto el Resultado presupuestario. Asimismo, deberá permitir el seguimiento y control de los remanentes de crédito.

También, deberá permitir el registro de las operaciones derivadas de obligaciones y derechos que provengan de presupuestos cerrados, y de las certificaciones, autorizaciones y compromisos de gasto e ingreso con cargo a presupuestos de ejercicios posteriores, así como el seguimiento y control de los gastos con financiación afectada y de los demás proyectos de gasto, y la obtención y control del Remanente de tesorería que permita determinar en cada momento la parte utilizada para financiar gasto y la parte pendiente de utilizar que constituye el remanente líquido de tesorería.

c) Registrar las operaciones de naturaleza no presupuestaria.

d) Registrar las operaciones de administración de recursos por cuenta de otros entes públicos.

e) Registrar y poner de manifiesto los movimientos y situación de la tesorería, posibilitando el control de las diferentes cuentas que constituyen la tesorería de la entidad contable.

f) Registrar las operaciones relativas a la gestión y control del inmovilizado material e intangible, de las inversiones inmobiliarias, del patrimonio público del suelo, de las inversiones financieras y del endeudamiento, incluidos los avales concedidos por la entidad.

g) Registrar la información relativa a los terceros que se relacionen con la entidad contable.

h) Efectuar el seguimiento y control de los pagos a justificar y de los anticipos de caja fija.

i) Efectuar el seguimiento y control de los valores recibidos en depósito por la entidad contable.

6.  Fines del Sistema de Información Contable

Son los que resultan del desarrollo reglamentario del artículo 205 del TRLRHL, coherente a su vez con:


	
–  el artículo 120 de la LGP/2003,

	
–  el artículo 6 de la LOEPSF,

	
–  la Orden HAP/2105/2012, de 1 de octubre, por la que se desarrollan las obligaciones de suministro de información previstas en la LOEPSF,

	
–  el artículo 24 del TRLRHL,

	
–  el artículo 211 del TRLRHL.



Históricamente, se habían agrupado sus fines en tres categorías —de gestión, de control y de análisis y divulgación— en que se integraban cualesquiera funciones reguladas en normas dispersas concernientes a los órganos de contabilidad. Las Instrucciones han optado por su enumeración.

Abandonada, mediante su enumeración, la tradicional clasificación trimembre de fines de gestión, fines de control y fines de análisis y divulgación, el Sistema de Información Contable de la entidad local, en desarrollo de las normas antedichas, debe permitir el cumplimiento de los siguientes fines:


	
a)  Suministrar la información económica y financiera que sea necesaria para la toma de decisiones, tanto en el orden político como en el de gestión.

	
b)  Facilitar información para la determinación del coste y rendimiento de los servicios públicos.

	
c)  Proporcionar los datos necesarios para la formación y rendición de la Cuenta General de la entidad local, así como de las cuentas, estados y documentos que deban elaborarse o remitirse a los órganos de control externo.

	
d)  Posibilitar el ejercicio de los controles de legalidad, financiero y de eficacia.

	
e)  Facilitar los datos y demás antecedentes que sean precisos para la confección de las cuentas nacionales de las unidades que componen el sector de las Administraciones Públicas.

	
f)  Facilitar la información necesaria para la confección de estadísticas económico-financieras por parte del Ministerio de Hacienda y Función Pública.

	
g)  Suministrar información de utilidad para otros destinatarios, como asociaciones e instituciones, empresas y ciudadanos en general.




ATENCIÓN!!! Numerus clausus.

Esta lista de fines es cerrada, un numerus clausus no ampliable a voluntad por la entidad local. Por ello, el sistema informático que soporte al sistema de información deberá servir con exclusividad a facilitar el cumplimiento de los fines enunciados, sin que deba servir para suministrar otro tipo de información (al Instituto Nacional de Estadística, Agencias de Comunidades Autónomas, etc.). Ello no le impide configurarse para ser útil a otros fines de gestión de la entidad, pero la responsabilidad del órgano contable no alcanzará al cumplimiento de fines complementarios.



Para el cumplimiento de los fines del Sistema de Información Contable y para poder satisfacer las necesidades de información contable de los destinatarios de esta, la información a obtener del sistema de información contable será, al menos:


	
a)  La necesaria para la formación de las cuentas anuales de la entidad contable de que se trate.

	
b)  La que periódicamente debe remitir la Intervención u órgano de la entidad local que tenga atribuida la función de contabilidad al Pleno de la Corporación.

	
c)  La necesaria para la confección del Avance de la Liquidación del Presupuesto corriente.

	
d)  La información económico-financiera necesaria para facilitar la toma de decisiones en el ámbito de la gestión y el ejercicio del control interno en sus distintas acepciones.

	
e)  La información económico-financiera que deba remitirse a otras Administraciones Públicas.
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5 Características


 1.  Características de los modelos Normal y Simplificado

Contienen menos normas para menos obligaciones.

Así, no contienen una regulación exhaustiva de las materias ordenadas, sino que se limitan a recopilar las normas más esenciales. Por ello, una visión global del modelo sólo se obtiene integrando la Instrucción correspondiente, con el resto de las normas aplicables por razón de la materia.

Asimismo, la forma concreta de contabilizar las operaciones no se desarrolla aquí. Por ello, cada Administración Local va a establecer sus propios métodos, aun siguiendo unas instrucciones generales, repartidas en tres partes; a saber:


	
–  Parte primera, el Marco conceptual,

	
–  Parte segunda, las Normas de reconocimiento y valoración, y

	
–  Parte quinta, Definiciones y relaciones contables.



Mantienen una estructura correlativa a la de la Instrucción de contabilidad para la administración institucional del Estado. Por ello, debemos entender que se refuerza la eficacia interpretativa de esta última.

Se dividen en cuatro títulos y un anexo, siendo este último en el que se formula el Plan de Cuentas que luego desarrollaremos.

Los cuatro títulos se refieren, someramente, a:


	
a)  principios,

	
b)  modelo,

	
c)  datos a incorporar,

	
d)  información a obtener.



2.  Características del modelo Básico

2.1.  Descripción

La aplicación del Modelo Básico está orientada (1)  a resolver la problemática de las Entidades locales que por falta de medios y de necesidad —debido a su reducida dimensión, el tipo de operaciones que realizan y la escasez de medios humanos y materiales de que disponen— tienen dificultades para cumplir las obligaciones que imponían las Instrucciones de Contabilidad. En este sentido, es de destacar que:


	
a)  Las operaciones se registran por el «método de partida simple», lo que supone una importante simplificación respecto a lo previsto en la regulación anterior.

	
b)  Se registran, únicamente, las operaciones de naturaleza presupuestaria y no presupuestaria que se produzcan en el ámbito de la Entidad local, y se estructuran en las siguientes áreas contables que simplifican y flexibilizan el sistema: Presupuesto de Gastos, Presupuesto de Ingresos, Operaciones no presupuestarias, Tesorería, Endeudamiento y Recursos afectados.

	
c)  Se simplifica el contenido de la Cuenta General.



2.2.  Concreción

a) Forma.

Se establece en su regla 4ª el sistema de partida simple para el registro de las operaciones, en oposición al sistema de asiento doble característico de los modelos normal y simplificado.

b) Operaciones.

Qué operaciones deben ser registradas, aparece descrito en su regla 7ª, con carácter exhaustivo.

A modo de resumen (2) , el modelo contable básico utiliza el método de partida simple para la contabilización de las operaciones, quedando limitadas las operaciones objeto de registro a las siguientes:


	
–  Las derivadas de la ejecución de los presupuestos de gastos e ingresos del ejercicio en curso (presupuesto corriente).

	
–  Las relativas a derechos y obligaciones pendientes, procedentes de presupuestos de ejercicios anteriores (presupuestos cerrados).

	
–  Los compromisos de gasto de carácter plurianual.

	
–  Las de carácter no presupuestario, tanto de naturaleza deudora como acreedora: deudores y acreedores no presupuestarios, así como cobros y pagos pendientes de aplicación definitiva.

	
–  Los movimientos de tesorería (cobros y pagos), excepcionando los que se realicen con cargo a fondos librados «a justificar» o en concepto de «anticipo de caja fija».

	
–  Todas aquellas que supongan altas o bajas en el endeudamiento de la entidad local.

	
–  Las que posibiliten relacionar adecuadamente los ingresos de carácter finalista con los gastos a que se deban afectar.



c) Efectos.

De qué manera deben ser registradas las operaciones, queda en la libertad de las entidades locales, quienes pueden elegir entre aplicar métodos informáticos o utilizar los tradicionales libros de contabilidad.

Cuáles son los requisitos de tales libros de contabilidad es algo que no se ordena en la Instrucción ni en orden complementaria alguna, quedando en la autonomía de decisión de las propias entidades locales.

d) Cuenta general.

En cambio, sí ordena el contenido y documentación complementaria de la cuenta general, más limitados uno y otro que en los modelos normal simplificado.

e) Contenido.

Se limita a 5 partes: liquidación del presupuesto información sobre ejecución presupuestaria, información sobre tesorería, información sobre endeudamiento, información sobre operaciones no presupuestarias.

Para el caso —probable, dada la naturaleza de las entidades que la utilizan— de ausencia de operaciones que hayan debido ser registradas en cualquiera de los antedichos estados: igualmente, deberá incluirse esa parte de la Cuenta general, y en la Cuenta general se hará constar la circunstancia de ausencia de operaciones.

f) Documentación complementaria.

Se limita, en todo caso, al acta de arqueo de las existencias en su caja de caudales, y en su caso —es decir, cuando haya un estado de conciliación— a las notas o certificaciones de los saldos bancarios, que han de aportarse con el estado de conciliación.

g) Régimen supletorio aplicable.

En aquello a que no alcance la propia Instrucción del modelo Básico, será de aplicación la Instrucción del modelo Simplificado, con eficacia supletoria, y no directamente la Instrucción del modelo Normal.

3.  Características del modelo Normal

Aproximándonos a su función desde el punto de vista de su contenido, el Plan de Cuentas se estructura en cinco partes, precedidas por una Introducción en la que se explican las características fundamentales del Plan y las principales diferencias con respecto a las Instrucciones del 2004.

Las cinco partes en que se divide el Plan son:

1) Primera parte: Marco Conceptual de la contabilidad pública.

El Marco conceptual de la contabilidad, a modo de diccionario básico de la contabilidad pública local, es el conjunto de fundamentos, principios y conceptos básicos cuyo cumplimiento conduce, en un proceso lógico deductivo, al reconocimiento y valoración de los elementos de las cuentas anuales. Su incorporación al Plan y, en consecuencia, la atribución al mismo de la categoría de norma jurídica tiene como objetivo garantizar el rigor y coherencia del posterior proceso de elaboración de las normas de registro y valoración.

Para conocer adecuadamente el marco conceptual, hay que conocer su función, a saber, ser la fuente de principios de interpretación del propio sistema de información contable, mediante la definición de:


	
–  los documentos de las cuentas anuales,

	
–  los requisitos de la información contable,

	
–  los principios contables,

	
–  los elementos de las cuentas anuales y

	
–  los criterios contables para el registro y valoración de elementos.



2) Segunda parte: Normas de reconocimiento y valoración.

A modo de manual de instrucciones general, desarrollando los principios del marco conceptual.

Las normas de reconocimiento y valoración desarrollan los principios contables y otras disposiciones del marco conceptual de la Contabilidad Pública, particularizando criterios y reglas aplicables a distintas transacciones o hechos económicos, así como a diversos elementos patrimoniales.

Son de aplicación obligatoria, indisponibles a la potestad autonormativa local.

Esos «principios» se toman de:


	
–  el Marco conceptual del PGCP,

	
–  la Norma Internacional de Contabilidad del Sector Público número 1 llamada «presentación de estados financieros»,

	
–  el Marco conceptual del Consejo de Normas Internacionales de Contabilidad, y

	
–  los Documentos de los Principios Contables Públicos.



3) Tercera parte: Cuentas anuales.

Normas de elaboración y modelos obligatorios.

4) Cuarta parte: Cuadro de cuentas.

Es obligatorio, salvo en casos previstos expresamente:


	
–  Existencias del grupo 3.

	
–  Subgrupos 60 y 70.

	
–  Cuentas de control presupuestario del grupo 0.



5) Quinta parte: Definiciones y relaciones contables.

A modo de manual de instrucciones particular, desarrolla el manual de instrucciones general ya recogido en las normas de reconocimiento y valoración.

Sólo recoge los principales motivos de cargo y abono de las cuentas, por lo que es el intérprete de ellas el que finalmente determinará el procedimiento de contabilización. No obstante, se recogen en esta obra algunas sugerencias.

4.  Características de la contabilidad de las empresas públicas locales

Se rigen por las normas aplicables al sector privado; por la contabilidad privada.

Con mayor desarrollo, podemos decir que las entidades que integran el sector público empresarial, estatal, autonómico y local deben aplicar los principios y normas de contabilidad recogidos en el C. Com y en el PGC de la empresa española, así como en sus adaptaciones y disposiciones que lo desarrollan, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 121.3 de la LGP/2003, en el artículo 200.2 del TRLRHL, y en las respectivas normas que regulan esta materia en el ámbito autonómico.

En particular, entendemos, en cuanto a la Orden EHA/733/2010, de 25 de marzo, por la que se aprueban aspectos contables de empresas públicas que operan en determinadas circunstancias, «BOE» núm. 74, de 26 de marzo de 2010:

a) Las normas cuarta y quinta sobre activos no generadores de flujos de efectivo serán de aplicación obligatoria para las entidades integrantes del sector público empresarial local, cualquiera que sea su naturaleza jurídica, que deban aplicar los principios y normas de contabilidad recogidos en el C. Com y en el PGC de la empresa española y que, considerando el carácter estratégico o de utilidad pública de su actividad, entregan bienes o prestan servicios con regularidad a otras entidades o usuarios sin contraprestación, o a cambio de una tasa, o de un precio político fijado, directa o indirectamente, por la Administración Pública.

En particular, quedan incluidas dentro de esta categoría las entidades que construyen o gestionan infraestructuras o prestan servicios públicos utilizando activos no generadores de flujos de efectivo.

b) Las normas segunda, tercera y sexta serán de aplicación obligatoria a todas las empresas públicas.






	 (1) 

	Informe elaborado por el TCu relativo a la Moción sobre el control interno, llevanza de la contabilidad, gestión de personal y contratación de las entidades locales.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	Origen de los datos: Secretaría General de Administración Digital del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital.


	 Ver Texto 









6 Naturaleza


 Las Instrucciones, en sus modelos Normal, Simplificado y Básico, tienen naturaleza reglamentaria, subordinada al TRLRHL, y, en tanto que desarrollo de éste, su contenido es obligatorio para las entidades locales.







7 Clasificación


 1.  Instrucción aplicable

1.1.  Por ley

Hoy disponemos de tres modelos contables:


	
–  Normal, que es el ordinariamente aplicado.

	
–  Simplificado, sólo para entidades de reducido presupuesto de ingresos y población.

	
–  Básico, excepcionalmente, para entidades de muy reducido presupuesto de ingresos y población.



Del modelo Normal al Simplificado se reducen las obligaciones de proceso de la información (así, se reduce el número de indicadores que forman parte de las cuentas anuales), aunque se conservan el régimen de partida doble y las normas de registro y valoración.

Del modelo Simplificado al Normal se reducen aún más las obligaciones de proceso de la información y se elimina el régimen de partida doble (por lo que el régimen de registro y valoración aplicable también se modifica; por ejemplo, la contabilización de pasivos ya no atiende a coste amortizado sino a valor nominal, como regla general).

En particular, deben aplicar las normas contenidas en la Instrucción del modelo Normal de contabilidad local:


	
a)  Los municipios (y no las otras entidades locales) cuyo presupuesto (el último aprobado o el último prorrogado) exceda de 3.000.000 €, así como aquellos cuyo presupuesto no supere este importe, pero exceda de 300.000 € y cuya población (según el último Padrón de habitantes publicado, no el que resulte del Padrón publicado y del suma y resta conocido por el Ayuntamiento) sea superior a 5.000 habitantes.

	
b)  Las demás entidades locales (que no sean municipios) siempre que su presupuesto exceda de 3.000.000 €.

	
c)  Los organismos autónomos dependientes de las entidades locales contempladas en los apartados anteriores.



Las entidades locales incluidas en el ámbito de aplicación de la Instrucción del modelo Simplificado de contabilidad local podrán (si lo desean y cuando así lo aprueba el Pleno de la entidad) aplicar la Instrucción del modelo Normal de contabilidad local.

En todo caso, los organismos autónomos deberán aplicar la misma Instrucción de contabilidad que la entidad local de la que dependan.

A estos efectos, se tomará como importe del Presupuesto el de las previsiones iniciales de ingresos del último Presupuesto aprobado definitivamente por la entidad local (obsérvese que no se atiende a las previsiones de gastos, sino de ingresos) y, en su caso, el de las previsiones iniciales de ingresos que, para la entidad local y sus organismos autónomos, se deduzca del estado de consolidación del Presupuesto a que se refiere el apartado 1.c) del artículo 166 del TRLRHL, correspondiente al último Presupuesto aprobado.

La determinación del número de habitantes se efectuará en función de las cifras de población resultantes de la última revisión del padrón municipal.

Las sociedades mercantiles dependientes de entidades locales adaptarán su contabilidad a las disposiciones de la contabilidad privada, siéndoles de aplicación su respectiva Instrucción sólo en lo que se refiere a rendición de cuentas a los órganos de control externo. Idéntico criterio seguirán las entidades públicas empresariales locales.

El modelo Básico es exclusivo de entidades locales que sean municipios y que tengan un presupuesto inferior a 300.000,01 €, y sólo para el caso de que decidan voluntariamente adoptar dicho modelo. En caso de no optar por la aplicación voluntaria del modelo Básico, les sería de aplicación, subsidiariamente, el modelo Simplificado.











	¿Qué Instrucción aplicar?
	Presupuesto (según previsiones iniciales de ingresos) + población (según último Padrón)



	Entidad
	< 300.000,01 €
	
300.000,00 € <

+

< 3.000.000,01 €

+

< 5.001 hab.


	
300.000,00 € <

+

< 3.000.000,01 €

+

> 5.000 hab.


	> 3.000.000,00 €



	
Municipios

+

Organismos autónomos dependientes


	
Simplificado

Optativos: Básico (salvo para Organismos Autónomos) y Normal


	
Simplificado

Optativo: Normal


	Normal
	Normal



	
Entidades locales diferentes del municipio

+

Organismos autónomos dependientes


	
Simplificado

Optativo: Normal


	
Simplificado

Optativo: Normal


	
Simplificado

Optativo: Normal


	Normal





1.2.  Por acuerdo

Las entidades locales españolas a las que sea de aplicación un modelo simplificado de contabilidad, ya sea el Simplificado propiamente dicho o el aún más simplificado conocido como Básico, siempre que hayan optado por la aplicación de este modelo, pueden en cualquier momento optar por la aplicación de un modelo superior.

Cuando opten por un modelo superior este último les será íntegramente de aplicación.

A donde no alcanza la autonomía local es a poder acordar el fraccionamiento del ámbito de aplicación de las Instrucciones. La regla 1ª del modelo Simplificado sólo prevé la voluntariedad en la aplicación integral del modelo Normal de contabilidad. Sería nulo por tanto un Acuerdo plenario de aplicación del modelo Normal para ciertas áreas contables, preservando sin embargo la aplicación del modelo Simplificado para el resto.

2.  Diferencias entre Instrucciones

La diferencia fundamental entre los regímenes Normal y Simplificado, frente al modelo Básico, es que aquéllos se basan en el método de contabilidad por partida doble mientras que este último, el Básico, se basa en el registro de las operaciones por partida simple.

Ello implica, entre otras cosas, que el modelo normal y el simplificado proporcionan mucha más información de la situación económico-financiera, patrimonial y presupuestaria de la entidad local que el modelo básico.

A tal efecto, resulta necesario resaltar que el registro contable de las operaciones aplicando el método de la partida simple imposibilita, salvo la liquidación del presupuesto, la elaboración y obtención de los documentos que integran las cuentas anuales relacionadas en el Plan Simplificado o en el Normal.


EJEMPLO PRÁCTICO

En el modelo Básico, transferencias y subvenciones únicamente deben registrarse en la liquidación del presupuesto, mientras que en el Simplificado y el Normal, al efectuarse la contabilización por partida doble, además del registro presupuestario, los activos, pasivos y patrimonio neto deben contabilizarse en el balance, y los ingresos y gastos, en el resultado económico-patrimonial y en el estado de cambios del patrimonio neto.



En cuanto a las divergencias entre el modelo Simplificado y el Normal, en el primero no se utilizan las cuentas de los grupos 8 y 9, lo que facilita —siguiendo el ejemplo— la contabilización de la imputación de los ingresos por subvenciones por el ente beneficiario.

Otras diferencias notables entre los modelos Normal y Simplificado, las encontramos en que el modelo Simplificado:


	
–  no contempla el estado de flujos de efectivo,

	
–  el coste amortizado de un activo no incluye las comisiones de gestión adelantadas.




DE UN VISTAZO El sistema contable local español es el actual estadio de concreción para la administración local de un proceso superior de doble armonización: la armonización de la legislación nacional respecto de la internacional, y la armonización de la contabilidad pública respecto de la privada.

El marco conceptual y normas de registro y valoración son de aplicación obligatoria.

Las cuentas reguladas son de uso obligatorio, salvo:


	
–  Existencias del grupo 3

	
–  Subgrupos 60 y 70, y

	
–  Cuentas de control presupuestario del grupo 0



Pueden crearse libremente divisionarias de las cuentas, y subdivisionarias de la divisionarias ya creadas.

No pueden crearse nuevas cuentas dentro de cada subgrupo, sino que habrá que actuar a través de las divisionarias que se creen.

Aunque un concreto movimiento de cargo o abono no esté regulado para una cuenta, ello no nos impide utilizar dicha cuenta.



3.  Problemas particulares

3.1.  Organismos autónomos

Los organismos autónomos se caracterizan porque:


	
a)  Se rigen por regla general por la Instrucción de contabilidad que sea aplicable a la entidad local de que dependan.

	
b)  Nunca les será de aplicación el modelo Básico, solo aplicarán el modelo Simplificado o el Normal.



3.2.  Entidades locales menores

Asimismo, las Instrucciones de contabilidad serán de aplicación, teniendo en cuenta sus especificaciones, a las entidades de ámbito inferior al municipio.

3.3.  Sociedades mercantiles

¿Se distingue según participación íntegra o mayoritariamente local? ¿Pueden las sociedades mercantiles dependientes aplicar voluntariamente el PGC Pública adaptado a la Administración Local?

No.

La contabilidad aplicable a las sociedades mercantiles de capital, íntegra o mayoritariamente local, es la misma que la aplicable a cualquier sociedad mercantil.

Entendemos (1)  que no se aplican a la contabilidad de las sociedades mercantiles la mayoría de las normas establecidas en las Instrucciones.

No obstante, el sometimiento al régimen de contabilidad pública implica:


	
a)  Las cuentas de las sociedades mercantiles de capital íntegramente propiedad de las entidades locales se integran en la Cuenta general. De forma que a la Cuenta general habrá de agregarse la Memoria, el Balance de situación y la Cuenta de pérdidas y ganancias.

	
b)  Las sociedades mercantiles están sujetas al control financiero de la Intervención.




AL DETALLE Se consideran sociedades públicas de las entidades locales a efectos de su régimen presupuestario y contable, aquéllas en las que la entidad participa en proporción superior al 50% de su capital o fondo social.

Pero las mercantiles dependientes son también aquellas sobre las que se ejerce un control de hecho.



3.4.  Contabilidad financiera de las entidades de derecho público

Las entidades de derecho público, ¿Se rigen todas por uno de los planes de cuentas locales?

No.

Hay entidades de derecho público aún no adaptadas a la nueva legislación sectorial privada en cuanto a su forma, pero que materialmente son de derecho privado por razón de su actividad y régimen de -no- dependencia.

Las entidades que aplican los principios y normas de contabilidad recogidos en el C. Com y el PGC de la empresa española son:


	
a)  Las entidades públicas empresariales dependientes de la entidad local, o de cualquiera de sus organismos autónomos vinculados o dependientes de ella.

	
b)  Las sociedades mercantiles.

	
c)  Las entidades que en la actualidad revisten la forma jurídica de entidad de derecho público y no se hayan adaptado a las previsiones.



3.5.  Llevanza de la contabilidad de entidades dependientes

El órgano de contabilidad de la entidad local, ¿Gestiona la contabilidad de sus entes dependientes de derecho privado?

No.

A la Intervención de la entidad local o al órgano que tenga atribuida la función contable, sólo corresponderá su inspección.

Entendemos (2)  que, en cuanto a los organismos autónomos y sociedades mercantiles dependientes de la entidad local (siendo evidente que quien inspecciona no puede ser el mismo que realiza el trabajo inspeccionado) la contabilidad será llevada por los órganos determinados en sus respectivos estatutos.

3.6.  Sociedades mercantiles dependientes. Definición de dependencia

Las sociedades íntegra o mayoritariamente participadas, ¿Son las mercantiles dependientes?

No.

Porque el concepto de mercantiles dependientes incluye además aquellas sobre las cuales se ejerce el control de hecho.


ATENCIÓN!!! Concepto amplio de mercantil dependiente.

Deben considerarse sociedades dependientes no sólo aquellas en las que la entidad local tenga participación total o mayoritaria, sino también aquellas en las que la entidad local tenga controlada su gestión y administración.



Por una parte, el art. 53.1 del TRLRHL, a la hora de establecer el ahorro neto habla de entes y sociedades dependientes, a lo que añade el art. 54 que las sociedades mercantiles dependientes precisarán la previa autorización del Pleno de la corporación e informe de la Intervención para la concertación de operaciones de crédito a largo plazo. Sin embargo, la propia Ley no establece qué debe considerarse como sociedades dependientes a estos efectos.

Por otra parte, en sede de contabilidad local, el art. 200.2 TRLRHL dispone que las sociedades mercantiles en cuyo capital tengan participación total o mayoritaria las entidades locales estarán igualmente sometidas al régimen de contabilidad pública, sin perjuicio de que se adapten a las disposiciones del C. Com y demás legislación mercantil y al PGC vigente para las empresas españolas, añadiendo el art. 204. 2, asimismo, que competerá a la Intervención la inspección de la contabilidad de los organismos autónomos y de las sociedades mercantiles dependientes de la entidad local, de acuerdo con los procedimientos que establezca el Pleno.

Poniendo ambos extremos en relación, puede afirmarse que tendrán la consideración de sociedades dependientes aquellas en cuyo capital tengan participación total o mayoritaria las entidades locales.

Lo que ocurre es que entendemos que el concepto de sociedad dependiente es más amplio que el de la simple participación mayoritaria en una sociedad (3) . La definición legal es la de la sociedad en la que las acciones pertenecen parcialmente a una Corporación local. Pero ésta no es una definición correcta, puesto que, si la participación de la corporación local se limita al capital, cosa que se puede conseguir por la simple compra de un paquete de acciones, no estaremos ante una sociedad dependiente.

Desde esta perspectiva, el accionariado del ente local responde a un doble tipo, según su finalidad sea patrimonial o gestora. Para que exista sociedad dependiente el accionariado ha de ser gestor, y no meramente patrimonial (4) .

3.7.  Sociedades mercantiles dependientes: «Régimen de contabilidad pública» y régimen de contabilización privada

El artículo 200.2 del TRLRHL, en coherencia con la DT 2ª de la Ley 57/2003, somete al régimen de contabilidad pública:


	
–  a las mercantiles íntegramente participadas, y

	
–  a las entidades públicas empresariales.



Así, las sociedades mercantiles en cuyo capital tengan participación total o mayoritaria las entidades locales estarán igualmente sometidas al régimen de contabilidad pública, sin perjuicio de que se adapten a las disposiciones del C. Com y demás legislación mercantil y al PGC vigente para las empresas españolas.

Por ello, si bien dichas cuentas de las entidades instrumentales mercantiles deben formar parte de la Cuenta General de las entidades territoriales y organismos autónomos —estando sometidas a fiscalización— las normas de contabilización que les son aplicables no son las establecidas en la IMNCL, sino las establecidas en el PGC para las empresas.

Ese régimen de contabilización privada es igualmente aplicable:


	
–  a las Entidades Públicas Empresariales, y

	
–  a entidades bajo control, aunque dicho control no esté sustentado en una participación mayoritaria.



Dicho «régimen de contabilidad pública» se identifica con la rendición de cuentas al TCu, a cuyos efectos:

a) Está limitado: 


	
–  al régimen de control financiero posterior, y

	
–  a la formación de estados de previsiones de ingresos y gastos (para permitir la consolidación de sus cuentas).b) No incluye: 



	
–  el régimen presupuestario, ni

	
–  el régimen de control de legalidad de Intervención.



3.8.  Instrucción diferente de la obligada

En caso de que la entidad local aplique un modelo inferior al que sería de aplicación, ¿Qué efectos tiene la aplicación de un modelo inferior al obligatorio?

La nulidad de la Cuenta General.

Entendemos (5)  que la diferencia fundamental entre los dos regímenes contables es el método de contabilidad aplicado. A tal efecto, resulta necesario resaltar que el registro contable de las operaciones aplicando el método de la partida simple imposibilita, salvo la liquidación del presupuesto, la elaboración y obtención de los documentos que integran las cuentas anuales relacionadas en el modelo Simplificado o en el Normal.

En la Cuenta general se recogen las actuaciones y hechos de contenido económico, financiero, patrimonial o presupuestario que han sucedido en un ejercicio determinado y han sido registradas en un sistema informático de una forma u otra. La declaración de nulidad de la Cuenta General, por no haberse ajustado al procedimiento legalmente establecido para ello, supondría, a continuación, la necesidad de volver a formarla ajustándose a los parámetros que les sea de aplicación, lo que implicaría, necesariamente, registrar de nuevo las operaciones realizadas en el ejercicio, así como, en su caso, los ajustes necesarios, en un sistema contable adaptado a la Instrucción de aplicación.

Una vez formada nuevamente la Cuenta general, deberá someterse a los trámites regulados en el TRLRHL para su posterior aprobación por el Pleno y rendición al TCu.

4.  Cambio de Instrucción

Cuando una entidad local aplique el modelo Simplificado y deje de cumplir los requisitos requeridos, aplicará el modelo Normal, cuando reúna las características propias del modelo Normal durante 3 ejercicios consecutivos.

Los modelos contables se aplican por ejercicios completos, también, en los supuestos de cambio de modelo contable.


DE UN VISTAZO Cuando se trate de entidades locales diferentes de un municipio, es obligatorio el modelo normal siempre que su presupuesto exceda de los 3.000.000,00 €.

Cuando se trata de municipios, es obligatorio el modelo normal siempre que:


	
–  su presupuesto sea igual o superior a 3.000.000,01 €, o también

	
–  cuando no sea igual o superior a 3.000.000,01 € pero sí a 300.000,01 €, y además su población sea igual o superior a 5.001 habitantes.



Cuando se trata de municipios o entidades locales que no son municipios, se presume la aplicación del modelo simplificado:


	
–  cuando el presupuesto sea inferior a 300.000,01 €, o bien

	
–  cuando el presupuesto sea igual o superior a 300.000,01 €, pero inferior a 3.000.000,01 € y la población sea igual o superior a 5.001 habitantes.










	 (1) 

	Redacción de El Consultor, El Consultor de los Ayuntamientos, N.o 14, Sección Consultas, Quincena del 30 jul. al 14 ago. 2005, Ref., pág. 2320, tomo 2, Editorial El Consultor de los Ayuntamientos (LA LEY 2320/2005), deben aplicarse las normas del C. Com (LA LEY 1/1885), de la LSC (LA LEY 14030/2010) y el PGC.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	De conformidad con El Consultor de los Ayuntamientos, N.o 12, Sección Consultas, Quincena del 30 jun. al 14 jul. 2007, pág. 2004, tomo 2, Editorial LA LEY.


	 Ver Texto 




	 (3) 

	Lliset Borrell y López Pellicer, Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales.


	 Ver Texto 




	 (4) 

	Redacción de El Consultor de los Ayuntamientos El Consultor de los Ayuntamientos, N.o 4, Sección Consultas, Quincena del 28 Feb. al 14 Mar. 2008, Ref. 624/2008, pág. 624, tomo 1, Editorial LA LEY.


	 Ver Texto 




	 (5) 

	Comentarios a la Sentencia 00201/2018 por la que se declara la nulidad del Acuerdo de Pleno del Ayuntamiento de Somiedo, por el que se aprueba la Cuenta General del año 2016, por no ser conforme con el Ordenamiento jurídico, Beatriz M. Vigo Martín, El Consultor de los Ayuntamientos, N.o 2, Sección Presupuestos y contabilidad, febrero 2019, pág. 47, Editorial Wolters Kluwer.


	 Ver Texto 









8 Contenido


 1.  Entidades contables sujetas a las Instrucciones

Una «entidad contable» es, a los efectos previstos en las Instrucciones, cada entidad local u organismo autónomo incluido en el ámbito de aplicación de su respectiva Instrucción.

Esta descripción adolece de cierta circularidad; por ello, aproximémonos a una doble aproximación, positiva y negativa.

a) Delimitación positiva: entidades administrativas locales.

A los efectos de la contabilidad pública local, tienen el carácter de entidades contables las entidades locales territoriales (municipio, provincia, isla, área metropolitana, comarca, mancomunidad), sus organismos autónomos, y los consorcios adscritos, exclusivamente.

Las entidades locales, sus organismos autónomos y los consorcios que estén adscritos a la entidad local, quedan sometidos al régimen de contabilidad pública con arreglo a la correspondiente Instrucción.

b) Delimitación negativa: entidades no administrativas dependientes.

En cambio, las entidades públicas empresariales, sociedades mercantiles y demás entes públicos dependientes de la entidad local llevarán su contabilidad de acuerdo con lo establecido en el PGC vigente para las empresas y sus correspondientes adaptaciones sectoriales.


DE UN VISTAZO Las entidades contables de una Instrucción son los sujetos obligados a aplicar esa determinada Instrucción.

Son sujetos obligados los entes territoriales, organismos autónomos y consorcios.

Las entidades dependientes aplicarán la misma Instrucción que su entidad de adscripción.

Las demás entidades, no administrativas pero adscritas, aplicarán el régimen privado que les corresponda según su naturaleza.



2.  Obligación de rendir cuentas

2.1.  Concepto

Las entidades incluidas en el ámbito de aplicación de su respectiva Instrucción están obligadas a rendir cuentas de sus operaciones, cualquiera que sea la naturaleza de estas, al TCu. En su caso, también se deberán rendir al órgano de control externo de su Comunidad Autónoma.

ATENCIÓN!!! «Cualquiera que sea la naturaleza de estas» significa con independencia de la normativa contable a que se hallen sujetas las citadas entidades.


2.2.  Fundamento constitucional

La CE, determina en su art. 133.4 que las Administraciones Públicas sólo podrán contraer obligaciones financieras y realizar gastos de acuerdo con las leyes. Si unimos este mandato al principio genérico que exige el artículo 9.1, que sujeta a ciudadanos y poderes públicos a la Constitución y al resto del Ordenamiento Jurídico, y al establecido específicamente para la Administración Pública en el art. 103.3, que somete la Administración Pública a la Ley y al Derecho, se aprecia una más que clara exigencia de adecuar las actuaciones conducentes a la gestión y ejecución de los ingresos y los gastos públicos al principio de legalidad.

El referido «principio de legalidad», en el ámbito de la Hacienda pública y su contabilización, nos lleva a recordar el principio de vinculación positiva de la Administración a la Norma, en cuya virtud cualquier actuación necesita de una cobertura normativa previa y expresa, de manera que la Administración Pública solo puede hacer lo que expresamente le está permitido por el Ordenamiento jurídico.

Además de esta vinculación formal a la Norma, la CE determina en su art. 31.2 la necesidad de que el gasto público realice una asignación equitativa de los recursos públicos, y su programación y ejecución respondan a los criterios de eficiencia y economía.

Consecuencia de ambas obligaciones (formal, la previa autorización, y material, la correcta gestión), se prevé en la Constitución la existencia de garantes que, de manera externa e interna, fiscalicen y controlen la adecuación a la legalidad de la gestión económica en general y de las cuentas en particular de todo el Sector Público. Como «garante» principal, sobresale el TCu en su papel de supremo órgano fiscalizador de las Cuentas del Sector Público, el cual será el censor de éstas a través de sus dos funciones: fiscalizadora y de enjuiciamiento contable.

No obstante, el TCu no tiene una competencia exclusiva y excluyente. Junto con el TCu, existen otros órganos creados al amparo de los respectivos Estatutos de Autonomía, que pueden ejercer funciones meramente fiscalizadoras —nunca de enjuiciamiento contable— sobre la actividad del Sector Público de su territorio y sus entidades locales. En ese sentido, se ha desarrollado el artículo 136 de la CE a través de la LOTCU.

2.3.  Sometimiento parcial, aplicación total

Hay que distinguir los conceptos de:


	
–  «aplicación» de la contabilidad pública local, el cual y como concepto, incluye obligaciones más amplias, internas y externas, y

	
–  «sometimiento» al régimen de contabilidad pública, que incluye obligaciones más limitadas de naturaleza externa.



Por una parte, la «aplicación» interna (control y normas) y externa (control) se extiende: a las entidades locales, a sus organismos autónomos y a los consorcios adscritos.

Por otra parte, el «sometimiento» externo (control) se extiende: a las sociedades mercantiles, en cuyo capital tengan participación total o mayoritaria las entidades locales, y a las entidades públicas empresariales locales, que estarán igualmente sometidas al régimen de contabilidad pública, sin perjuicio de que se adapten a las disposiciones del C. Com y demás legislación mercantil y al PGC vigente para las empresas españolas.

Uno y otro concepto —«aplicación» de la contabilidad pública local y «sometimiento» al régimen de contabilidad pública— confluyen en la «sujeción» al régimen de contabilidad pública, esto es, la obligación de rendir cuentas de las respectivas operaciones, cualquiera que sea su naturaleza, al TCu y a los equivalentes órganos de control externo autonómicos, donde los haya.

3.  Ejercicio contable

3.1.  El año natural es el año contable

El ejercicio contable coincidirá con el año natural, salvo en los casos de disolución o creación de la entidad contable.

En los casos de disolución de una entidad, las cuentas anuales se referirán al período que vaya desde el 1 de enero hasta la fecha de su disolución; mientras que, en los casos de creación de una entidad, las cuentas anuales se referirán al período que vaya desde la fecha de su creación hasta el 31 de diciembre del mismo ejercicio.

3.2.  Corregir obligaciones de cerrados. Incidencia en la Cuenta General

Si no se registran contablemente obligaciones correctamente reconocidas en el ejercicio, ¿Pueden contabilizarse en un ejercicio posterior, sin necesidad, por ello, de aprobar nueva cuenta general?

Sí.

Pero expresará su origen en ejercicios cerrados.

Puede ocurrir que la liquidación del presupuesto bien sea del anterior o de cualquiera de los anteriores, no recoja la totalidad de las obligaciones reconocidas pendientes de pago, situación que obligará a tramitar la modificación de las obligaciones de presupuestos cerrados, incrementando las cantidades iniciales de las obligaciones reconocidas.

ATENCIÓN!!! Ha de tenerse en cuenta que, de acuerdo con el art. 191.1 TRLRHL, los saldos a 31 de diciembre quedan en poder de la Tesorería de la entidad «según sus respectivas contracciones», lo que implica que, salvo que concurran los motivos indicados de errores u omisiones, tales saldos son inamovibles.


En cuanto al órgano competente, entendemos (1)  que el que en un determinado momento, anterior al de comienzo del ejercicio en que nos encontramos, haya podido producirse un error en el reconocimiento y liquidación de una o varias obligaciones presupuestarias, es cuestión que debe acreditarse en el correspondiente expediente, cuya resolución compete obviamente al órgano que tiene competencia para el reconocimiento de las obligaciones, esto es, de ordinario la Presidencia de la entidad, salvo que se tratara del reconocimiento extrajudicial de créditos.

En resumen, ordinariamente sería suficiente que por la Alcaldía o Presidencia se dictase la correspondiente resolución, reflejándose contablemente en la forma ordinariamente aplicada.

3.3.  Disolución de ente dependiente

Las operaciones realizadas hasta la fecha de la disolución por el ente dependiente disuelto, ¿Con qué fecha se reconocen en la contabilidad del ente dominante?

1 de enero del ejercicio en curso.

Salvo que el acuerdo de disolución expresamente prevea su eficacia en un momento posterior.


EJEMPLO PRÁCTICO

Cuando se disuelve mediante acuerdo plenario en el mes de agosto, una sociedad mercantil de un ayuntamiento destinada a facilitar arrendamientos de vivienda a bajo coste, publicándose en el Boletín Oficial del Registro Mercantil de octubre, las operaciones realizadas desde el 1 de enero deberán integrarse en la contabilidad del ayuntamiento. Eso incluirá, en su caso, la necesidad de regularizar las operaciones por IVA soportado y repercutido, desde el 1 de enero. Si terminara el ejercicio sin haberse producido la integración en las cuentas de la entidad, sería necesario reformular las cuentas anuales.



4.  Contabilidad centralizada

Cada entidad contable (territorial o adscrita) deberá aplicar un modelo contable centralizado, teniendo en cuenta los siguientes principios:

	
a)  Se centralizará en la Unidad de contabilidad de la entidad contable el registro de todas las operaciones, con independencia del lugar físico donde se capturen las mismas o donde se obtenga la información contable. Esta exigencia de contabilización centralizada es compatible con la captura descentralizada de información en diferentes oficinas contables.





AL DETALLE Subentidades contables.

El principio de entidad contable, ¿Impide a las entidades locales crear entidades contables descentralizadas o desconcentradas?

No.

Impide la descentralización, pero no la desconcentración en subentidades.

En ese sentido, podrán constituirse subentidades cuyo sistema contable esté coordinado con el correspondiente al central, cuando existan órganos administrativos que, formando parte de una entidad, tengan dotaciones diferenciadas en el presupuesto de esta y competencias propias para su gestión y las estructuras organizativas y las necesidades de gestión e información lo requieran.



	
b)  Las cuentas anuales tendrán carácter unitario y mostrarán la situación patrimonial y financiera, el resultado económico patrimonial y la ejecución del Presupuesto de la entidad contable en su conjunto.



AL DETALLE Por ello, cuando el órgano de contabilidad —Intervención, en su caso— elabore los requerimientos funcionales a los que deba responder el sistema informático, tanto en relación con las modificaciones sobre los subsistemas existentes como respecto a nuevos subsistemas, en colaboración, en su caso, con otras unidades administrativas, habrá de tener presente que tales requerimientos funcionales incluyan el diseño de las salidas del sistema de información, tanto en lo que se refiere a la información a obtener de forma centralizada como a la que se debe generar en cada una de las oficinas contables.



5.  Partida doble

5.1.  Cuentas obligatorias

La contabilidad de las entidades contables se llevará por el método de partida doble, de acuerdo con las normas contenidas en la Instrucción aplicable —o, en el caso de entidades sujetas al modelo básico, de partida simple— y con las que se dicten en desarrollo de esta, debiendo ajustarse a su Plan de Cuentas anexo, en los términos siguientes:


	
a)  El registro de las operaciones contables se realizará con sujeción al marco conceptual de la contabilidad pública y a las normas de reconocimiento y valoración recogidos en sus partes Primera y Segunda.

	
b)  Se aplicará un modelo contable centralizado, debiendo utilizarse con carácter vinculante el desarrollo de grupos, subgrupos, cuentas de primer orden (codificadas con tres dígitos), cuentas de segundo orden (codificadas con cuatro dígitos) y cuentas de tercer orden (codificadas con cinco dígitos) previsto en sus partes Cuarta y Quinta.



En el método de partida doble, cada operación se registrará dos veces, una vez como recurso (o variación de pasivos) y otra como empleo (o variación de activos). El total de operaciones registradas como recursos o variaciones de pasivos y el total de operaciones registradas como empleos o variaciones de activos han de ser iguales, lo que permite comprobar la consistencia de las cuentas.

En función de sus necesidades de gestión e información, la entidad contable podrá:


	
–  Desarrollar sus propias cuentas de primer orden en los casos expresamente previstos en el Plan.

	
–  Utilizar cuentas de segundo orden y de tercer orden no previstas en el Plan, así como otras divisionarias.




DE UN VISTAZO Son orientativos: Códigos y denominaciones de los subgrupos 30 a 38, y 60, 61, 70 y 71.

Son facultativos:


	
–  El uso de las cuentas del grupo 0 «Cuentas de control presupuestario»

	
–  El uso de subdivisionarias, para las cuentas ya reguladas



Son obligatorios: El uso del resto de cuentas, y sus denominaciones.



5.2.  Cuentas adicionales: Cuentas de control

¿Pueden crearse cuentas adicionales para distinguir fuentes de ingresos, cuando el PGCPAL no prevé cuenta específica?

Sí.

Pero sólo con una numeración adicional a la existente.

A este respecto, hay que señalar (2)  que para las cuentas 430 y 490, las divisionarias a abrir deben serlo de las respectivas subcuentas 4300 y 4900 de los Planes de Cuentas.

5.3.  Operaciones excluidas de la partida doble

Los hechos económicos, ¿Se registran todos en partida doble?

No.

No todas las operaciones se registran en partida doble.

Excluidas, quedarían:


	
–  compromisos de gastos con cargo a ejercicios posteriores,

	
–  depósitos de valores,

	
–  compromisos de ingresos.



6.  Destinatarios de la información contable

6.1.  Hay obligación de informar

La información contable que se elabore por las entidades contables irá dirigida a los siguientes destinatarios:


	
a)  El Pleno de la Corporación local.

	
b)  Los órganos de gestión, tanto en el nivel político como en el administrativo.

	
c)  El TCu y los órganos de control externo de las Comunidades Autónomas, así como la Comisión Especial de Cuentas de cada entidad local.

	
d)  Los órganos encargados del control interno de las entidades contables en sus distintas acepciones: función interventora y controles financiero y de eficacia.

	
e)  Los órganos de las Administraciones públicas que ejerzan funciones de tutela en relación con la entidad contable.

	
f)  Los órganos de la Unión Europea, tanto administrativos como de control.

	
g)  Los acreedores de la propia entidad contable.

	
h)  Los analistas financieros y económicos.

	
i)  Otras entidades públicas y privadas, asociaciones, usuarios de los servicios prestados por la entidad contable y ciudadanos en general.



6.2.  No hay acción pública

La amplitud de los destinatarios de la información contable, ¿Permite entender que hay acción pública para la correcta aplicación de las normas contables?

No.

Porque el control de legalidad es una función reservada a órganos administrativos.

La Jurisdicción Contencioso-Administrativa no ejerce el control jurisdiccional de las cuentas de las entidades locales porque —de conformidad con la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Navarra 469/2008, entre otras— verificar el adecuado registro y contabilización de las operaciones realizadas y su fiel y regular reflejo en las cuentas y estados que conforme a las disposiciones aplicables debe formar cada órgano o entidad es función atribuida a los órganos no jurisdiccionales (con la excepción del TCu en la función de enjuiciamiento contable), o sea, a los órganos que tienen atribuidas por ley la fiscalización de las cuentas y de la gestión económico-financiera del sector público.

Así, la obligación de rendir cuentas e informar a ciertos destinatarios de la información contable no es susceptible de crear derechos y obligaciones o de modificar la situación jurídica de terceros. Por esa razón, las resoluciones del TCu y de las instituciones autonómicas análogas en materia de fiscalización financiera o contable no están sujetos al control de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, pero sí y tan solo los actos y disposiciones en materia de personal, administración y gestión patrimonial sujetos al Derecho Público.


AL DETALLE Sí hay una acción pública en materia presupuestaria, al amparo del artículo 170.1.a), 2 y 171 del TRLRHL, y también para instar el procedimiento de enjuiciamiento contable ante el TCu, al amparo del artículo 47 de la LOTCU; pero no hay una acción de esa naturaleza para instar ante las administraciones o ante los tribunales la revisión de la contabilidad pública con arreglo a las Normas, Criterios e Instituciones aplicables a las entidades públicas.

Podrá invocarse un interés público en el cumplimiento de la legalidad contable, pero no puede invocarse un interés privado en esa materia porque el acto contable no afecta a la esfera jurídica de los ciudadanos.



7.  Competencias contables del Pleno de la Corporación

Corresponde al Pleno de la Corporación:

– Aprobar la Cuenta general de la entidad local.

– Aprobar las normas reguladoras de la gestión contable, previo informe del órgano de la entidad local que tenga atribuida la función de contabilidad.

– Determinar los criterios de aplicación del marco conceptual y de las normas de reconocimiento y valoración, previa propuesta del órgano de la entidad local que tenga atribuida la función de contabilidad.

Determinará, por ejemplo: los criterios para calcular el importe de los derechos de cobro de dudosa o imposible recaudación; los criterios para la amortización de los elementos del inmovilizado, y optar, en su caso, por el modelo de la revalorización del inmovilizado.

ATENCIÓN!!! La competencia plenaria alcanza a, literalmente, «criterios», no a la concreta cuantificación. No puede el Pleno del Ayuntamiento, por ejemplo, ordenar la concreta amortización de un bien concreto por un importe dado, o declarar que cierta deuda en particular es de dudoso cobro en un porcentaje dado.


– Establecer procedimientos de inspección del sector mercantil dependiente, a propuesta del órgano de la entidad local que tenga atribuida la función de contabilidad.

– Establecer plazos y periodicidad para la remisión al Pleno de información sobre ejecución presupuestaria y gestión extrapresupuestaria.

8.  Competencias contables del órgano de la entidad local que tenga atribuida la función de contabilidad (por defecto, la Intervención)

8.1.  Catálogo

Corresponde al órgano de la entidad local que tenga atribuida la función de contabilidad:

– Llevar las contabilidades financiera y presupuestaria de la entidad local, pero no de los entes dependientes.

– Formar la Cuenta general de la entidad local.

– Formar los estados consolidados de las cuentas que determine el Pleno de la Corporación, con arreglo a criterios usualmente aceptados.

– Recabar de los entes dependientes la presentación de los documentos que acompañen a la Cuenta general, y la información necesaria para efectuar, en su caso, los procesos de consolidación contable.

– Coordinar las funciones contables de la entidad local, emitiendo las instrucciones técnicas oportunas e inspeccionando su aplicación.

ATENCIÓN!!! Dentro del movimiento económico de la entidad local, la Intervención puede no ser el único contable, pues cabe que algunas funciones o actividades de esta naturaleza se encomienden a unidades administrativas especializadas, pero la coordinación, dirección e inspección de las contabilidades llevadas por esas otras personas sí que corresponderá en último término al Interventor o al órgano que tenga atribuida la función contable.


– Organizar la conservación de toda la información contable que permita poner a disposición de los órganos de control los justificantes, documentos, cuentas o registros del sistema de información contable por ellos solicitados en los plazos requeridos.

ATENCIÓN!!! Respecto a la información contable facilitada a los distintos destinatarios, el responsable de la contabilidad únicamente responde de la identidad entre la misma y la existente en las bases de datos del sistema.


– Inspeccionar la contabilidad de los entes dependientes.

– Elaborar la información sobre ejecución presupuestaria y gestión extrapresupuestaria para la remisión al Pleno, por conducto de la Presidencia.

– Elaborar el Avance de la Liquidación del presupuesto corriente que debe unirse al Presupuesto de la entidad local.

– Determinar la estructura del Avance de la Liquidación del presupuesto corriente, de conformidad con lo que se establezca por el Pleno de la entidad.

8.2.  Certificado de existencia de crédito

En una entidad local con interventor y órgano de contabilidad, ¿Quién expide el certificado de existencia de crédito?

El órgano de contabilidad (3) .

El certificado de existencia de crédito tiene la función de acreditar que para la aplicación o aplicaciones el importe que figura en el documento de retención de créditos para gastar existe saldo de crédito disponible y que se procede a su retención.

El artículo 32.2 del RD 500/1990 hace recaer en la Intervención la responsabilidad de emitir este certificado en el ejercicio de su función de responsable de la contabilidad; por ello, en aquellas entidades locales en que la función de contabilidad queda fuera de las competencias de la Intervención y recae en otro órgano, será este último a quien le competa la función de emitir el citado certificado de existencia de crédito.

Esta certificación servirá a la Intervención para realizar, con posterioridad, su función fiscalizadora en cuanto a la comprobación de la existencia de crédito y de que el crédito es adecuado y suficiente para el gasto que se propone.

Por ello, con independencia de que el documento contable «Retención de créditos» sustituya o no al certificado de existencia de crédito, aquel deberá ser suscrito por el órgano autorizante.

8.3.  Concejales con acceso a contabilidad

Una concejalía delegada de Hacienda, ¿Puede tener claves de acceso al sistema contable?

Sí.

Porque es información relevante para el ejercicio de sus funciones.

Y sin necesidad de autorización u ordenación interpuesta —sin perjuicio de lo que pudiera contemplarse con carácter adicional en el Reglamento Orgánico, en su caso— la concejalía con delegación en materia de Hacienda tendría derecho a acceder a la información del servicio.

El Consultor se ha pronunciado en ese sentido (4) , considerando:


	
a)  Dentro del estatuto de los cargos electos, y en concreto de los derechos inherentes al mismo conforme al art. 77 de la LRBRL, se halla el obtener información.

	
b)  Los miembros de las Corporaciones locales gozan, una vez que tomen posesión de su cargo, de los honores, prerrogativas y distinciones propios del mismo que se establezcan por la Ley del Estado o de las Comunidades Autónomas (art. 73.2 LRBRL). En ese sentido, todos los miembros de la Corporación tienen derecho a obtener de la Alcaldía o Presidencia o de la Comisión de Gobierno cuantos antecedentes, datos o informaciones obren en poder de los servicios de la Corporación y resulten precisos para el desarrollo de su función. Esta previsión genérica debe completarse con los arts. 14 y siguientes del ROF/1986.

	
c)  En particular, el art. 15 del ROF/1986 prevé que los respectivos servicios administrativos se encuentran obligados a facilitar información, sin necesidad de que se acredite autorización cuando se trate del acceso de los miembros de la Corporación que ostenten delegaciones o responsabilidades de gestión, a la información propia de las mismas.



Si bien no se define en el Reglamento, acudiendo analógicamente a lo previsto en el art. 13 de la LTBG 19/2013 pudiera ser una definición admitida de información: Los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en poder del servicio, y que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones.


AL DETALLE Modulación del acceso.

En todo caso, no es menos cierto que tal derecho de acceso a la información podría verse modulado en función del régimen de delegación que la Alcaldía hubiera realizado en la Concejalía de Hacienda, pues no serían equiparables de tratarse de una delegación genérica, referida a una o varias áreas o materias determinadas, y que podrán abarcar tanto la facultad de dirigir los servicios correspondientes como la de gestionarlos en general, incluida la facultad de resolver mediante actos administrativos que afecten a tercero, como de tratarse de una delegación especial al amparo del art. 43 del ROF/1986.



8.4.  Contabilizar lo ilegal

Si la Intervención detecta que, en el ámbito civil o mercantil, un acto jurídico carece de perfección legal, ¿Puede negarse a contabilizarlo?

No.

La contabilidad es una descripción aséptica de los hechos, los hechos ilegales también se contabilizan, siendo la contabilidad precisamente el instrumento adecuado para que un observador externo pueda detectarlo. Si las cuentas muestran la imagen fiel, son legales, aunque reflejen hechos que no lo son.

Es frecuente que los usuarios de una obra como esta, pues la contabilidad pública local coadyuva a sus funciones de control de la legalidad, tiendan a confundir los conceptos de activo con los de derecho y propiedad, legalmente conseguidos, o los de pasivo con los de obligación reclamable judicialmente, y que de esa manera hagan depender el reflejo contable de los hechos de un análisis sobre su legalidad.

Nada más lejos de la realidad, si la contabilidad es un idioma, se limita a describir asépticamente los hechos, con independencia de su legalidad. Aunque una obligación cumplida sea ilegal, si ha sucedido, se debe reflejar, e inversamente, si un derecho es legal, pero no se va a realizar, no se debe reflejar como tal derecho.

Posteriormente, se realizarán los análisis oportunos y se exigirán las responsabilidades que correspondan.

8.5.  Fiscalización de los documentos contables

Los documentos contables, ¿Pueden repararse por Intervención?

No.

Porque son instrumentales.

Los documentos contables no están sometidos a fiscalización ya que son una consecuencia de anteriores propuestas.

De conformidad con el Informe de la Intervención General de la Administración del Estado de 26/05/1999, por el que se resuelve discrepancia sobre la contabilización de determinados documentos de un contrato de asistencia técnica, los documentos contables sólo están concebidos como instrumentos necesarios para llevar a cabo la contabilización de las operaciones que soportan.


AL DETALLE Documentos con errores.

La Intervención, cuando ejerza las funciones del órgano de contabilidad, deberá firmar los referidos documentos contables, salvo, como es obvio, que contengan errores materiales o que no se remitan junto con los justificantes preceptivos; pero dichos documentos no podrán ser objeto de reparo, pues éste sólo tiene sentido en el ejercicio de la función fiscalizadora, que afecta únicamente a expedientes o documentos en los que se formulen propuestas de gasto, reconocimiento o pago de obligaciones.

En consecuencia, si el único defecto de que adolecen los documentos contables de referencia es un error en el importe del documento y el mismo ya ha sido corregido, no existe inconveniente en que la Intervención u órgano de contabilidad proceda a la contabilización de los referidos documentos.



8.6.  Intervención como gestora contable privada

La Intervención local, ¿Lleva la contabilidad de las mercantiles dependientes?

No.

Sin perjuicio de que ejerza el control financiero.

El art. 200 del TRLRHL distingue claramente dos regímenes jurídicos distintos en cuanto a la aplicación de normas contables:


	
a)  De un lado, las entidades locales y sus organismos autónomos quedan sometidos al régimen de contabilidad pública.

	
b)  De otro, en cuanto a las sociedades mercantiles en cuyo capital tengan participación total o mayoritaria las entidades locales estarán igualmente sometidas al régimen de contabilidad pública, sin perjuicio de que se adapten a las disposiciones contables vigentes para las empresas españolas.



Posteriormente, el art. 201 aclara el contenido de la sujeción al régimen de contabilidad pública, que se reduce a la obligación de rendir cuentas de las respectivas operaciones, cualquiera que sea su naturaleza, al TCu.

Entendemos (5)  que:


	
–  La contabilidad aplicable a las sociedades mercantiles de capital íntegra o mayoritariamente local, es la misma que la aplicable a cualquier sociedad mercantil privada. Esto es, deben aplicarse las normas del C. Com, y normativa sectorial mercantil y de sociedades y el PGC. No se aplican a su contabilidad la mayoría de las normas establecidas en las Instrucciones.

	
–  Al ser aplicables dichas normas, los libros y estados que tienen que presentarse son los del resto de las empresas españolas, y que se regulan en las normas anteriormente señaladas.

	
–  El sometimiento al régimen de contabilidad pública implica, como establece el art. 209.1.c) TRLRHL, que las cuentas de las sociedades mercantiles de capital íntegramente propiedad de las entidades locales se integran en la Cuenta general. De forma que a la Cuenta general de la entidad local se agregarán: la Cuenta de pérdidas y ganancias, el Balance de situación, el Estado de cambios de patrimonio neto, el Estado de flujos de efectivo y la Memoria.

	
–  Por otra parte, las sociedades mercantiles íntegra o mayoritariamente participadas estarán sujetas al control financiero de la Intervención.



8.7.  Intervención como órgano de administración

La Intervención local, ¿Puede administrar una mercantil dependiente, si lo prevén sus estatutos?

No.

La Intervención no puede formar parte del consejo de administración de una sociedad.

Entendemos (6)  que quien audita e inspecciona la contabilidad no puede formar parte del consejo de administración de la sociedad auditada e inspeccionada.

El porqué, radicaría en que al Interventor le están atribuidas las funciones de fiscalización y contabilidad, y, dentro de estas funciones, se encuentran las siguientes:


	
–  Conforme al art. 204.2 del TRLRHL competerá a la Intervención la inspección de la contabilidad de los organismos autónomos y de las sociedades mercantiles dependientes de la entidad local, de acuerdo con los procedimientos que establezca el Pleno.

	
–  Conforme al art. 220 del TRLRHL el control financiero tendrá por objeto comprobar el funcionamiento en el aspecto económico-financiero de los servicios de las entidades locales, de sus organismos autónomos y de las sociedades mercantiles de ellas dependientes. Dicho control tendrá por objeto informar acerca de la adecuada presentación de la información financiera, del cumplimiento de las normas y directrices que sean de aplicación y del grado de eficacia y eficiencia en la consecución de los objetivos previstos.



8.8.  Municipios de gran población: Órganos de contabilidad

Los municipios de gran población —entidades sujetas al régimen especial de municipios de gran población contenido en el Título XI de la LRBRL— deben tener un Órgano de contabilidad, conceptualmente separado de la Intervención, con sujeción a las siguientes reglas:


	
–  Se le atribuyen las funciones de contabilidad, diferenciadas de las de control interno.

	
–  Se determinará por el Reglamento Orgánico Municipal.

	
–  Si el Reglamento Orgánico Municipal nada determinase, se ejercería por Intervención municipal.

	
–  Si el Reglamento Orgánico Municipal determinase a qué órgano se le atribuyen las funciones de contabilidad, deberá ser titularidad de un funcionario de administración local con habilitación de carácter nacional.

	
–  Las normas reguladas en el TRLRHL a propósito de la contabilidad municipal ejercida por Intervención (las establecidas en el Capítulo III de su Título VI), se aplicarán al Órgano de contabilidad.

	
–  Le corresponde la firma de los documentos contables (todos: presupuestarios y no presupuestarios, y, dentro de los presupuestarios, los que no revelan ejecución del presupuesto, incluida la retención de crédito).



8.9.  Tesorería como órgano de contabilidad

8.9.1.  En municipios de régimen común, la Tesorería ¿Puede ejercer funciones de contabilidad?

No.

Defendemos el régimen unitario de la contabilidad financiera.

Porque ha sido superado —de conformidad con la Resolución 5/1992 de la Intervención General de la Administración del Estado— el antiguo artículo 6 del RRJFHN 128/2018, que sí lo permitía.

Entendemos (7)  que dicho régimen se entiende sin perjuicio de la llevanza por Tesorería de los libros necesarios para su propio control; pero corresponde a Intervención (sin perjuicio de que Tesorería pueda tener responsabilidades administrativas en cuanto a sus propias funciones contables de registro documental) la llevanza de los libros de contabilidad, incluidos los de contabilidad auxiliar de Tesorería.

8.9.2.  En Municipios de gran población, la Tesorería ¿Puede ejercer funciones de contabilidad?

Sí.

Así se infiere de:


	
–  hoy la función contable está desvinculada de la fiscalización;

	
–  la Tesorería corresponde a un funcionario de administración local con habilitación de carácter nacional, sin mayor concreción, y

	
–  el Reglamento Orgánico Municipal tiene autonomía para determinar a quién corresponden las funciones de contabilidad, así como las de tesorería, presupuestación y recaudación.



9.  La Intervención General de la Administración del Estado

La Intervención General de la Administración del Estado:


	
a)  Promueve el ejercicio de la potestad reglamentaria atribuida al Gobierno en materia contable.

	
b)  Emite pronunciamientos y dicta recomendaciones en orden a facilitar la aplicación de las normas reguladoras de la contabilidad pública local.

	
c)  Resuelve las consultas que le formulen en relación con las normas reguladoras de la contabilidad pública local.



10.  Configuración informática del Sistema de Información Contable

La configuración informática debe responder a los siguientes criterios:

a) Finalismo.

Estará orientada al cumplimiento del objeto y los fines de la Contabilidad.

b) Calidad.

Garantizará la integridad, coherencia, exactitud y automatismo de las anotaciones que, para cada una de las operaciones contables, se deban producir en los diferentes subsistemas a los que la operación afecte.

c) Concordancia.

Existirá la debida concordancia entre los distintos niveles de información agregada que se establezcan y la información de detalle que, para cada tipo de operación, se incorpore al mismo.

d) Simplicidad.

Simplificará los procedimientos contables mediante la aplicación intensiva de procedimientos y medios electrónicos, informáticos y telemáticos que garanticen la validez y eficacia jurídica de la información recibida desde los centros gestores para el registro contable de las operaciones y de la suministrada a los destinatarios de la información contable a través de estos medios, así como la de la documentación contable archivada y conservada por el sistema.

e) Seguridad.

Aplicará las medidas de seguridad exigidas por la normativa vigente en materia de ficheros de datos de carácter personal.

11.  Configuración documental

11.1.  Bases de datos informáticas (salvo en el modelo Básico)

Se regulan, en desarrollo del artículo 206 del TRLRHL, en las reglas 14 y 15 de los modelos Normal y Simplificado, y 16 del modelo Básico:


	
–  Bases de datos soportados informáticamente, en los modelos Normal y Simplificado, frente a

	
–  Libros de contabilidad, en el Modelo Básico.



Cuando se adopten bases de datos soportadas informáticamente, el sistema deberá permitir el seguimiento de los datos que han de integrarse en la Cuenta General.

Cuando en el Modelo Básico se adopten libros de contabilidad, porque las circunstancias lo aconsejen —atendido que no pueda llevarse por bases de datos soportadas informáticamente— desglosarán las operaciones relativas a:


	
–  Presupuesto de gastos

	
–  Presupuesto de ingresos

	
–  Operaciones no presupuestarias

	
–  Tesorería

	
–  Endeudamiento

	
–  Recursos afectados



Es de interés destacar que la contabilidad se configura como un sistema ya informatizado en el que la llevanza de libros de contabilidad tiene un carácter meramente supletorio. La informatización se articula a través de bases de datos informáticas que se concretarán por la entidad local atendiendo a sus propias necesidades; en la práctica, las entidades locales adquieren propiedades intelectuales informáticas para la llevanza de su contabilidad.


AL DETALLE Del libro al módulo.

Todas las empresas suministradoras de servicios de asistencia informática contable crean «módulos» con los que intentan aproximarse a la tradicional llevanza de libros: de conceptos presupuestarios, de conceptos no presupuestarios, avales y depósitos en garantía, embargos, personal, tributos, proyectos de gasto, inventario, inmovilizado, liquidaciones, contabilidad de costes, etc.

Sólo en caso de que no puedan mantenerse bases de datos informáticas, existirá obligación de llevar ciertas categorías de Libros de contabilidad (los que se señalan ex supra).



11.2.  Registros contables informáticos (y en euros)

El único soporte de conservación de la información estará integrado por los registros de las operaciones capturados en el sistema de información contable.

Así, no es obligatoria la llevanza de libros de contabilidad ni en papel ni en medios electrónicos, sino en bases de datos de un sistema informático.

El registro contable de las operaciones deberá efectuarse expresando los valores en euros.

11.3.  Justificación documental de los hechos contabilizados: insoslayable

Los hechos de contenido económico registrados en el sistema de información contable deberán acreditarse acompañados de un justificante que ponga de manifiesto su realización.

11.4.  Medios de justificación

11.4.1.  Electrónicos o en papel, indistintamente

El justificante que ponga de manifiesto la realización de hechos de contenido económico registrados en el sistema de información contable podrá soportarse por cualquier medio que cumpla con las garantías que se establezcan para las diferentes clases de operaciones. Por ello, se admitirán el papel o los medios electrónicos, informáticos, electrónicos o telemáticos.

Para medios no papel, se asegurará la validez y eficacia jurídica de los mismos, así como el cumplimiento de la normativa aplicable respecto a la protección de datos de carácter personal.

11.4.2.  Competencia para la firma de documentos a contabilizar, y competencia para la firma de documentos contables

La competencia para justificar los hechos económicos contabilizados, ¿Coincide con la competencia para contabilizar?

No.

Como se refleja en las reglas relativas al soporte de las anotaciones contables, frente a las reglas relativas a la justificación de las operaciones, las Instrucciones de contabilidad distinguen dos grandes categorías de firma:


	
–  una, de justificación de hechos o «autorización», y

	
–  otra, de contabilización de hechos o «toma de razón».



La autorización recae sobre justificantes de los hechos económicos que se van a contabilizar; por ejemplo, en una resolución de la administración reconociendo una obligación de pago, sería el caso de un Decreto de Alcaldía.

La toma de razón recae sobre los documentos contables que incorporan los hechos económicos al Sistema de Información Contable; por ejemplo, en una resolución de la administración reconociendo una obligación de pago, sería el caso de su correspondiente documento contable O.

11.4.3.  Competencia para la autorización

En el ámbito local:


	
–  Decreto de Alcaldía

	
–  Acuerdo de Pleno

	
–  Acuerdo de Junta de Gobierno Local

	
–  Resolución de Tesorería

	
–  Resoluciones de Concejalías y Consejerías delegadas

	
–  Resoluciones de puestos de trabajo que ejerzan funciones delegadas



11.5.  Soporte

11.5.1.  De las anotaciones realizadas

Las operaciones que hayan de ser contabilizadas se incorporarán al Sistema de Información Contable con el máximo nivel de desarrollo, de forma que sus datos queden debidamente registrados en todas las áreas contables a las que la operación afecte en función de su naturaleza.

El registro de las operaciones se podrá realizar por alguno de los siguientes procedimientos:


	
a)  Mediante captura directa en el sistema de los datos que consten en el propio justificante de la operación o, en su caso, en el oportuno documento contable.

	
b)  A través de la incorporación de dichos datos al sistema mediante la utilización de procedimientos o soportes electrónicos, informáticos o telemáticos.



En ambos procedimientos, el registro de las operaciones podrá realizarse de forma individual por cada operación o, en su caso, mediante incorporación masiva de datos relativos a grupos de operaciones.

Los documentos contables que, en su caso, se utilicen se establecerán por la propia entidad local en función de sus necesidades de información y de la operatoria que se siga en la tramitación de los diferentes tipos de operaciones a que pudiesen afectar.

Cuando se utilicen medios electrónicos, informáticos o telemáticos como soporte de las anotaciones contables, se asegurará la validez y eficacia jurídica de los mismos, así como el cumplimiento de la normativa aplicable respecto a la protección de datos de carácter personal.

ATENCIÓN!!! La «validez y eficacia» que se garantiza es la del soporte documental, no la del hecho contabilizado. Con el Marco conceptual veremos como el principio de prevalencia del fondo sobre la forma jurídica determina que la perfección jurídica del negocio contabilizado es casi indiferente (salvo cuando tenga eficacia constitutiva, como sería el caso de la usucapión). Por lo que la validez y eficacia que ahora se garantizan son las del documento que declara la producción de un hecho con jurídico con efectos económicos. Por ejemplo, el Órgano de contabilidad deberá asegurarse, antes de contabilizar un reconocimiento de obligación —como acto de ejecución presupuestaria, al margen de su contabilización financiera— que el Decreto o Acuerdo de reconocimiento del gasto ha sido efectivamente aprobado por el órgano competente.


Cuando las operaciones se incorporen al sistema mediante captura directa de los datos que consten en el propio justificante o en el oportuno documento contable, para que aquella incorporación tenga efecto es necesario que dichos documentos (justificantes y documentos contables) estén debidamente autorizados, mediante diligencias, firmas manuscritas, sellos u otros medios manuales, por quien tenga atribuidas facultades para ello.

Cuando las operaciones se incorporen al sistema mediante la utilización de soportes electrónicos, informáticos o telemáticos, los procedimientos de autorización y control mediante diligencias, firmas manuscritas, sellos u otros medios manuales podrán ser sustituidos por autorizaciones y controles establecidos en las propias aplicaciones informáticas que garanticen la identificación y el ejercicio de la competencia por quien la tenga atribuida.


ATENCIÓN!!! La regla de autorización previa impide la contabilización de hechos no soportados documentalmente, como herramienta para impedir que se contabilicen hechos no producidos jurídicamente.

En caso de incumplimiento, procedería informe desfavorable de auditoría.



11.5.2.  De la información contabilizada

Los hechos económicos contabilizados se traducen en dicha información contable que deberá plasmarse en unos documentos denominados «estados contables», que admitirán cualquier soporte, ya sea papel ya sea electrónico, siempre que reúna las características de:


	
a)  calidad, en el sentido de que se garantice su autenticidad, integridad y conservación;

	
b)  que se garantice asimismo la recepción por el destinatario, y

	
c)  que el destinatario de la información pueda tratar la información contable en forma idónea para el cumplimiento de los fines que deba satisfacer.



11.5.3.  Blockchain

¿Pueden contabilizarse operaciones mediante el uso de tecnologías de registro distribuido y, en particular, blockchain?

Sí.

Si tanto la contabilidad como los actos administrativos que reflejan, así se materializan (8) .

Porque las administraciones públicas están obligadas a actuar por medios informáticos y al tratamiento de calidad de la información. 

En el caso de los libros contables, así se admitiría siempre que se establezcan las necesarias garantías de autenticidad e integridad. Por lo que se refiere a los libros de actas, decretos y resoluciones (cuyo contenido se contabiliza) si partimos de la obligación de la Administración Pública de emplear exclusivamente medios electrónicos en su actuación (sea formalizada o no), debe entenderse derogada la legislación reguladora de los libros de actas, decretos y resoluciones en soporte papel, en especial la contenida en el ROF, que aunque de aplicación supletoria, continúa siendo una barrera clara a la extensión de este tipo de instrumento electrónico. 

Aproximándonos a una definición no técnica del mismo (9) , un registro distribuido es una base de datos de la que existen múltiples copias idénticas distribuidas entre varios participantes, las cuales se actualizan de manera sincronizada por consenso de las partes. Un registro distribuido es, fundamentalmente, una base de datos descentralizada y única que gestionan varios participantes. Es decir, es una base de datos de la que existen múltiples copias idénticas que están distribuidas entre varios participantes y que se actualizan de manera sincronizada.

La diferencia radica en el procedimiento de actualización: mientras que en una base de datos distribuida tradicional los participantes confían unos en otros y colaboran para mantener la consistencia de los datos, en un registro distribuido no existe confianza total entre las partes (o hay intereses contrapuestos), por lo que debe implantarse un mecanismo para verificar colectivamente los registros antes de compartirlos. En otras palabras, las actualizaciones no las realiza una autoridad central, sino que se producen por consenso de las partes, conforme a unas reglas o procedimientos aceptados por todos.

Normalmente, los registros distribuidos se implementan mediante una blockchain o cadena de bloques, que es un tipo de base de datos en la que las transacciones individuales se procesan y almacenan en grupos o bloques, conectados unos a otros en orden cronológico para crear una cadena. La integridad y la seguridad de los datos almacenados en la cadena se garantizan mediante criptografía.

Trasladando estas tecnologías al registro y valoración de hechos económicos, es decir, a la contabilidad, otra de las aplicaciones que pueden ser transformadas por la adopción de la tecnología de «registro distribuido» se refiere a los libros de registro (como los contables, o los de actas, decretos y resoluciones), en las que la actual utilización de las «firmas de diligenciamiento» puede ser sustituida por estas nuevas tecnologías de garantía.


DE UN VISTAZO Es indiferente el soporte de la información contable, siempre que el registro reúna 3 requisitos de calidad:

Requisito 1. Garantía de autenticidad.

Requisito 2. Garantía de recepción por el destinatario.

Requisito 3. Garantía de procesabilidad por el destinatario.

Siempre que se reúnan los 3 requisitos de calidad de la información, la información contable puede registrarse:


	
–  en soporte papel,

	
–  en soporte informático de registro centralizado, o

	
–  en soporte informático de registro distribuido.



Pero, para que el registro de los hechos económicos tenga lugar, podrá acudirse:


	
–  a su contabilización individualizada, o

	
–  a su contabilización en masa.



Y para ello, previamente, para que los hechos económicos se registren en contabilidad, deben estar previamente soportados en cualesquiera soportes documentales, siempre que reúnan 2 requisitos de calidad:

Requisito 1. Validez y eficacia del soporte documental declarativo del hecho económico (no validez ni eficacia jurídica del hecho económico).

Requisito 2. Respeto a la intimidad personal.



11.6.  Toma de razón

11.6.1.  Obligatoriedad, y simplicidad

En todo documento que haya producido anotaciones en contabilidad, ya se trate del propio justificante de la operación o de un documento contable específico para el registro de esta, deberá figurar una diligencia de toma de razón, certificada por el responsable de la contabilidad, acreditativa, como mínimo, de la fecha, el número de asiento y el importe con que dicho documento hubiese quedado registrado individualizadamente.

Dicha diligencia podrá realizarse mediante certificación mecánica efectuada por el propio equipo informático en que esté soportado el Sistema de Información Contable, cuando se haya optado por la llevanza de contabilidad por medios informáticos.

En el caso de que las operaciones sean registradas a partir de los datos contenidos en soportes electrónicos, informáticos o telemáticos, la diligencia de toma de razón se sustituirá por los oportunos procesos de validación en el sistema, mediante los cuales dichas operaciones queden referenciadas en relación con las anotaciones contables que hayan producido.

11.6.2.  Toma de razón por Tesorería

Respecto de documentos que constaten ingresos, ¿Debe Tesorería tomar razón?

No.

La toma de razón, de gastos y de ingresos, corresponde en exclusiva al Órgano de contabilidad (ordinariamente, pero no siempre, la Intervención) porque:


	
–  esa firma de Tesorería no aporta nada al documento, y

	
–  en cualquier caso, la responsabilidad por los apuntes y documentos contables va a ser siempre del órgano a quien corresponde la llevanza y control de la contabilidad.



11.6.3.  Informe-propuesta

Un informe-propuesta de acuerdo o resolución, en un expediente de gasto, ¿Produce anotaciones en contabilidad?

No.

Solo los actos administrativos producen efectos contables. Así, sólo el acuerdo, decreto, providencia o resolución son los documentos que producen efectos contables, y, por ello, son esos los documentos de que debe tomarse razón, y no otros.

En ese sentido, recuérdese que se someten a Intervención expedientes completos para su fiscalización, los cuales deben incluir una propuesta de gasto en cualquiera de sus fases.

En caso de aprobarse la propuesta posteriormente por el órgano competente, nacerá al ordenamiento el acto jurídico al que se dará reflejo contable; en caso contrario —por ejemplo, porque en virtud de reparo suspensivo y resolución de discrepancias se modifique en todo o en parte la propuesta de acuerdo— se habría «tomado razón» de un acto inexistente.

11.6.4.  Fecha de contabilización

La fecha del ingreso, ¿Debe coincidir con la de su contabilización?

No.

La fecha del documento contable no tiene por qué coincidir necesariamente con la del ingreso, porque la contabilización se puede realizar con posterioridad al ingreso en la cuenta corriente.


DE UN VISTAZO Los hechos económicos que se van a contabilizar deben figurar documentados.

Los documentos que justifican los hechos a contabilizar deben ellos mismos incorporar algún testimonio del hecho de haber sido contabilizados, sea mediante sello físico o mediante validación electrónica.

Uno u otro testimonios físico o electrónico reciben el nombre de toma de razón.

Ello es predicable tanto de documentos que justifiquen gastos como de documentos que justifiquen ingresos.

Sólo el órgano de contabilidad es competente para esta toma de razón en contabilidad.



11.7.  Conservación

11.7.1.  Conservación del soporte documental que atestigua el hecho contabilizado

Los justificantes de las operaciones junto con los correspondientes documentos contables, en su caso, deberán conservarse por la entidad y estarán a disposición del órgano u órganos de control competentes, al objeto de posibilitar y facilitar las actuaciones de control y verificación de la contabilidad que proceda realizar.

Los justificantes de los hechos que se registren y, en su caso, los correspondientes documentos contables, podrán conservarse por medios o en soportes electrónicos, informáticos o telemáticos, con independencia del tipo de soporte en que originalmente se hubieran plasmado, siempre que quede garantizada su autenticidad, integridad, calidad, protección y conservación. En estos casos, las copias obtenidas de dichos soportes gozarán de la validez y eficacia de los documentos originales.

Tanto los justificantes formalizados en documentos en papel como los que lo estén en soportes electrónicos, informáticos o telemáticos se deberán conservar durante un plazo de seis años contados desde la fecha de remisión al órgano u órganos de control externo, de las cuentas anuales donde se pongan de manifiesto las respectivas operaciones, salvo que la justificación de que se trate esté sometida a otros plazos de conservación o se hubiera interrumpido el plazo de prescripción de la posible responsabilidad contable. Sin perjuicio de esto, la documentación justificativa de las valoraciones asignadas a activos y pasivos deberá conservarse, al menos, durante el período en que dichos activos y pasivos figuren en balance.

Se podrá proceder a la destrucción de los justificantes, siempre y cuando se hayan cumplido los plazos a que se refiere el apartado anterior, previa comunicación al órgano u órganos de control externo a que hubiese correspondido actuar y sin que estos hayan manifestado impedimentos al respecto.

No procederá la destrucción de los justificantes en aquellos supuestos en que, por la naturaleza de los documentos de que se trate, esté establecido su envío a un archivo histórico de documentos.

11.7.2.  Conservación del soporte documental de la contabilización de hechos

Los registros de las operaciones anotadas en el Sistema de Información Contable se conservarán durante un período de seis años contados desde la fecha de remisión al órgano u órganos de control externo, de las cuentas anuales donde se hubiese plasmado la información contenida en dichos registros, salvo que esta información esté sometida a otros plazos de conservación o se hubiera comunicado la interrupción del plazo de prescripción de la posible responsabilidad contable.

Después de seis años, y transcurrido el plazo de prescripción de la posible responsabilidad contable, los registros de las operaciones podrán ser destruidos siempre que, mediando la oportuna comunicación, no existiesen impedimentos por parte del órgano u órganos de control externo a que correspondiese actuar.

No procederá la destrucción de los registros contables en aquellos supuestos en que, por la naturaleza de estos, esté establecido su envío a un archivo histórico de documentos.

11.7.3.  Conservación de la documentación en soporte no papel

La conservación de la documentación, ¿Debe realizarse en el mismo papel que soportó la operación?

No.

Si el programa informático permite el archivo de los documentos en soporte digital de forma adecuada, no es necesario que estos se archiven también en papel.

11.7.4.  Responsabilidad por falta de conservación de la documentación

La falta de conservación de la documentación justificativa de las operaciones contables, ¿Genera responsabilidad?

Sí.

ATENCIÓN!!! La responsabilidad generada por la omisión del deber de conservación es de naturaleza contable, sustentada a través de la Sección de Enjuiciamiento del TCu.


El TCu podrá exigir responsabilidad contable por falta de conservación de la documentación:


	
–  si no se cumplen los plazos señalados (6 años, ampliables en caso de interrupción de la prescripción de la responsabilidad contable, o la necesaria para justificar la valoración de activos y pasivos), o

	
–  si a pesar de cumplirse los plazos señalados, y previa comunicación, hubiese señalado su oposición al respecto.




DE UN VISTAZO Hay dos realidades que considerar, entendiendo la contabilidad como un registro de hechos económicos: la realidad extrarregistral contable (integrada por los hechos económicos que se producen al margen de su registro por contabilidad, y que se registran por la contabilidad cuando se presentan los documentos que justifican su producción) y la realidad registral contable (integrada por la documentación que se forma mediante el registro de hechos económicos).

La documentación relativa a la realidad extrarregistral contable puede conservarse en soporte digital inicial o digitalizado posterior.

Ambas documentaciones —extrarregistral y registral— deben conservarse durante un plazo de seis años, a contar desde que concluya el período de prescripción por las responsabilidades que se puedan derivar de los hechos documentados.

En el caso particular de documentos que justifiquen valoraciones de activos y pasivos, se conservarán mientras unos u otros permanezcan en balance.

Después de seis años, y salvo normativa especial, se procederá a la destrucción de ambas documentaciones (registral de contabilización y extrarregistral contabilizada), salvo:


	
–  oposición del órgano de control externo, o

	
–  traslado a un archivo histórico.
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Capítulo II Áreas contables de especial trascendencia





Documentación relacionada


 Legislación estatal

•  Sobre Hacienda local

Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales (TRLRHL).

Real Decreto 500/1990, de 20 de abril, por el que se desarrolla el Capítulo primero del Título sexto de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales, en materia de presupuestos.

•  Sobre Contabilidad

Orden HAP/1781/2013, de 20 de septiembre, por la que se aprueba la Instrucción del modelo normal de contabilidad local (IMNCL).

Orden HAP/1782/2013, de 20 de septiembre, por la que se aprueba la Instrucción del modelo simplificado de contabilidad local y se modifica la Instrucción del modelo básico de contabilidad local, aprobada por Orden EHA/4040/2004, de 23 de noviembre.

Orden HAC/1364/2018, de 12 de diciembre, por la que se modifican los planes de cuentas locales anexos a las instrucciones de los modelos normal y simplificado de contabilidad local, aprobadas por las Órdenes HAP/1781 y 1782/2013, de 20 de septiembre.

Orden EHA/1037/2010, de 13 de abril, por la que se aprueba el Plan General de Contabilidad Pública.

Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el Plan General de Contabilidad.

Real Decreto 1515/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el Plan General de Contabilidad de Pequeñas y Medianas Empresas y los criterios contables específicos para microempresas.

Jurisprudencia

Juzgado de lo Contencioso-administrativo N.o 3 de Oviedo, Sentencia 201/2018 de 10 oct. 2018, Proc. 290/2017. (LA LEY 177772/2018)

STSJ Castilla y León 298/2012, tomando palabras del Informe del Tribunal de Cuentas de fecha 14 de junio de 2010.

Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León 3673/2008, de 30 de julio de 2008.

Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Asturias 2537/2003, de 29/05/2003.

Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, Sala de Sevilla, 12107/2001, de 13/09/2001.

Doctrina

MORENO SERRANO, Beatriz, «Recursos administrados por cuenta de otros entes públicos: contabilización por el ente titular», El Consultor de los Ayuntamientos, N.o 18, Sección Colaboraciones, Quincena del 30 sep. al 14 oct. 2013, Ref. 1745/2013, pág. 1745, tomo 2. (LA LEY 6687/2013)

VALLE TORRES, José Luis, «Contabilidad de la administración de recursos de otros entes públicos en la IMNCL 2004», El Consultor de los Ayuntamientos, N.o 17, Sección Colaboraciones, Quincena del 15 al 29 Sep. 2007, Ref. 2769/2007, pág. 2769, tomo 2. (LA LEY 5200/2007)

Órganos administrativos

Informe del Tribunal de Cuentas N.o 831.

Consulta de la Intervención General de la Administración del Estado N.o 5/2000, de 10 de abril de 2000, formulada por un ayuntamiento, en relación con la incidencia de las devoluciones de ingresos afectados en el cálculo del Remanente de Tesorería.

Intervención General de la Administración del Estado, Principios contables públicos, Documentos 1 a 8, Comisión de Principios y Normas Contables Públicas, Centro de Publicaciones del Ministerio de Economía y Hacienda, Madrid, 1994, Documento 8, Gastos con financiación afectada.

Consultas

«Incorporación de remanentes de crédito que amparan gastos con financiación afectada (excesos de financiación acumulada)». (LA LEY 7152/2018)

«Registro de los documentos contables cuando no está implantada la administración electrónica», El Consultor de los Ayuntamientos, 26 de octubre de 2015, Editorial Wolters Kluwer. (LA LEY 808/2015)

«Deben considerarse sociedades dependientes no sólo aquellas en las que la entidad local tenga participación total o mayoritaria, sino también aquellas en las que la entidad local tenga controlada su gestión y administración», El Consultor de los Ayuntamientos, N.o 4, Sección Consultas, Quincena del 28 Feb. al 14 Mar. 2008, Ref. 624/2008, pág. 624, tomo 1, Editorial LA LEY. (LA LEY 481/2008)

«Empresas municipales. Contabilización de los gastos de urbanización», El Consultor de los Ayuntamientos, N.o 6, Sección Consultas, Quincena del 30 marzo al 14 abril 2005, Ref. 915/2005, pág. 915, tomo 1, Editorial El Consultor de los Ayuntamientos. (LA LEY 768/2005)








9 Remanentes de crédito


 1.  Consideraciones previas

El estado de gastos del Presupuesto se compone de varias partidas (distribuidas en 9 capítulos) asignadas a su propio fin (partida) y valoradas monetariamente (crédito).

Sobre las partidas presupuestarias —a nivel de bolsa de vinculación— se soportan los actos de ejecución del presupuesto; de esta manera, puede retenerse crédito —y, en su caso, autorizarse, comprometerse, y finalmente reconocerse la obligación— sobre la parte del crédito presupuestario —sobre la valoración económica de la partida— de que no se haya hecho uso todavía. Esa parte de la partida (calculada a nivel de bolsa de vinculación) de que no se haya hecho uso, constituye, en una fecha determinada, el saldo disponible. Cuando el saldo disponible se calcula a las 24:00 horas del 31 de diciembre, nos encontramos con los remanentes de crédito. Como el saldo disponible a las 24:00 horas del 31 de diciembre del ejercicio N se calcula con la liquidación del Presupuesto en el ejercicio N+1, se afirma que remanentes de crédito son los saldos de las partidas presupuestarias que resultan de la liquidación del Presupuesto.

Los remanentes de crédito son la parte del crédito presupuestario que —por las razones que sean— no han soportado a 31 de diciembre un reconocimiento de obligación sobre la totalidad de su importe disponible; es decir, queda parte del saldo de la partida presupuestaria pendiente de ejecución (de reconocimiento de la obligación, o fase «O»).

El principio de anualidad presupuestaria determina, en su aplicación estricta, que dicho crédito no pueda ser ya utilizado y, por ello, deba anularse el crédito. Esta regla no es sino racional derivación de que el Presupuesto sea aprobado por un órgano político, que sólo autoriza para gastar caudales públicos durante un período determinado, transcurrido el cual, caduca la autorización del Pleno, y debe obtenerse nueva autorización; funciona como un corolario del principio de separación de poderes.

No obstante, se permite disponer de parte de dichos saldos pendientes de utilizar, siempre que se cumplan tres condiciones:


	
a)  Condición 1. A fin de respetar el principio de anualidad, el crédito debe incluirse en alguna de las situaciones previstas en el art. 182 del TRLRHL, respecto de las cuales se entiende que no se vulnera el principio de anualidad.

	
b)  Condición 2. A fin de respetar el principio de equilibrio presupuestario, y para disponer del crédito (que es gasto), deberá garantizarse la disponibilidad de recursos financieros (sean ingresos, sean menores gastos de otras partidas).

	
c)  Condición 3. A fin de respetar el principio de competencia presupuestaria (que, a nivel de Estado, se corresponde con la representatividad popular parlamentaria) y para que el crédito de un ejercicio presupuestario sea gastado en un ejercicio presupuestario diferente, el órgano responsable de la aprobación del Presupuesto deberá tramitar la correspondiente autorización expresa, a través de una modificación del nuevo Presupuesto.



Para el adecuado control contable de dichos remanentes, los remanentes de crédito serán objeto de un seguimiento y control individualizado, a efectos de su posible incorporación a los créditos del presupuesto del ejercicio inmediato siguiente.

Hay que advertir que el cálculo y uso de los remanentes de crédito es materia sustantiva presupuestaria y no normativa adjetiva contable. Por ello, no se profundiza en este Bloque de Contabilidad Pública Local sobre su contenido presupuestario. Únicamente, nos centramos en su seguimiento por el Órgano de contabilidad.

2.  Régimen jurídico

De conformidad con el art. 99 del RD 500/1990, los remanentes de crédito, sin más excepciones que las señaladas en el art. 182 del TRLRHL, quedarán anulados al cierre del ejercicio y, en consecuencia, no se podrán incorporar al Presupuesto del ejercicio siguiente.

No obstante, los remanentes de créditos no anulados (por estar incluidos en las cuatro excepciones del artículo 182 del TRLRHL) podrán incorporarse al Presupuesto del ejercicio siguiente en los supuestos que para dichas excepciones se establecen, mediante la oportuna modificación presupuestaria y previa incoación de expedientes específicos en los que debe justificarse la existencia de suficientes recursos financieros.

De este modo, los créditos que al cierre del ejercicio no queden afectos al cumplimiento de obligaciones reconocidas quedarán anulados de pleno derecho sin perjuicio de que pudieran ser incorporados al Presupuesto siguiente en los casos de: operaciones de capital, gastos afectados, compromisos del último trimestre y autorizaciones en función de la recaudación.

Así, con fecha 31 de diciembre del ejercicio, se procederá a anular en contabilidad, para todas y cada una de las aplicaciones presupuestarias, y por este orden:


	
–  los saldos de compromisos primero, y

	
–  los saldos de autorizaciones después.



Los remanentes de crédito resultantes de efectuar estas operaciones deberán igualmente ser anulados. Así, si el crédito no ha sido aplicado a una obligación de pago concreta, quedará anulado de pleno derecho.

3.  Concepto

Tienen la consideración de remanentes de crédito aquellos créditos presupuestarios del ejercicio que al cierre y liquidación del Presupuesto no estén sujetos al cumplimiento de obligaciones reconocidas.

4.  Finalidad

Su existencia no tiene más utilidad que permitir modificaciones presupuestarias en el ejercicio N+1, y no en el presupuesto siguiente.

Aunque la norma se refiera al «ejercicio siguiente», hay que entender la referencia hecha al ejercicio concomitante a la liquidación del presupuesto en que se determina la existencia de remanentes de crédito. Hablamos de ejercicios, y no de presupuestos.

Es decir, si se aprueba un presupuesto para el ejercicio N, y se liquida en N+1, se permitirá la utilización de remanentes durante el ejercicio N+1, con independencia de cuál sea el presupuesto aplicable en el ejercicio N+1, y con independencia de que el presupuesto aprobado para N+1 pueda extender sus efectos a N+2. Los remanentes del «presupuesto de N» se aplican al «ejercicio N+1», pero no al presupuesto N+1 ni al ejercicio N+2 con presupuesto aprobado en N+1. Lo presupuestario se proyecta sobre lo natural. Si en N+1 no se hace uso de los remanentes, con independencia de que haya o no presupuesto aprobado, se pierden de la contabilidad.

5.  Naturaleza

El Sistema de Información Contable para la Administración local tiene por objeto registrar todas las operaciones de naturaleza presupuestaria y no presupuestaria —pero con efectos en las esferas económica, financiera y patrimonial— que se produzcan en el ámbito de la entidad contable, así como mostrar, a través de documentos específicos —ya sean estados resultantes de los libros registrales contables, ya sean informes específicamente elaborados al efecto— la imagen fiel de su patrimonio, de su situación financiera, del resultado económico patrimonial y de la ejecución de su Presupuesto.

En este sentido, los remanentes de crédito son una herramienta para el seguimiento del estado de ejecución presupuestaria. A través de su cuantificación y seguimiento por el Órgano de contabilidad, se ayuda a garantizar el respeto al principio de legalidad en el uso de esos remanentes.

Considérese que los créditos presupuestarios son pequeñas normas que autorizan y simultáneamente obligan a la realización de un gasto para un fin y en cierta cuantía. Toda desviación de una norma, por pequeña que sea, debe ser objeto de un seguimiento por el Órgano de contabilidad.

Ahora bien, las reglas que se describen en el presente Capítulo tienen una función meramente instrumental: sólo se refieren a la correcta forma de realizar su seguimiento contable, y no son normas sustantivas que prevengan regla alguna sobre su cálculo y utilización.

6.  Características

No obstante la naturaleza adjetiva de la regulación contable sobre remanentes de crédito, hay que destacar aquí las características sustantivas que inciden en su seguimiento contable.

A saber:


	
–  Mediante la incorporación de remanentes de crédito se trasladan créditos no gastados del Presupuesto anterior liquidado (en el caso de recursos ordinarios) o no liquidado (en el caso de recursos afectados) al Presupuesto corriente.

	
–  El expediente de incorporación de créditos es un expediente de modificación presupuestaria.

	
–  La incorporación de remanentes se subordina a la acreditación de recursos financieros suficientes.

	
–  Si los «recursos financieros suficientes» están afectados, los remanentes de crédito se deben reincorporar año tras año hasta el fin de la antedicha afectación, ya sea por agotamiento de crédito o por renuncia al gasto.

	
–  Si los «recursos financieros suficientes» no están afectados, sólo se incorporan los remanentes de un Presupuesto al Presupuesto inmediato siguiente. A estos efectos, es indiferente que se trate de Presupuesto aprobado por acuerdo plenario o se trate de Presupuesto prorrogado por la ley.



7.  Clasificación

Se parte del cálculo de los remanentes de crédito iniciales, que son los que deben determinarse como consecuencia de la liquidación del Presupuesto.

ATENCIÓN!!! Y cuando decimos «liquidación» no decimos «aprobación de la liquidación». Es decir, con la liquidación formada, ya se tiene conocimiento de cuáles son los remanentes de crédito, y se pueden utilizar. Si la liquidación es o no aprobada posteriormente es un problema de incumplimiento de actos debidos, una mala praxis que se da en muchas entidades locales como consecuencia del deseo de manifestar la disconformidad con la gestión de la entidad por parte de su Alcaldía o Presidencia. Pero la falta de aprobación de la Liquidación no impide la incorporación de remanentes de crédito.


Dichos remanentes de crédito se clasificarán en comprometidos y no comprometidos, y unos y otros, a su vez, en incorporables y no incorporables. De este modo, se reflejará en contabilidad cuáles, de los remanentes, sirven realmente para la financiación de gasto en el ejercicio presente:

a) Créditos incorporables son aquellos respecto de los que no hay veto a su utilización en el ejercicio siguiente.

Así sucede con aquellos que dispongan de financiación afectada, en tanto no se desista del gasto. También, con aquellos que hayan llegado a la fase de compromiso de gasto en el ejercicio inmediatamente anterior. Igualmente, considérense posibles compromisos de dotación plurianual.


AL DETALLE Contratos plurianuales.

Un problema de gestión presupuestaria es el tratamiento dado a contratos plurianuales, cuando una entidad local se obliga a dotar crédito presupuestario por un importe dado en cada una de las anualidades. En caso de que en un ejercicio resulten remanentes de crédito, habrán de ser objeto de incorporación; por ello, la dotación definitiva deberá ser igual al compromiso asumido incrementado en el importe de los remanentes de crédito del ejercicio anterior, después de su incorporación. Cuando la entidad contable hace constar como créditos definitivos los que se deban a la incorporación de remanentes de crédito y no a la consignación inicial con recursos propios, se habrá producido un incumplimiento del contrato por la entidad.



b) Créditos no incorporables son aquellos respecto de los que hay veto a su utilización en el ejercicio siguiente.

Así sucede con aquellos que dispongan de financiación afectada, cuando se desista del gasto. También, con aquellos que hayan llegado a la fase de compromiso de gasto en el ejercicio inmediatamente anterior. Y, por supuesto, así sucede con aquellos que, por cualesquiera razones, se declaren no incorporables.

En ese sentido, de conformidad con las Instrucciones, la no incorporabilidad de remanentes de crédito es el acuerdo por el cual se declara como no incorporable la totalidad o una parte del saldo de remanentes, a efectos de impedir que puedan expedirse certificaciones contra dicho saldo.

8.  Contenido

8.1.  Límites sustantivos a la incorporación de remanentes

Podrán incorporarse a los correspondientes créditos de los presupuestos de gastos del ejercicio inmediato siguiente, siempre que existan para ello los suficientes recursos financieros:

a) Los créditos extraordinarios y los suplementos de créditos, así como las transferencias de crédito, que hayan sido concedidos o autorizados, respectivamente, en el último trimestre del ejercicio.

Se entiende que no se vulnera el principio de anualidad presupuestaria porque la inejecución de estos créditos autorizados resulta, no de la obstativa voluntad de no desarrollarlos, sino de lo limitado del marco temporal. En muchas entidades locales un trimestre no es tiempo suficiente o bien para proveer de crédito una partida presupuestaria, licitar un contrato, adjudicarlo, permitir que se ejecute la obra o servicio y reconocer la obligación, o bien para realizar una convocatoria de subvenciones, adjudicarlas, pagarlas y aprobar su justificación.

b) Los créditos que amparen los compromisos de gasto debidamente adquiridos en ejercicios anteriores, previa incorporación de los créditos en el supuesto de que amparen proyectos financiados con ingresos afectados —que deberán incorporarse obligatoriamente, salvo que se desista total o parcialmente de iniciar o continuar la ejecución del gasto—.

En cuanto a los compromisos de gasto, incluye aquellas partidas presupuestarias en las que se ha alcanzado la fase «D» (compromiso) de ejecución del gasto; se entiende que no se vulnera el principio de anualidad porque la entidad ya se ha obligado frente a terceros con ese acto; aunque en la ejecución presupuestaria el «gasto» es el reconocimiento de la obligación, el devengo contable de la obligación ya se puede registrar.

En cuanto a los proyectos financiados con ingresos afectados, se refiere a los gastos con financiación afectada; se entiende que no se vulnera el principio de anualidad presupuestaria porque los proyectos de gasto plurianuales con agente financiador (gastos plurianuales con financiación afectada) obligan a la entidad a su ejecución y la obligan además en un período de tiempo superior al ejercicio presupuestario.

c) Los créditos por operaciones de capital.

Se entiende que no se vulnera el principio de anualidad presupuestaria porque los gastos de capital (insertos en los capítulos 6 a 9 del Presupuesto) obligan a la entidad local frente a terceros en obligaciones cuyo contenido no se define por la propia entidad, sino por el mercado de bienes y capitales.


EJEMPLO PRÁCTICO

Para tranquilidad del lector en el caso más frecuente: sí, si no se licita a tiempo la calle cuya reforma se pretendía, en la medida en que era gasto de capital, se permitirá la incorporación al ejercicio siguiente.



d) Los créditos autorizados en función de la efectiva recaudación de derechos afectados.

Vuelta a la figura de los gastos afectados, aunque sin un agente financiador ajeno a la entidad, pero con igual obligación de sujetarse a una obligación de gasto en función de circunstancias no controladas por la entidad. Ejemplos de gastos que podrían ser así afectados serían los gastos de festejos financiados con ventas de entradas.

8.2.  Límites temporales a la incorporación de remanentes

Los remanentes incorporados se aplicarán:

a) como regla general, a cualquier gasto (corriente o de inversión, de la misma o diferente partida), pero

b) como regla particular, en el supuesto de «créditos extraordinarios y suplementos de créditos, así como de transferencias de crédito, que hayan sido concedidos o autorizados, respectivamente, en el último trimestre del ejercicio», para los mismos gastos que motivaron, en cada caso, su concesión y autorización;

b) como regla general, tan sólo dentro del ejercicio presupuestario al que la incorporación se acuerde, pero

c) como regla particular, en el supuesto de «créditos que amparen proyectos financiados con ingresos afectados», deberán incorporarse obligatoriamente un ejercicio detrás de otro, salvo que se desista total o parcialmente de iniciar o continuar la ejecución del gasto.








	Regla general
	Regla particular



	Cualquier gasto
	Gasto afectado



	Sólo se incorpora una vez
	Se incorpora tantas veces cuantas sea necesario hasta su terminación



	La incorporación es voluntaria
	La incorporación es obligatoria



	Debe demostrarse en el expediente su financiación por la entidad
	Debe demostrarse en el expediente su financiación por un agente financiador



	Debe formarse previamente la liquidación del Presupuesto
	No debe formarse previamente la liquidación del Presupuesto





9.  Procedimiento

9.1.  Mandato general de seguimiento y control

No se permite en ningún caso su reflejo en contabilidad como sumatorio de saldos de diferentes partidas presupuestarias.

Desde un punto de vista adjetivo, el seguimiento y control de los remanentes de crédito se realizará a través del Sistema de Información Contable y deberá mostrar en cada momento —y por ello, sin que se admitan fórmulas de seguimiento que difieran el conocimiento de su contenido a la aprobación de la liquidación— seis check-list:


	
a)  Los remanentes de crédito iniciales.

	
b)  Las rectificaciones.

	
c)  Los acuerdos de no incorporabilidad.

	
d)  Los remanentes de crédito totales.

	
e)  Las certificaciones de existencia de remanentes de crédito expedidas.

	
f)  Los saldos de remanentes de crédito pendientes de certificar.



Esto es, cada remanente de crédito se identificará con relación a su propia partida presupuestaria a través de la codificación que le sea propia.

Se pretende evitar así que, so pretexto de una inejecución global heredada con relación a múltiples gastos, se permita la concentración y aumento de gasto en una sola partida de gasto, vulnerando la naturaleza de los créditos.

Téngase en cuenta que un crédito presupuestario no es sino una autorización para gastar, dentro de ciertos límites temporales y monetarios, que ni se extiende más allá de los límites temporales ni más allá de los límites monetarios; si, excepcionalmente, se permite gastar dentro de un ejercicio el crédito no consumido del ejercicio anterior, no podrá hacerlo por un límite monetario superior al original autorizado por la sola vía de «heredar» remanentes de crédito sobrantes de otras partidas de gasto.

9.2.  Certificación de existencia de remanentes de crédito

Cada certificación valida la existencia actual de crédito suficiente, a nivel de vinculación jurídica, sin reserva de ningún tipo.

Por lo que se refiere a las obligaciones del Órgano de contabilidad, y con carácter previo a la modificación presupuestaria pretendida, cuando se tramiten expedientes de incorporación de remanentes de crédito será necesaria la oportuna certificación de existencia de remanente de crédito suficiente del ejercicio anterior.

Por ello, no se admitirán certificaciones condicionadas a eventos futuros; es por eso que decimos que cada certificación valida la existencia actual de crédito suficiente, sin reserva de ningún tipo.

Dicha existencia de remanente de crédito se certificará para cada aplicación presupuestaria al nivel de vinculación jurídica de los créditos vigente en el ejercicio de procedencia.

Por ello:

a) La cuantía clave no será la del sobrante en la partida, sino la del sobrante en la bolsa de vinculación.

Esto es así porque la disponibilidad del remanente se verifica a nivel de bolsa y no de partida.

b) El nivel de vinculación que interesa es el del ejercicio de origen, y no el de destino.


ATENCIÓN!!! Prevalencia de la bolsa de vinculación de origen.

Esto es muy importante porque las bases de ejecución del presupuesto pueden modificar los niveles de vinculación de un ejercicio a otro, ya sea para hacerlos más flexibles (por ejemplo, reduciendo la vinculación de la partida al área de gasto) o para hacerlos más estrictos (inversamente, ampliando la vinculación del área de gasto a la partida). En caso de conflicto entre dos niveles de vinculación, primará la bolsa de vinculación de origen.



Por lo que se refiere al posible objeto de la certificación, sólo podrán expedirse certificaciones de existencia de remanente de crédito, a los efectos de su incorporación, sobre los saldos de remanentes de crédito clasificados como incorporables.

Por lo que se refiere a la posible «desincorporación» y consecuente «descertificación» de remanentes, es decir, a descubrir que el acto de certificar un remanente era en sí mismo un acto sin causa jurídica válida, podrán anularse certificaciones expedidas, ya sea por resultar improcedentes o como consecuencia de errores en sus datos. Nunca podrán anularse certificaciones que hayan dado lugar a las correspondientes incorporaciones de remanentes de crédito sin que, previamente, se hayan anulado dichas incorporaciones.

Por ello:


	
a)  En la tramitación del expediente de baja del remanente se respetará el correcto orden cronológico de los acontecimientos, de suerte que el órgano de contabilidad no dará de baja un remanente de crédito incorporado en tanto no le conste que haya sido administrativamente anulado el acto que lo incorporó.

	
b)  Para la tramitación del expediente de baja del remanente será indiferente que la causa de anulación lo sea de nulidad, ilegalidad o error; cuando tenga noticia de que la incorporación ha sido jurídicamente borrada de la existencia, procederá a dar de baja la certificación expedida.



9.4.  Expediente de incorporación de remanentes

9.4.1.  Obligaciones del Órgano de contabilidad

Con referencia al ejercicio anterior, el Órgano de contabilidad elaborará un estado comprensivo de:


	
a)  Saldos de disposiciones de gasto, con cargo a los cuales no se ha procedido al reconocimiento de obligaciones.

	
b)  Saldos de autorizaciones de gasto, respecto a disposiciones de gasto y créditos disponibles.

	
c)  Saldos de créditos definitivos y retenidos de los capítulos 6 a 9.



Dicho estado debería someterse a informe de los responsables de cada Unidad de Gasto al objeto de que formulase propuesta razonada de incorporación de remanentes, que deberá acompañarse de los proyectos o documentos acreditativos de la certeza en la ejecución de la actuación correspondiente a lo largo del ejercicio. En la práctica de casi todas las entidades locales estas funciones se desarrollan, no por el personal político ni por técnico responsable, sino por los propios habilitados nacionales.

El Órgano de contabilidad calificará como «no incorporables» los créditos que se encuentren en la situación de no disponibilidad y los remanentes de créditos ya incorporados en el ejercicio precedente, salvo que correspondan a gastos financiados con ingresos afectados.

Con carácter general, el Presupuesto se liquidará antes de que se produzca la incorporación de remanentes. No obstante, dicha modificación podrá aprobarse antes que la liquidación del Presupuesto cuando se trate de créditos que amparen gastos financiados con ingresos específicos afectados, previo informe del órgano o servicio responsable de la formación del Presupuesto, en el que se evalúe la existencia de suficientes recursos financieros.

9.4.2.  Uso de Remanente de Tesorería afectado antes de la liquidación del Presupuesto

Antes de aprobar la liquidación del presupuesto, ¿Puede utilizarse Remanente de Tesorería afectado para financiar la incorporación de remanentes de crédito?

Sí.

El Consultor defiende (1)  la legalidad de esta disposición del Remanente porque el texto legal emplea el verbo «liquidar» y el sustantivo «liquidación» en sentidos diferentes: el primero parece hacer referencia al cierre o terminación de operaciones, mientras que el segundo alude a un conjunto de documentos. Y la disponibilidad del remanente dependería de la liquidación como acto de liquidar, y no como resultado de la liquidación.

El art. 191 del TRLRHL, dispone, en su apartado 1, que el Presupuesto de cada ejercicio se liquidará, en cuanto a la recaudación de derechos y al pago de obligaciones, el 31 de diciembre del año natural correspondiente; quedando a cargo de la Tesorería local los ingresos y pagos pendientes, según sus respectivas contracciones. Poco más adelante, en el apartado 3 del mismo artículo, se señala que las entidades locales deberán confeccionar la liquidación de su Presupuesto antes del día primero de marzo del ejercicio siguiente.

La distinción se confirma cuando, con mejor técnica, el art. 89.1 del RD 500/1990 matiza que el «cierre y liquidación» de los Presupuestos de la entidad local y de los Organismos autónomos de ella dependientes se efectuará, en cuanto a la recaudación de derechos y el pago de obligaciones, el 31 de diciembre del año natural.

De esta manera, en virtud del principio de anualidad de ejecución, a fin de cada ejercicio se cierran definitivamente las operaciones en que dicha ejecución consiste, con lo cual pueden liquidarse, o cifrarse en cantidad líquida, las magnitudes representativas del Presupuesto ejecutado: en primer lugar, las existencias o disponibilidades líquidas de la Tesorería, el importe de los derechos pendientes de cobro y el de las obligaciones pendientes de pago. Pero también el conjunto de los derechos liquidados y de las obligaciones reconocidas, los Remanentes de créditos que, al no haber dado lugar al reconocimiento de obligaciones, han de anularse, sin perjuicio de la posible incorporación de algunos de ellos al ejercicio siguiente; la comparación entre los ingresos previstos y los efectivamente realizados, etc.

De tales magnitudes, unas pueden ser directamente conocidas con el simple examen de los saldos de las cuentas que las representan, pero otras se obtienen de forma mediata, partiendo de los datos existentes, a través de una serie de operaciones contables que las Instrucciones de Contabilidad denominan, según los casos, de ajuste, regularización y cierre de los Presupuestos, en sus dos vertientes de Gastos e Ingresos.

Al mismo tiempo, el principio de anualidad contable, expresamente contemplado en el art. 209 TRLRHL, determina que al concluir el ejercicio económico se cierre igualmente la Contabilidad, de modo que, organizada ésta en la nueva regulación por el método de partida doble, estas operaciones de cierre permitirán, por un lado, determinar el resultado económico del ejercicio y, por otro, llegar a un Balance de Situación que refleje la estructura patrimonial de la entidad.

Ahora bien, la información recogida con todo ello no basta que figure en los Libros de Contabilidad, sino que, congruentemente con los fines que dicha contabilidad persigue, ha de servir para que los gestores rindan cuentas de su actuación, para lo que debe plasmarse en un conjunto de documentos, constitutivos de los Estados y Cuentas anuales de la entidad. La confección de tales documentos exige, obviamente, un mínimo de tiempo, lo que explica que la Ley disponga que habrán de ser rendidos por la Presidencia antes del 15 de mayo del ejercicio siguiente al que correspondan, de conformidad con el art. 212.1 TRLRHL.

Las operaciones de cierre son un conjunto de anotaciones contables, que deben realizarse simultáneamente a fin de ejercicio y comprenden tanto:


	
a)  las previas de ajuste y regularización que sean necesarias, como

	
b)  las de cierre del Presupuesto de Gastos, cierre del Presupuesto de Ingresos y cierre anual de la Contabilidad.



Pues bien, conocidas las magnitudes anteriores, y dado que, conforme al art. 182.3 TRLRHL, los créditos que amparan proyectos financiados con ingresos afectados deberán incorporarse obligatoriamente, no hay inconveniente alguno para que, con los trámites previstos en las Bases de Ejecución del Presupuesto, se lleven a cabo las incorporaciones de tales créditos, aunque no haya sido aprobada la liquidación, pues, como anteriormente decíamos, una cosa es liquidar el presupuesto y otra distinta el expediente que recoge la liquidación.

9.4.3.  Aplicación de excedentes afectados a vinculaciones diferentes de la de procedencia

¿Puede aplicarse Remanente de Tesorería afectado a gasto no afectado?

Sí.

Aunque la respuesta sea contraituitiva, la realidad es que, en el caso de incorporaciones de remanentes de crédito de proyectos de gasto con financiación afectada, en caso de que se produzca una modificación del objeto del proyecto, o bien para liquidar un proyecto sea necesario agrupar créditos procedentes de aplicaciones presupuestarias de diversas vinculaciones en otra distinta, podrán —de manera excepcional y debidamente justificada en el expediente, y sólo cuando así se prevea en Bases de Ejecución de Presupuesto— incorporarse los remanentes de crédito a aplicaciones presupuestarias con una vinculación jurídica diferente a la de procedencia.


EJEMPLO PRÁCTICO.

Ejemplos de situaciones excepcionales que permitirían la incorporación de remanentes a diferentes vinculaciones, serían:


	
–  bien porque se produzca una modificación del objeto del proyecto,

	
–  o bien porque para liquidar un proyecto sea necesario agrupar créditos procedentes de aplicaciones presupuestarias de diversas vinculaciones en otra distinta.





En los expedientes de modificaciones de crédito financiadas mediante Remanente Líquido de Tesorería deberá certificarse la existencia de saldo de Remanente de Tesorería suficiente para la modificación que se tramita.

No obstante, en el caso de incorporaciones de remanentes de crédito de proyectos de gasto con financiación afectada, la citada certificación, en su caso, podrá referirse a la situación de cada uno de los proyectos, pudiendo procederse a la incorporación una vez determinada, en cada caso, la correspondiente desviación de financiación.

9.5.  Numeración contable de gastos que resultan de la incorporación de remanentes

Nada prevén las Instrucciones al respecto.

Un problema que los programas contables pueden no abordar es que, si bien los saldos de créditos presupuestarios dispuestos que a 31 de diciembre no han llegado a la fase de obligación reconocida se anulan y se produce una nueva disposición de créditos en el ejercicio siguiente una vez aprobada la incorporación de remanentes del ejercicio anterior, en los nuevos documentos contabilizados pueda mantenerse la referencia contable numérica del documento contable de disposición de gastos del ejercicio previo.

De este modo, el hecho de que en los documentos O de reconocimiento de la obligación figure, en su caso, como documento de referencia únicamente el número de AD del ejercicio anterior puede dar lugar a errores en la apreciación del tratamiento contable realizado.

Por ello, es recomendable que en los reconocimientos de obligación se identifique de alguna manera que el documento de referencia es un nuevo AD que se ha contabilizado en el ejercicio corriente aunque se mantenga la referencia numérica del ejercicio anterior.

9.6.  Rectificación de remanentes de crédito

Cuando, como consecuencia de rectificaciones del saldo entrante de obligaciones de presupuestos cerrados, proceda la rectificación de los remanentes de crédito iniciales, éstos se modificarán en los importes correspondientes.

Así sucederá cuando se modifique el saldo de la cuenta 401 «Acreedores por obligaciones reconocidas. Presupuestos de ejercicios cerrados»: la contabilidad financiera enlazará con la presupuestaria sucediendo a la columna «Remanentes de crédito iniciales» una modificación de importe cuantitativamente igual.
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